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A Alian, Michelle y Erío,
quienes han tenido la fortuna de
nacer y comenzar a formarse en

una democracia.



PRESENTACION

Este estudio sobre Las Garantías Constitucionales
de los Derechos del Hombre, fue elaborado '" como
Ponencia General Latinoamericana para las IX Jor­
nadas Jurídicas Franco-Latinoamericanas, organizadas
por la Sociedad de Legislaci6n Comparada y cele­
bradas en Bayona, Francia, en mayo de 1976, siendo
coponente, por Francia, en el mismo tema, el Profe­
sor lean Rivera de la Universidad de Derecho y
Ciencias Económicas de París.

El momento para la discusión de este tema, desde
el punto de vista latinoamericano, sin duda, no fue
el más propicio. Hablar de las garantías y protecci6n
constitucionales de los derechos humanos en Améri­
ca Latina a mitades de 1976, casi me parecía un
cinismo, y en el mejor de los casos, una ironía. En

En las notas se han utilizados las siguientes abreviaturas :
CEC; Código de Enjuiciamiento Criminal; epc; C6digo de
Procedimiento Civil; eS] en ep: Corte Suprema de Justicia en
Corre Plena; eS] en SPA: Corre Suprema de Justicia en Sala
Político-Administrativa; Doctrina PGR: Dortrj,J(J. de la Pro­
curaduría Generttl de 14 República (publicación anual); G.F.:
Gacela POTeJ/se (publicación periódica, de la Corre Suprema de
Justicia); G.O.: Gacela Oficial de la República de Venezuela;
WCF: Ley Orgánica de la Corte Federal; LOeS]: Ley Or­
gánica de la Corte Suprema de justicia; RFD, UCV: Revista
de la Pacultad de Derecho, Universidad Central de Venezue­
la; RFD, ULA: Revista de la Pacultad de Derecho, Universí­
dad de Los Andes.
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1976, América Latina está oscurecida, de nuevo, por
la sombra de la usurpación, de la dictadura militar,
de un fantasma que se creía desvanecido: el milita­
rismo fascista, y del anarquismo, producto de un
populísmo caduco y absurdo. Bajo esas condiciones,
que perduran actualmente, no hay garantías posibles
de los derechos humanos, y estos, en la gran mayoría
de los países, no son respetados, pues están a la
merced de los usurpadores, dictadores, anarquistas
y desgobiernos.

Preparar este estudio, por tanto, en ese momento,
no fue fácil, debido a la confrontación patética de
las f6nnulas de los textos con el dramatismo que
presentaba la realidad. En todo caso, tratándose de
un estudio de derecho comparado, tuve que partir,
por supuesto, de los solos textos constitucionales,
muchos de los cuales son ignorados en los respec­
tivos países. Me pareció, por ello, y debo recono­
cerio¡ en más de una ocasión, estar escribiendo una
comedia.

Me enorgullecí, sin embargo, de que Venezuela
aún es de los pocos países de América Latina, que,
al tener un régimen democrático desde 1958, cuenta
con un sistema aceptable de consagración constitu­
cional de los derechos del hambre, y con mecanismos
más o menos efectivos de protección de los mismos.
Sin embargo, estando en prensa este libro, ese sistema,
por una parte, se ha ensombrecido, y por la otra,
se lo ha puesto a prueba: en un brevísimo tiempo,
funcionarios del Gobierno democrático han asesina­
do a un detenido politico mediante la aplicación de
torturas, hecho reconocido por el propio Gobierno
y que ha provocado el sometimiento a juicio de los
responsables directos del crimen; se detuvo incons­
titucionalmente a dos Diputados al Congreso, $in
cumplirse los procedimientos constitucionales de an·
tejuicio de mérito ante la Corte Suprema de Justicia
y de allanamiento previo de la -inmunidad parla-
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mentaría por las Cámaras Legislativas, y se los so­
metió a juicio ante la jurisdicción milita/'; el Fiscal
General de la República, como contralor de los de­
rechos humanos, se enfrentó al Gobierno, calificando
las acciones adoptadas por éste como atentados al
Estado de Derecho; y la Corte Suprema de Justicia,
requerida por el Fiscal General, afortunadamente
resolvíó que, en todo caso, y aún tratándose de de­
litos militares, debió seguirse el antejuicio de mérito
ante ella, del cual conoció, y debió procederse al
allanamiento de la inmunidad parlamentaría antes
de la detención, lo cual fue decidido posteriormente,
por la Comisión Delegada del Congreso.

Como se señaló, el sistema de consagración de los
derechos del hombre y de la protección de los mis­
mos en Venezuela, se ensombreció por un hecho con­
denable desde todo punto de vista; y se puso a prue­
ba al intervenir positivamente los mecanismos pro­
tectores: el Fiscal General de la República y la Corte
Suprema de Justicia. De la prueba, afortunadamente,
el Estado de Derecho ha salido airoso. La sombra
del crimen, sin embargo, se ha convertido en una
mancha indeleble.

La publicación, ahora, de este estudio, en todo
caso, es oportuna. La democracia necesita que los
ciudadanos conozcan los medios de protección de
los derechos de que disponen y cuáles son sus al­
cances y limitaciones. Esta es la mejor manera de
poderlos exigir en el momento en que sea necesario.
Por ello, además, como Apéndice a este estudio, he
incluido una sistematización de los derechos huma­
nos en el texto constitucíonal venezolano que, estoy
seguro, será de gran utilidad al lector para conocer
el alcance de las regulacíones constitucionales en
este campo.

Escribo estas líneas en un momento de descanso
y tranquilidad. Repensando la presión que acom­
pañó la redacción de este estudio, como la que ha
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acompañado a tantos otros, quiero agradecer a todos
108 que colaboraron conmigo en su preparación antes
de ir a Bayona, y en particular, a mis Secretarias,
señorita Mary Ramos y señora Aymara de Andrade,
por toda su ayuda. MOTY tuvo a su cargo, con éxito,
la compleja fase de integración final de tantos de­
sordenados manuscritos. A las abogados María O.
Curiel de Riquezez y Ana María Ruggeri de Ro­
dríguez y a la Br. Miriam Labarea, debo también
agradecer su colaboración en la preparación final
del Apéndice sobre la sistematización de los dere­
chos humanos en el texto constitucional venezolano.
Quiero además agradecer a las doctoras Cecilia Sosa
de Mendoza y Nelly Cardozo, quienes participaron
en las Jornadas de Bayona, la paciente revisión y co­
rrección del manuscrito en francés, que hicieran
antes de su presentación.

Con esta publicacidn se inicia, por otra parte, la
Colección de Monografias de la Editorial Jurídica
Venezolana, empresa que, particularmente par el
entusiasmo de su ca-fundadora Dra. Isabel Boscán
de Ruesta, aspira a convertirse en el vehiculo de difu­
sión de la bibliografía jurídica venezolana y, por
tanto, en la Editorial de los jurístas venezolanos.

Caurimare, septiemlne de 1976.

A. R. B.-C.

10



INTRODUCCION

Es indudable que uno de los pilares fundamentales
del Estado de Derecho, además de la separación de
poderes, ha sido la consaración constitucional de los
derechos y garantías de hombre y del ciudadano.
Por ello se ha señalado que el Estado de Derecho,
en su esencia y desde el punto de vista jurídico, surge
no sólo al someterse el Estado a las leyes, sino par­
ticularmente, a un tipo especial de leyes: las llamadas
leyes de Libertad, es decir, leyes cuyo objeto era
hacer posible el libre desenvolvimiento de los miem­
bros del grupo social 1, Atli. estaba la esencia del bbe­
ralísmo político-jurídico, donde el derecho se con­
vertía, pura y simplemente, en garantía de la libertad.

Ciertamente que, por supuesto, el contenido del or­
denamiento jurídico en el mundo contemporáneo, a
pesar de que el esquema estatal siga siendo el del
Estado de Derecho, no es la sola protección de los
derechos rgarantías individuales; por ello, hemos se­
ñalado, e Estado, de un Estado Liberal-Burgués de
Derecho se ha transformado en un Estado Democráti­
co y Social de Derecho". Sin embargo, ello no implica
que los derechos y garantías del individuo, no en-

1. V. Eduardo Garcfa de Eneerrfa, Rt'fI()lución Francesa 1
A.dministración Contemporánea, Madrid, 1972, pp. 16 Y ss.

2. V. Allan R. Brewer-Cerías, Ca.bio Po/ftko , Reformtt tkl
lisf4Jo en Ve1U%lIela, Madrid, 1975, Capítulo 5.
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cuentren protección; Jo que sucede es que no son el
único objeto de regulación del ordenamiento jurídico.

En efecto, en el sistema jurídico venezolano, la
Constitución garantiza a todos "el derecho al libre
desenvolvimiento de su personalidad, sin más limita­
ciones que las que derivan del derecho de los demás
y del orden público y social" 3; disposición que sus­
tituye el enunciado tradicional de que todos pueden
hacer lo que no perjudique a otro y nadie está obli­
gado a hacer lo que la ley no ordene ni impedido de
ejecutar Jo que ella no prohiba ., y que introduce a
la vez en el ordenamiento constitucional, la noción
de orden público como criterio límttante de los de­
rechos y garantías constitucionales y, por tanto, la
noción de policía administrativa. En esta forma, la
consagración de derechos y garantías constitucionales,
si bien no es restrictiva 5, tampoco es ilimitada; no se
trata, en general, de derechos y garantías absolutos,
sino sometidos a una serie de limitaciones cons­
titucionales y legales, inspiradas por "el derecho de
los demás", es decir, el interés general y la justicia
social, y el "orden público y social". La protección
jurisdiccional de los derechos y garantías, sin embar­
go, es completa, al menos en el texto constitucional:
son nulos -de nulidad absoluta- todos los actos
del Poder Público que violen o menoscaben los de­
rechos garantizados por la Constitución, y los funcío­
narios y empleados públicos que los ordenen y eje­
cuten incurren en responsabilidad penal, civil y ad-

3. Art. 43.
4. Tal romo se afirma en la Exposición de Motivos de la

COlUtirución de 1961 (Tindo IJl, Cap. I).
,. La enunciación de los derechos y garantías contenidas en la

Constitución, tal como lo establece el artlrulo 50 de la
ll,lisma, ,"no debe entenderse romo negación de Otros que,
Siendo Inherente$ a la persona humana, no figuren expre­
samente en ella, La falta de Ley reglamentaria de estos
derechos no menoscaba el ejercicio de los mismos".
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mínístratíva, según los casos e; y los "Tribunales ampa­
rarán a todo habitante de la República en el goce y
ejercicio de los derechos y garantías que la Constitu­
ción establece" ~. La efectividad de esta protección [u­
risdiccional, que da origen al recurso de inconstitu­
cionalidad, al recurso de amparo y a los recursos con­
tencioso-administrativos (de ilegalidad), es el objeto
fundamental de análisis del presente trabajo. Estos
medios o recursos procesales, son, en efecto, la real
garantía constitucional que se establece en el texto
constitucional para hacer efectivos el goce y disfrute
de los derechos y libertades individuales. De no exis­
tir estos medios procesales, la sola consagración de
los derechos y libertades en la Constitución resul­
taría vana 8.

Sin embargo, no hay duda, en el mundo contem­
poráneo, la consagración constitucional de las líber­
tades públicas es la condici6n esencial para que aque­
llos medios procesales o garantías, puedan inclusive
existir y permanecer. Por ello, el Proyecto de Princi­
pias generales sobre libertad y no discriminación en
materia de Derechos Políticos de la O.N.U.9

, establece
que "la mejor forma de garantizar los derechos y li­
bertades proclamados consiste en incorporarlos a la
Constitución o a otra ley fundamental, no sujetas a
derogación o alteración por el procedimiento legís­
Iatívo ordinario" 10.

Antes de estudiar, por tanto, las "garantías constítu­
cíonales de los derechos humanos", en Venezuela y en

6. Art. 46 de la Constitución.
7. Art. 49 de la Cccstieucién.
8. C/,.. Jean Rivero, Les Liberlís PubU4rm, París, 1973, p. 199.
9. Aprobado por la Sub-Comisión de Prevención de Disceimi­

naciones y Protección a las Minorías en 1961 (Resolución
l.XIV).

10. ClálUula XIII, Publicileión STIHRI3, Naciones Uni­
das, N.Y., 1974, p. 4.
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general. en América Latina, es decir, los mecanismos
e instituciones procesales para hacerlas efectivas; ana­
lizaremos previamente las modalidades y ámbito de
la consagración constitucional de las libertades públi­
cas 11.

11. Utilizaremos frecuentemente la expresión libertades públicas
en lugar de derechos del hombre, teniendo en cuenta que,
básicamente, el presente estudio es un estudio de derecho
positivo. Sobre eseo V. lean Rivero, op. rit., pp. 17, 48 Y
107.
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PRIMERA PARTE

LA CONSAGRACION
CONSTITUCIONAL DE LAS

LIBERTADES PUBLICAS



l. LA CONSAGRACION CONSTITUCIONAL

1. El rango constitucional de los derechos
Es una tendencia general en América Latina, la con­

sagración, en el propio texto constitucional, de las li­
bertades públicas. Estas tienen, por tanto, rango cons­
titucional, por lo que no pueden ser modificadas por
el legislador ordinario. Respecto a las libertades pú­
blicas el principio de la supremacía constitucional se
acompaña, entonces, con el principio de la rigidez
constitucional, propio del sistema de constituciones
rígidas. Ello implica que la reforma de los derechos
y garantías constitucionales sólo puede realizarse por
los mecanismos de reforma constitucional; y en las
constituciones como la Venezolana, que distinguen los
procedimientos de Enmienda y Reforma constítucío­
nal u, respecto de las libertades públicas, cualquier
modificación sustancial de ellas s610 podría realizarse
mediante el procedimiento de Reforma que asegura
la participación popular a través de un referéndum 13,

En ello influye, sin embargo, el tipo de consagra­
ción constitucional que se haga de los derechos,

2, El tipo de consagración constitucional
y la imperatividad constitucional

En este sentido debe señalarse que la consagración
constitucional de las libertades públicas no tiene igual

12, Art. 245 Y ss,
13, Alt. 246, Ord. 41'
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valor respecto de todas ellas; o en otras palabras, no
todos esos derechos constitucionales tienen igual con­
sagración constitucional. No sólo algunos, en realidad,
han sido consagrados como meras expectativas de
derecho cuya actualización depende enteramente del
Legislador, sino que incluso en los derechos directa­
mente consagrados por el constituyente pueden dts­
tínguírse diversas graduaciones: En algunos casos se
trata de derechos absolutos, que no admiten restric­
ciones, suspensiones ni limitaciones en su ejercicio;
en otros casos, se trata de derechos que no pueden
ser limitados por el Legislador, aun cuando su ejer.
ciclo puede ser restringido o suspendido temporal­
mente; en otros casos, se trata de derechos que oue­
den ser limitados o regulados en aspectos específicos
por el Legislador; en otros casos, puede tratarse de
derechos que pueden ser regulados o limitados sin
restricciones por el Legislador; y por último, puede
tratarse de derechos que requieren de regulación le­
gal para poder ser ejercidos.

A. Los derechos fundamentales (absolutos)
En efecto, puede decirse que son derechos funda­

mentales, de carácter absoluto, el derecho a la vida;
el derecho a no ser incomunicado, ni sometido a
tortura o a otros procedimientos que causen sufrí­
miento físico o moral; y el derecho a no ser con­
denado a penas perpetuas o infamantes o a penas
restrictivas de la libertad personal por lapsos mayores
de treinta años 14. Estos derechos, ni pueden ser li­
mitados en forma alguna por el Legislador, ni pue­
den ser restringidos o suspendidos en Sil ejercicio por
actos de gobierno, ni siquiera en los casos de emer­
gencia o conmoción que pueda perturbar la paz de
la República o de graves circunstancias que afecten
)a vida econ6mica y social 15. Salvo estas solas tres

14. Artículos 58, 60, o-a. 3 y 64, OId. 7 de la Constitución.
15. Acr. 241.
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excepciones, todos los derechos y garantías constitu­
cionales admiten algún tipo de limitación o restric­
ción y, por tanto, tienen carácter relativo.

B. Los derechos cuyo ejercicio puede ser
restringido o suspendido por actos de
gobierno

En primer lugar, el texto constitucional consagra
una serie de derechos fundamentales que si bien no
pueden ser limitados por el Legislador pueden, sin
embargo, ser suspendidos o restringidos por actos
de gobierno, temporalmente, en situaciones o cir­
cunstancias excepcionales. En este grupo se incluyen
el derecho a ser protegido contra los neriuicios al
honor, reputación o vida privada 16; el derecho a no
ser obligado a prestar juramento ni constreñido a
rendir declaración o reconocer culpabilidad en causa
penal contra sí mismo o contra otras personas expre­
sadas en el texto constitucional 17; el derecho a no
continuar detenido después de dictada orden de ex­
carcelación por la autoridad comoetente o una vez
cumplida la pena impuesta la; el derecho a no ser so­
metido a juicio por los mismos hechos en virtud de
los cuales hubiere sido juzgado antenormente 19; el de­
recho a la igualdad ante la ley y a la no discrimina­
ción 20; el derecho a la libertad religiosa 21; el derecho
a expresar el pensamiento y a ínformar ", el derecho
de petición y a obtener oportuna respuesta 23: el de­
recho a ser juzgado por sus jueces naturales, a ser
juzgado sólo por penas establecidas y preexistentes

26. Art. 59.
17. Art. 60, o-a 4.
18. Arr. 60, Ord. 6.
19. Art. 60, Ord. 8.
20. Art. 61.
21. Art. 65.
22. Art. 66.
23. Are. 67.
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y el derecho a la defensa 24; el derecho de reunión 25;

el derecho a la¿colección de la salud 26; el derecho
a la educación ; el derecho al trabajo 28; y el dere­
cho activo al sufragio %\1, No todos estos derechos, sin
embargo, pueden ser ejercidos a plenitud, directa­
mente, en virtud de su consagración constitucional,
pues en algunos casos, dada la redacción de la norma
respectiva, alguna regulación legal es necesaria para
hacerlos efectivos; tal es el supuesto del derecho a
ser protegido contra los perjuicios al honor, reputa­
ción o vida privada 3lIj el derecho a obtener opor­
tuna respuesta derivado del derecho de petición 31;

el derecho a la protección de la salud 32; el derecho
a la educación 33; y el derecho al trabajo 34,

En todos estos derechos, es indudable que una nor­
rnativa adicional de carácter legal es indispensable
que establezca las vías o recursos legales destinados
a asegurar la protección contra los perjuicios al ho­
nor, reputación o vida privada; que establezca cuán­
do se considera o no oportuna la respuesta a las
peticiones; en 9ué forma el Estado protegerá la sa­
lud o asegurara el acceso de todos a la educación;
y en qué forma se asegurará el derecho al trabajo.

C. Los derechos limitables por el Legislador
en aspectos específicos

En segundo lugar, dentro de los derechos consa­
grados en la Constitución, pueden distinguirse aque-

24. Ares. 68 y 69.
25. Art. 71.
26. An. 76.
27. Art. 78.
28. Are. 84.
29 . Art. 111.
30. An. 59.
31. An. 67.
32. An. 76.
33. Art. 78.
34. Att. 84.
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Uos que sí admiten en su ejercicio limitaciones de
carácter legal, pero en aspectos específicamente se­
ñalados. además de admitir suspensión o restricción
por acto de gobierno. Dentro de esta categoría de
derechos, se pueden incluir: el derecho a no ser con­
denado a causa penal sin haber sido notificado per­
sonalmente de los cargos ¡; oído "en la forma que
indique la ley" 35; el derec o a la inviolabilidad del
hogar doméstico salvo los allanamientos permitidos
para cumplir "de acuerdo con la ley las decisiones
que dicten los trlbunales't P, el derecho a la inviola­
bilidad de la correspondencia, salvo los casos de ocu­
pación judicial "con el cumplimiento de las forma­
lidades legales" o de inspección o fiscalización de
los documentos de contabilidad "de conformidad con
la ley" 37; y el derecho a ejercer funciones públicas
o a ser elegido, salvo las restricciones "derivadas de
las condiciones de aptitud tue, para el ejercicio de
determinados cargos, exijan as leyes" u.

D. Los derechos limitables por el legislador
en sentido amplio

En tercer lugar, otra serie de derechos constitu­
cionales están consagrados de tal forma que admí­
ten regulaciones y limitaciones de orden legal de ca­
rácter materialmente amplio. En tal caso están, el de­
recho a no ser preso o detenido, a menos que sea
sorprendido in fraganti, sino en virtud de orden es·
críta del funcionario autorizado para decretar la de­
tención "en los casos y con las formalidades prevís-

~5. An, 60, oa. 5.
~6. Art. 62.
~7. Arl. 63.
~8. Art. 112. La Corte Suprema, sin embargo, ha admitido

otras Hmitaciones al derecho pasivo al sufragio, corno la
necesidad de que el elegido esté inscrito en el Registro
Electoral. V. Sentencia de la es} en SPA de 9-4.69 en
GP N9 64, 1969, pp. 42 y 56.
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las por la ley":I9; el derecho a no ser privado de la
libertad por obligaciones cuyo incumplimiento no ha­
ya sido definido "por la ley como delito o falta" 4(1;
el derecho a no ser objeto de reclutamiento forzoso
ni sometido al servicio militar "sino en los términos
pautados por la ley" 41; el derecho a la libertad
de tránsito "sin más limitaciones que las estableci­
das por la ley 42; el derecho al ejercicio culto some­
tido a la suprema inspección del Ejecutivo Nacional.
"de conformidad con la ley" 43; el derecho a dedi­
carse a la actividad lucrativa de la preferencia de
cada quien "sin más limitaciones que las previstas
en esta Constitución y las que establezcan las leyes
por razones de seguridad, de sanidad u otras de in­
terés social" 44; el derecho de propiedad, sometido a
"las contrfbucíones, restricciones y obligaciones que
establezca la lel con fines de utilidad pública o de
interés social""; el derecho a asociarse en partidos
políticos regulados por el legislador para asegurar su
carácter democrático y su igualdad ante la ley 46; y el
derecho a manifestar "sin otros requisitos que los que
establezca la ley "7.

E. Los derechos cuyo ejercicio queda supeditado
a reglamentación legal

Dentro de esta categoría de derechos debe señalar­
se que la delegación constitucional hacia el Legisla­
dor ha sido de tal naturaleza que en algunos casos
los derechos no pueden ejercerse sin la regulación
legal, como, por ejemplo, en el derecho a utilizar

39. ére. 60, Ord. L
40. ére. 60, o-a 2.
41. Art. 60, Ord. 9.
42. Art. 64.
43. Art. 65.
44. Art. 96.
45. Art. 99.
46. Art. 114.
47. Art. 115.
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los órganos de la administración de justicia "en los
términos y condiciones establecidos por la ley"; el
derecho de asociarse con fines lícitos "en conformi­
dad con la ley" y el derecho de huelga "dentro de
las condiciones que fije la ley" o "en los casos en
que aquella determine" en los servicios públicos u.

En estos casos, la ímperatívídad constitucional no
es absoluta ni inmediata. La posibilidad de ejercer
estos derechos depende de la reglamentación legal.
Esto sucede también en los derechos consagrados en
normas constitucionales de carácter programático.

En efecto, tal como 10 ha señalado la Corte Supre­
ma de Justicia, "La Constitución distingue entre las
cláusulas directamente operativas, que preceptúan
autónomamente, son completas y suficientes hasta
agotar los requisitos sustantivos y procesales para
su aplicación, y las mediatamente operativas o progre­
máticas, que no pueden aplicarse sino cuando las
complete la legislaci6n ulterior, por requerirlo así la
letra y el contenido del precepto" 4P. Entre estas nor­
mas programáticas la Corte Suprema ha identificado
al artículo 75 que consagra el derecho de todo niño
a conocer a sus padres, y el artículo 49 que censa­
gra el recurso de amparo so.

En todos estos casos, el derecho consagrado en
la Constitución no puede ser ejercido en ausencia
de la ley reglamentaria respectiva y hasta tanto esta
se dicte. Parecería entonces, que surgiría una con­
tradicción entre esas normas y la segunda parte del
artículo 50 de la Constitución que establece que "la

48.

49.

50.

An. 68. Cfr. Sentencias de la CS] en SPA de 14·12-70
en GP N~ 70, 1970, pp. 179 a 185, publicada también en
GO N~ 29.434, de 6-2-71; Act. 70; Art. 92.
V. Sentencias de la es] en CP de 27-2·69 en GF, N~ 64,
1969, pp, 21 y ss-; y de 12-9·69 en GP, N~ 65, 1969,
p. 10.
V. Sentencias de la CS] en CP de 27·5·69 en GF N~ 64,
1969, pp. 21 y 55; y de la CS) en SPA de 14-12-70, en
GP, N~ 70, pp. 179 Y 55.
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falta de ley reglamentaria de estos derechos no me­
noscaba el ejercicio de los mismos". Sin embargo,
tal contradicción no existe pues los derechos a que
se refiere el artículo 50 de la Constitución son los
derechos "inherentes a la persona humana" que no
figuran expresameute en la Constitución, y no a to­
dos los otros derechos y libertades públicas enume­
rados en el texto constitucional.

3. La rigidez constitucional respecto de 10$ dere­
chos: La Reforma y la Enmienda constitucional

Una de las consecuencias de la consagración cons­
titucional de los derechos y libertades es, sin duda,
que respecto de ellos, como se dijo, rige el princi­
pio de la rigidez constitucional. En efecto, la con­
sagración de las libertades públicas en el texto cons­
titucional, constituye una parte esencial de la decisión
política contenida en dicho texto, por lo que cual­
quier eliminación o modificación sustancial de di­
chas libertades, tendría que ser objeto de una re­
forma constitucional. El problema se plantea, sin em­
bargo, en sistemas constitucionales como el venezo­
lano que admiten dos procedimientos para la mo­
dificación de la Constitución: la Reforma y la En­
mienda. La Constitución de 1961 distinguió dichos
procedimientos pero no especificó cuándo podía re­
currirse a una u otra de dichas figuras. La dife­
rencia procedimental básica entre ellas radica en que
la iniciativa para proponerlas si bien es específica,
es más rígida en el caso de las reformas SI, Y en

51. La iniciativa para una "reforma general" de la Consdee­
cíón "deberá partir de una tercera parle de los miembros
del Congreso, o de la mayoría absoluta de las Asambleas
Legislativas en acuerdos tomados en no menos de dos dos.
cusiones por mayoría absoluta de los miembros de cada
Asamblea". (Art. 246, Ord. 1); en tanto que la iniciativa
para la enmiendas, "podrá partir de una cuarta parte de
los miembros de una de las Cámaras, o bien de una cuarta
parte de las Asambleas Legislativas de los Estados, me-
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éstas interviene el Poder Constituyente 52, En cam­
bio, en las enmiendas, corresponde a las Asambleas
Laglslatlvas la ratificación o rechazo 53 sin Interven­
ción popular,

Por tanto, es claro que toda revisión constítucío­
nal que implique una modificación de las decisio­
nes políticas básicas contenidas en la Constitución
tendrá que ser objeto del procedimiento de reforma
general, pues requerirá la intervención del Poder
Constituyente M, y la consagración constitucional de
los derechos y libertades públicas es, sin duda, parte
de esa decisión política,

Sin embargo, parece evidente que no toda modíñ­
cacíón de las libertades públicas exige una reforma
general; la exigencia de ésta dependerá del tipo de
consagración constitucional de las libertades pú­
blicas 55,

En efecto, tal como se señaló, dentro de los de­
rechos y garantías constitucionales, la Constitución
establece una graduación que es muy importante a
Jos efectos de precisar cuándo se requiere reforma
general de la Constitución o cuando es suficiente

>l.

54.

>S.

diente acuerdos tomados en no menos de dos discusiones
por la mayoría absoluta de los miembros de cede Asam­
blea", (Are, 245, o-a 1~).

"El proyecto aprobado (de reforma) se someterá a refe.
rendcm en la oportunidad que fijen las Cámaras en sesión
conjunta, para que el pueblo se pronuncie en favor o en
contra de la reforma.. ." (Art. 246, Ord. 49 ) .

"Aprobada la enmienda por el Congreso, la Presidencia la
remirirá a todas las Asambleas Legislativas para su ratifi­
cación o rechazo en sesiones ordinarias, mediante acuerdos
considerados en no menos de dos discusiones y aprobados
por la mayoría de sus miembros" (Ar!. 245, Ord. 4°); "la
enmienda se declarará sandonada' en los puntos que hayan
sido ratificados por las dos terceras partes de las Asam­
bleas" (Atl. 245, Ord. 5).
Cfr, la doctrina de la Procuraduría General de la Repú­
blica, en DoclrilM PGR, 19H, Caracas 1974, pp- 161 Y ss.
V. Allan R. Brewer.Carias, Derecho AdminiJlr4/ivo, To­
mo J, Caracas 1975, pp. 180 Y ss.
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una Enmienda: en primer lugar, el texto fundamental
prevé una serie de derechos fundamentales, verda­
deras garantías absolutas, consagrados de manera tal
que no admiten ningún tipo de restricciones o sus­
pensiones y ni siquiera de regulación legislativa; en
segundo lugar, se prevén una serie de derechos fun­
damentales, que si bien pueden ser restringidos o
suspendidos en su ejercicio por Decreto presidencial,
no se prevé regulación legislativa para su ejercicio;
en tercer lugar, se consagran una serie de derechos
constitucionales cuyo ejercicio puede ser regulado o
limitado por el legislador ordinario en aspectos es·
pecíftcos, y en cuanto lugar, el texto fundamental
consagra otra serie de derechos constitucionales cu­
yo ejercicio queda sometido enteramente a lo que
establezca y regule el legislador.

Ahora bien, parece evidente que los dos primeros
grupos de derechos y garantías, que podríamos deno­
minar como derechos fundamentales, han sido conce­
bidos de tal manera en el texto constitucional, que
su ejercicio resulta pleno del mismo texto, sin ulte­
riores regulaciones legales o posibilidades de limita­
ciones legales. En cambio, los dos últimos grupos
constituyen derechos constitucionales, rero sometidos
a la regulación restringida o amplia de legislador. En
esta distinción podría ubicarse el criterio que estable­
ció la Exposición de Motivos del Proyecto de Cons­
titución para la utilización de la Reforma general o
de la Enmienda, cuando se tratase de aspectos fun­
damentales o circunstanciales, respectivamente 56. In­
dudablemente que cambiar el texto constitucional en
alguno de los derechos fundamentales (absolutos), se­
ría cambiar un aspecto de "alcance trascedente" que
incide sobre la organización política de la Nación;
en cambio, cambiar el texto de algunos de los de­
rechos constitucionales, limitables por el legislador,

56. V. La exposición de motivos al Título X en RFD/UCV,
N9 21, 1961, pp. 412 y 413.
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en el sentido de agregar alguna otra limitación a su
ejercicio, podría hacerse a través del procedimiento
de enmienda "que permite dejar incólume el texto
original o fundamental" introduciendo alguna "modi­
ficación sentida por la colectividad como consecuen­
da de los cambios incesantes que en ella se realizan".
En tal sentido, el procedimiento utilizado en Venezue­
la en 1973 para agregar una condición de elegibilidad
o nombramiento para determinadas funciones públi­
cas, fue el de la Enmienda y no el de la Reforma 5~.

4. El sentido de la consagración constitucional:
las libertades públicoe y 10$ derechos humanos
[numerue apertus)

El estudio de los derechos y garantías constitucio­
nales se sitúa actualmente en el plano del derecho
positivo: se estudian los derechos consagrados consti­
tucionalmente y por ello se habla particularmente
de "libertades públicas" en lugar de "derechos del
hombre", estos últimos situados por sobre el derecho
positivo ".

Las constituciones latinoamericanas, en general, se
sitúan en el campo de los textos que no sólo con­
sagran constitucionalmente los derechos y garantías
expresamente, sino que hacen referencia a otros de-

n.

'8.

La Enmienda NQ 1 de la Constitución sancionada el 9
de mayo de 1973, estableció que "no podrán ser elegidos
Presidente de la República, Senaaor o Diputado al Con­
greso, ni Magistrado de la Corte Suprema de Justicia,
quienes hayan sido condenados mediante sentencia defini­
tivamente firme, dictada por tribunales ordinarios, a pena
de presidio o prisión superior a tres años, por delitos co­
metidos en el desempeño de funciones públicas, o con
ocasión de éstas". V. en G.O. NQ 18~8, Extraordinario de
11-5·73. La discusión de dicha Enmienda dio origen a
múltiples debates, cuya proc~encia vislumbraba ya el
texto de la Exposición de Motivos. En particular, V. la
sentencia de la eSJ en SPA de 20-8-73 en G.O_ N9 30.183
de 20-8-73, p. 226.079.
Cfr. Jean Rivero, 01'. tit., p. 17.
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techos humanos garantizados y protegidos, fuera de
aquellos previstos en la Constitución. Dentro de este
panorama, las constituciones de Argentina, Bolivia,
Brasil, Ecuador, Guatemala, Honduras, Paraguay, Re­
pública Dominicana, Uruguay 59, y Venezuela, por
ejemplo, preven una declaración general supletoria
por los derechos que puedan omitirse, considerando
que ello no implica una negación de su existencia,
estableciéndose así un sistema de "numerus apertus"
de las libertades públicas, o de "derechos y garantías
implícitos" 60,

En efecto, en la Constitución de Venezuela de
1961 se establece expresamente en su Artículo 50
lo siguiente:

"La enunciación de Jos derechos y garantías con­
tenida en esta Constitución no debe entenderse co­
mo negación de otros que, siendo inherentes a la
persona humana, no figuren expresamente en ella".

"La falta de ley reglamentaria de estos derechos
no menoscaba el ejercicio de los mismos" 61.

Se reconoce, por tanto, además de las libertades
públicas consagradas en la Constitución, la existen­
cia de derechos humanos, inherentes a las personas,
cuyo ejercicio no depende de la reglamentación que
legalmente pueda hacerse. Con una norma como ésta,
dice la Exposición de Motivos del Proyecto de Cons-

59.

60.

61.
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V. Héctor Fix Zamudio, "La protección procesal de las
garantías individuales en América Latina", en Revista de
Jp Comisión Inlernluional de JllriJ/as, Vol. IX, NQ 2, Gi·
nebra, Die. 1968, p. 74.
V. Luis PJaza Femández, "Los Derechos Humanos en los
textos Constitucionales" en Informaúón Juridica. Minis­
terio de Justicia, Madrid, julio-septiembre 1968, p. 101 y
Hécror Fix Zamudio, "La protección procesal... " lec. cil.,
p. 74.
En el artículo 76 de la Constlrución, al consagrarse el
derecho II la protección de la salud, se hace también refe­
rencia a los derechos de la persona humana en los siguien­
tes términos: "Todos están obligados a someterse a las
medidas sanitarias que establezca la ley, dentro de los
límites impuestos por el respeto • la persona humana".



ritnción, "se incorpora el texto fundamental al de
aquellas Constituciones que basan el sistema de las
garantías sobre la noción esencial de la persona hu­
mana y se deja fuera de toda duda la interpreta­
ción de que no pueden quedar las garantías a mer­
ced de que exista o no una legislación que explícita­
mente las consagre y reglamente" 1l2,

Ahora bien, en relación a este artículo 50 de la
Constitución venezolana, deben formularse dos ob­
servaciones: en primer lugar, como se dijo, consa­
gra la existencia de "derechos humanos" por sobre
el derecho positivo, que se reconocen y protegen; y en
segundo lugar, se establece expresamente que la falta
de ley reglamentaria de estos derechos inherentes a
la persona humana no previstos expresamente en la
Constitución, no menoscaba el ejercicio de los mis­
mos. Esta segunda observación debe destacarse pues
es frecuente la interpretación que se hace de la se­
gunda parte del artículo 50 aplicándolo a todos los
derechos y libertades públicas previstas en la Cons­
titución, lo cual, en nuestro criterio, no se correcto,
En muchos casos, hemos visto, la propia Constitu­
ción consagra los derechos y libertades supeditando
su ejercicio a lo que establezca una ley, por lo que
mal podría señalarse que la ausencia de dicha ley
no suspendería el ejercicio del derecho. Ello sería
contradictorio. En esos casos, como por ejemplo en
el derecho de todo niño de conocer a sus padres 11:1,

la norma que lo consagra es una norma de las de­
nominadas programáticas, que no son directamente
operativas, sin una reglamentación legal. Este artícu­
lo 75 constitucional que consagra dicho derecho, se·
gún la argumentación de la Corte Suprema de Ius­
ticia, al decir que "la ley proveerá lo conducente pa­
ra que. , ." establece que "el Legislador deberá dictar,
en el futuro, el ordenamiento legal para que se cum-

62. v. 11)(. cit., pp. 380 'J 381.
63. An. no
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pla lo programado en la norma constitucional ... Esas
disposiciones reconocen derechos y enuncian propó­
sitos cuya realización y efectiva vigencia está eubor­
dinada a la promulgación de leyes futuras. Se llaman
programáticas porque representan un programa que
requiere ulterior desarrollo y deben orientar la ac­
ción legislativa del futuro" 114. En base a ello, no hay
duda, los derechos y garantías constitucionales con­
sagrados en normas programáticas, requieren de re­
glamentación legal para poder ejercerse, por lo que
su efectividad depende de lo que el Legislador es­
tablezca. Tal sucede, por ejemplo, como se verá,
con el propio derecho al amparo de las libertades
públicas.

11. LA ENUMERACION CONSTITIJCIONAL DE LAS
LIBERTADES PUBLICAS: EL CASO DE VENEZUELA

La primera Constitución que en América Latina
consagró los derechos del hombre fue la Constitu­
ción de Venezuela del 21 de diciembre de 1811".

64. V. Sentencia de la CS] en CP de 27-~·69 en GP, N9 64,
1969, pp. 21 Y ss. En base a esos argumentos, la Corte Su.
prema declaré sin lugar el recurso de inconsritucionalidad
del Artículo 220 del Código Civil que prohibe al hijo
adulterino la inquisición de la paternidad en ciertos 'ilSOS.

6~. El Capitulo VIII, Artículo 141 a 199 está destinado a
regular los "Derechos del Hombre que se reconocerán y
respetarán en toda la extensión del Estado", Para un aná·
lisis histórico de la consagración de las libertades públicas
en Venezuela. V, Derechos Jel HomFffe y Jel CiwLukno
(estudio preliminar de P, Ruggeri Parra) Ediciones de
la Academia Nacional de la Historia, Caracas 19~9; Luis
E. Zerpa Díaz, "Definición de la libertad civil en las
constituciones venezolenes" en RFD·ULA, N9 1~, DÍ(:.
1967, pp. 92 y ss-; Ana C. Manrique Soto y Mirtiliano Ca.
brera Amaya., Proteccwn Procesal de los Deeecbos Huma.
nos (multigrafilldo), Ponencia a! V Congreso Internacio­
nal de Derecho Procesal, México, 1971, pp. 9 y ss.
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Durante todo el siglo pasado, las normas oonstitucío­
nales consagraron básicamente los derechos índíví­
duales y los derechos económicos; y a partir de 1936
se comenzaron a consagrar los derechos de carácter
social. La Constitución de 1947 en el campo de los
derechos humanos, fue, por tanto, el resultado de una
larga evolución constitucional. además de haber re­
cibido toda la influencia del constitucíonalísmo eu­
ropeo que arranca de la Constitución de Weimar y
de la Constitución de la República española.La Cons­
titución vigente de 1961 recogió, perfeccionándolos,
todos los principias de la Constitución de 1947 sobre
los derechos y garantías constitucionales, sistemati­
zándolos en cuatro grandes categorías: derechos in­
dividuales, los derechos sociales, los derechos eco­
nómicos y los derechos políticos.

Como una muestra de la enumeración de derechos
constitucionales en América Latina, bien puede ser­
vir de modelo el análisis de los cuatro grupos de
derechos en la Constitución de Venezuela 66. No hay
que olvidar, por otra parte, que en la actualidad
(1976) muy pocos países de América del Sur gozan
de un régimen democrático (Venezuela y Colombia),
siendo que la real efectividad de la vigel1cia de los
derechos y garantías constitucionales, y por tanto su
control, depende del efectivo ejercicio de la demo­
cracia. Por ello, además de las razones históricas se·
ñaladas, la Constitución de Venezuela pttede servir
para un estudio de caso en América Latina.

66. Puede verse esea enumeración en AlIan R. Elrewer-Carías,
Derecho Admjniskatwo, Tomo J, Caracas 1975, pp. 281
y ss; y en ABan R. Brewer-Carles, Un derecha pllra el de­
sarrollo ,. la protección de los particulares frel1te 11 los Po­
deres Público,. Privado, Maracl1ibo, 1976, pp. 41 a 93.
V. además la sisremeriraclón que se publica al final de
este libro, pp. 101 Y $S.
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III. LAS CONSECUENCIAS DE LA CONSAGRACION
CONSTITUCIONAL DE LAS LIBERTADES PUBLICAS

1. La reserva legal en la regulación de las libero
tades públicas
A. La Competencia del Poder Legislativo

Una de las consecuencias fundamentales de la con­
sagración constitucional de los derechos y libertades
públicas es la reserva legal que la Constitución hace
a favor del Poder Legislativo. Puede decirse que en
toda América Latina, cuando funcionan normalmen­
te los diversos órganos del Estado, es competencia
exclusiva del Poder Legislativo la reglamentación y
limitación de las libertades públicas, correspondiendo
al Poder Ejecutivo la potestad de reglamentar las
leyes que al efecto dicten las Cámaras Legislativas ",
En este sentido, los países latinoamericanos siguen la
tradición que parte de la Declaración Universal de
1789, que conserva la Constitución Francesa de
1958 6S.

En el caso de la Constitución de Venezuela, la
remisión constante que hace el articulado de la Cons­
titución destinado a consagrar los derechos y garantías
constitucionales, como fuente de regulación ° limi­
tación, confirma esta reserva legal de las Cámaras
Legislativas. En todo caso, la reserva legislativa tiene
una limitación fundamental en su ejercicio por las
Cámaras Legislativas: la írretroactividad de la ley,
salvo cuando imponga menor pena 69.

67. El Acr. 190, Ord. 1()'1 de la Constitución atribuye al Pre­
sldenre en Consejo de Ministros la potestad de "reglamen­
tar total o parcialmente las leyes, sin alterar su espíritu,
propósito y razón".

68. V. jean Ríveeo, op. cit., pp. 18 Y 152.
69 _ Arr. 44. En cuanto a las leyes de procedímieneo, dicho

artículo señala que "se aplicarán desde el momento mismo
de entrar en vigencia, aún en los procesos que se hallaren
en curso; pero en los procesos penales las pruebas ya
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B. Las competencias "legislativas" del Poder
Ejecutivo

Sin embargo, esta reserva legal del Poder Legislati­
vo en materia de libertades públicas tiene dos excep­
ciones en el sistema constitucional venezolano. En
primer lugar, el Presidente de la República en Conse­
lo de Ministros, puede "dictar medidas extraordinarias
en materia económica o financiera cuando así lo re­
quiere el interés público y haya sido autorizado para
ello por ley especial" 10, En virtud de esta autorización
constitucional y de la habilitación legislativa por ley
especial, el Presidente puede dictar Decretos con va­
lor de ley que pueden limitar y regular las liberta­
des públicas, particularmente las de carácter econó­
mico 71, En segundo lugar, la competencia exclusi­
va del Poder Legislativo puede verse compartida por
el Poder Ejecutivo al restringirse las garantías cons­
titucionales mediante Decreto ". Tal como se verá, en
estos casos, la restricción del derecho constitucional
amplía la competencia del Poder Ejecutivo de ma­
nera que puede reglamentar y limitar el ejercicio del
derecho constitucional, en ámbitos que en condicio­
nes normales corresponderían al Poder Legislativo.

evacuadas se estimarán, en cuanto beneficien al reo, con­
forme a la ley vigente para la fecha en que se promo­
vieron".

70. Are. 190, Ord. 89.
71. Por ejemplo. la reserva al Estado de la Industria de la

explotación de minera! de hierro se hizo mediante Decreto­
Ley N~ 580 de 26.11.74 (GO N9 30577 de 16-12-74) en
virtud de lo esrablecidc en el ordinal 70 del arttculc 1"
de la Ley Orgánica que autoriza al Presidente de la Repú­
blica para dictar medidas extraordinarias en materia ecó­
nómica y financiera de 31-5-74 en GO N9 30412 de
31-5-74.

72. Art. 190, Ord. 69



C. La efectividad de los derechos y el ejerci­
cio de las competencias legislativas

Ya se ha señalado que en varios supuestos, la
Constitución, al consagrar diversos derechos y liber­
tades, supedita su ejercicio efectivo, a lo que esta­
blezca la ley 13, En estos casos, el ejercicio de la
potestad legislativa no es sólo una forma de regla­
mentar o limitar el ejercicio del derecho, sino una
forma de hacer su ejercício efectivo. Sin regulación
legislativa, en estos casos, los derechos consagrados
constitucionalmente se quedan como derechos ínefec­
tlvos. La Constitución lo que ha establecido real­
mente, es un programa de acción para el Po­
der Legislativo por lo que la no reglamentación
legislativa, hace inefectivos el ejercicio de dichos de­
rechos. En estos casos, el silencio del Poder Legisla­
tivo no produce, en América Latina, el transferimien­
to del poder de reglamentación de las libertades al
Poder Ejecutivo, tal como sucede en Francia 7.,

En todo caso, aun cuando no estén previstos ex­
presamente en la Constitución, tal como se ha dicho,
el ejercicio de los derchos inherentes a la persona
humana no enumerados en el texto fundamental, no
requieren de ley reglamentaria 75,

2. La nulidad de los actos estatales violatorios de
las garantias constitucionales

La segunda consecuencia de la consagración cons­
titucional de los derechos y garantías, derivada de los
principios de la supremacía constitucional y de le­
galidad, es que "todo acto del Poder Público que

73. Esto sucede, por ejemplo, en los Arr. 49 (recurso de
amparo); Art. 68 (derecho 11 utilizar los órganos de la
adminisrración de justicia); Art. 75 (derecho de los niños
11 conocer a sus padres); y Art. 92 (derecho 11 la huelga).

74. V. lean Rivero, Qp. cit., p. 155.
75. Arl. 50.
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viole o menoscabe los derechos garanttzacos por la
Constitución es nulo" '16,

Esta declaración constitucional de nulidad de los
actos legislativos, de gobierno, administrativos y judi­
ciales que violen o menoscaben los derechos garan­
tizados en la Constitución, implica que los mismos
son nulos, de nulidad absoluta, por lo que no pueden
producir efectos. La constatación judicial de la nu­
lidad, tal como se verá, por tanto, tiene efectos ex
tune, hacia el pasado, retrotrayéndose al momento en
que se dictó el acto. En esta nulidad absoluta in­
curren, por ejemplo, las leyes violatorias de los de­
rechos constitucionales; los reglamentos del Presidente
que violen los derechos o usurpen competencias
legislativas para limitarlos; las leyes y reglamentos
retroactivos; y los actos administrativos violatorios dí­
rectamente de derechos y libertades públicas.

3. La responsabilidad de los funcionarios públicos

De acuerdo al texto de la Constitución Venezolana
los funcionarios y empleados públicos que ordenen
o ejecuten actos del Poder Público que violen o me­
noscaben los derechos garantizados por la Constitu­
ción, incurren en responsabilidad penal, civil y ad­
ministrativa, según los casos, "sin que les sirvan de
excusas órdenes superiores manifiestamente contrarias
a la Constitución y a las leyes" 77. Se trata, aquí
también, de la consagración directamente en el texto
constitucional, de la responsabilidad de los funcio­
narios o empleados públicos, la cual es directamente
exigible. Distinta es la situación en otros países como
Colombia, cuya Constitución se limita a señalar que
"las leyes determinarán la responsabilidad a que que­
dan sometidos los funcionarios públicos de todas cla­
ses que atenten contra los derechos garantizados" en

76. Art. 46.
77. Art. 46.
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la Constitución ~8. En estos casos, la responsabilidad
queda comprometida s610 en tanto el legislador lo
determine.

Por otra parte, es de destacar que del texto de
la Constitución venezolana resulta una excepción im­
portante al deber de obediencia de los funcionarios
públicos; la obediencia debida no existe cuando las
órdenes superiores restrictivas de libertades públicas
son manifiestamente contrarias a la Constitución y
a las leyes 78. En estos casos, no rige lo previsto en
el Código Penal en el sentido de declarar no puni­
ble al que cumplió la orden y de aplicar la pena
correspondiente a quien dio la instrucción inconsti­
tucional o ilegal 88,

4. La exigencia del control ;urisdiccional

Por último, otra de las consecuencias fundamenta­
les de la consagración constitucional de los dere­
chos y garantías, es la necesaria intervención del
Poder Judicial para garantizar dichos derechos, den­
tro del principio del balance en la separación de po­
deres. No habría efectividad de los derechos constl­
tucíonales si el Poder Judicial no pudiera intervenir
para controlar la vigencia de los mismos.

La Constitución Venezolana consagra, inclusive co­
mo un derecho constitucional, el de todos a "utilizar
Jos órganos de la administración de justicia para
la defensa de sus derechos e intereses" 81; y aun
cuando la Constitución remite a la ley para fijar
los términos y condiciones del ejercicio de dicho
derecho, el propio texto garantiza que "nadie po­
drá ser juzgado sino por sus jueces naturales ni con­
denado a sufrir pena que no esté establecida por

78. An, 51.
79. Aer. 46.
80. Art. 65, Ord. 29 del Código Penal.
81. hrt. 68.
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ley preexistente" 82, por 10 que no pueden crearse
Tribunales ad-hoc o someterse Irrestrtctamente a per·
sanas a una jurisdicción que no le es "natural", como
la militar ni imponérsele penas creadas especialmen­
te, aunque sea por ley.

Por otra parte, la garantía de que el Poder Judicial
podrá cumplir adecuadamente su cometido de con­
trolar las acciones inconstitucionales del Poder Legis­
lativo y del Poder Ejecutivo está en la autonomía de
los jueces, es decir, en su subordinación sólo a la
ley; y en la independencia de los mismos jueces de
los demás órganos del Poder Público 83. Para ello se
ha establecido la carrera judicial $4 y se le garantiza
a los jueces que sólo podrán ser removidos o sus­
pendidos en el ejercicio de sus funciones en los
casos y mediante el procedimiento que determine
la ley 9:1.

Los diversos medios de protección judicial de los
derechos y libertades públicas serán objeto de análi­
sis en la Segunda Parte de este estudio.

IV. LA RESTRICCION O SUSPENSION DE LOS
DERECHOS CONsnWCIONALES

1. Las situaciones excepcionales

Ahora bien, la vigencia efectiva de los derechos
y garantías constitucionales con frecuencia se ve sus-

82.

83.
84.",.

Are. 69. En este sentido, por ejemplo. estimamos que la
ley sobre Vagos y Maleantes es inconstitucional, al sus­
traer a los sujetos peligrosos de la competencia judicial,
permitiendo la privación de la libertad personal hasta por
~ años mediante decisión administrativa. V. en contra,
Carlos Angarita Trujillo, "Ccnsntucionalidad de la Ley
~e Vasos y Maleantes" en Mjnutffio Públi&o, Año 1, N° 2,

atacas 1%7, pp. 69 y ss.
Are. 205.
An. 207.
Art. 208.

37



pendida o restringida en situaciones de emergencia
o circunstancias excepcionales que los propios textos
constitucionales consagran. Puede indicarse que es
una característica general de la gran mayoría de las
Constituciones de América Latina la previsión de la
emergencia, el estado de sitio, la ley marcial o la
suspensión de garantías constitucionales 86.

La Constitución Venezolana prevé expresamente la
posibilidad de que las garantías constitucionales pue­
dan ser suspendidas o restringidas, por lo que, du­
rante el tiempo en que dicha medida excepcional
esté en vigencia, los derechos y libertades suspendi­
dos no podrán ejercerse efectivamente y los dere­
chos y libertades restringidos, podrán ser regulados
por vía ejecutiva.

2. La autoridad competente

La excepcionalidad de la suspensión o restricción
de las garantías constitucionales estriba en que la
Constitución atribuye al Presidente de la República
en Consejo de Ministros la facultad de adoptar,
mediante Decreto, dichas decisiones ". Esta es una
de las características del régimen presidencialista
venezolano: el Congreso no podría mediante una
ley, restringir o suspender el ejercicio de un dere­
cho constitucional, sino que en su actividad legisla­
tiva, está sometido a la Constítucíón: en cambio, el
Presidente en Consejo de Ministros sí puede restringir
el ejercicio de un derecho constitucional. y por tan­
to, en virtud de dicha restricción, dictar normas que
en situaciones normales corresponderían al Legisla-

86. V. por ejemplo, Ignacio Burgoa, Las Garantías IndjvidtJ~ln;

México, 1961, pp. 133 y es.; ONU, Sfminal'io tl, Lu
Nacionn Unitl4! sobre 14 rfalización e/uliva de los iÚf,.
chos civiles 'Y políticos en el plano naeioMl. Kingsroa,
Jamaica, 25 de abril a 8 de mayo de 1967, NY 1968
(ST/TAÚ/HR129) pp. 38 y ss. .

87, An. 190, Ord. 69, Art. 242.
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dor; y también, suspender el ejercicio de una libertad
pública constitucional.

Sin embargo, el Decreto que ordene la restricción
o suspensión de garantías constitucionales debe ser so­
metido a la consideración de las Cámaras Legislativas
(Senado y Cámara de Diputados) en sesión conjunta
o de la Comisión Delegada, en caso de receso de
aquéllas, dentro de los 10 días siguientes a su pu­
blicación 88. En esta forma, a pesar de tratarse de una
medida ejecutiva, el Poder Legislativo interviene en
su consideración y vigencia.

3. El ámbito de las medidas
No todos los derechos y libertades constitucionales

pueden ser objeto de una medida de restricción o
suspensión. La Constitución excluye expresamente 8$

la posibilidad de que se restringa o suspenda el de­
recho a la vida 110, el derecho a no ser incomunicado
ni sometido a tortura o a otros fTOcedimientos que
causen sufrimiento físico o mora 91, y el derecho a
no ser condenado a penas perpetuas o infamantes,
a penas restrictivas de la libertad mayores de treinta
años ~2 ni a la pena de muerte ". Salvo estas excep­
ciones, el Presidente de la República podrá suspen­
der o restringir todas las garantías constitucionales o
alguna de ellas 94, en todo o parte del territorio na­
cional ".

4. Los motivos de las medidas
La suspensión o restricción de las garantías cons­

titucionales puede ser dictada por el Presidente de

88. Art 242.
89. Art. 241.
90. Att 58.
,~: Art. 60, Ord. 3~.
.t3. An. 60, Ord. 7~.
"', Art. 58.
- Art. 241.¡". A.tt. 241.
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la República en los siguientes supuestos: en caso de
emergencia cuando ha sido declarado el Estado de
Emergencia en caso de conflicto interior o exterior
o cuando existen fundados motivos de que uno ti otro
ocurran 96; en caso de conmoción que pueda pertur­
bar la paz de la República; o en caso de graves
circunstancias que afecten la vida económica o social
de la República 9'/.

En virtud de la exigencia constitucional de causas
o motivos para que puedan dictarse dichas medidas,
la Constitución exige que "el decreto expresará Jos
motivos en que se funda, las garantías que se res­
tringen o suspendan, y si rige pata todo o parte del
territorio nacional" 96.

La cesación de las causas que motivaron la sus­
pensión o restricción de las garantías constitucionales
provoca la revocación del Decreto respectivo, sea
por el propio Presidente de la República en Consejo
de Ministros, sea por las Cámaras Leglsatlvas en
sesión conjunta 99. Sin embargo, si la suspensión o
restricción de las garantías constitucionales tuvo por
causa la declaratoria del estado de emergencia. la
cesación de éste sólo puede ser declarada por el
Presidente de la República en Consejo de Ministros
y con la autorización de las Cámaras en sesión
conjunta o de la Comisión Delegada 100.

5. Los efectos de las medidas

La suspensión de las garantías constitucionales pro­
duce como consecuencia la pérdida temporal de e­
fectividad de las mismas. En tal virtud, durante el
tiempo de vigencia del Decreto de suspensión, los

96. Are. 240.
97. ArI. 241.
98. Arl. 241.
99. Art. 243.
100. ArI. 243.
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ciudadanos no tienen un efectivo derecho ni el goce
real de las libertades. Por tanto, durante la vigencia
del Decreto de suspensión, no podrían ejercerse los
recursos ¡; acciones tendientes a amparar y prote­
ger las li ertades públicas. Al estar suspendidos los
derechos también estaría suspendido el ejercicio del
recurso de amparo.

En el caso de restricción de los derechos consti­
tucionales, el efecto fundamental del Decreto res­
pectivo. sería la posibilidad que tendría el Poder E­
jecutivo de regular el ejercicio del derecho, asum-en­
do competencias que normalmente corresponderían
al Congreso. Esto es lo que ha sucedido en Vene­
zuela con la restricción de la libertad económica 101

que ha permitido al Poder Ejecutivo adoptar me­
didas que en circunstancias normales corresponderían
al Poder Legislativo lO:,

En todo caso, aclara la propia Constitución que
"la restricción o suspensión de garantías no inte­
rrumpe el funcionamiento ni afecta las prerrogati­
vas de los órganos del Poder Nacional" 103, Es decir,
la restricción de garantías constitucionales, si bien
amplía las competencias reguladoras del Poder Eje­
cutivo, no impide ni afecta las competencias legisla­
tivas ordinarias del Congreso.

101. Al promulgarse la Constitución de 1961, se dictó, el mis­
mo día, el Decreto N9 455 del 23·1.61, mediante el
cual se restringió (CO, N9 26464 de 24-1-61) la liber­
tad económica (An. 96), lo cual fue mantenido median­
te Decreto N9 674 del 8·1_62 (CO N9 26746 de 8-1-62)
y mediante Acuerdo del Congreso de &~_52 (CO N~

26821 de 7.4.62). En la actualidad aún permanece res­
tringida la libertad económica.

102. V" por ejemplo, el Decreto N9 187 de 3-11-64 (CO
N9 27583 de 3_11·64) que restringió la venta de pro­
duetos derivados de los hidrocarburos y los comentarios
de la Procuraduría General de la República en Doctrina
PGR 1966, Caracas 1967, pp. 304 y ss.

103. Are. 241.
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6. Lo restrícci6n de la libertad personal

En los casos en que existiesen fundados indicios pa­
ra temer inminentes trastornos del orden público,
que no justifiquen la restricción o suspensión de las
garantías constitucionales, la Constitución autoriza al
Presidente de la República en Consejo de Ministros,
para adoptar las medidas indispensables para evitar
que tales hechos se produzcan. Estas medidas se [i­
mitarán a la detención o confinamiento de los índí­
ciados y deberán ser sometidas a la consideración del
Congreso o de la Comisión Delegada dentro de los
diez días siguientes a su adopción. Si estos las decla­
raren no justificadas, dice la Constitución, cesarán de
inmediato; en caso contrario, se las podrá mantener
hasta por un límite no mayor de 90 oías 104, En esta
forma, el lapso normal de detención preventiva de
8 días previsto en la Disposición Transitoria Sexta
de la Constitución se amplía considerablemente, res­
tringiéndose la libertad personal.

104. Art 244.
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SEGUNDA PARTE

LAS GARANTIAS
CONSTITUCIONALES

DE LOS DERECHOS



1. LA PROTECCION DE LOS DERECHOS Y
!]!lERTADES PVB!]C.~S

Tal como se señaló anteriormente, no basta la con­
sagración constitucional de los derechos y liberta­
des públicas para que su ejercicio esté garantizado.
Resulta indispensable la previsión, en el ordenamien­
to jurídico, de medios y remedios para hacer efec­
tivo el ejercicio de Jos derechos y proteger a sus
titulares contra violaciones o restricciones no autoriza­
das legalmente.

En general, estos mecanismos de protección se es­
tructuran contra las acciones ilegítimas del Estado,
y en particular, del Poder Legislativo y del Poder
Ejecutivo. En este caso, se trata de protecciones ju­
risdiccionales contra las Leyes, los actos de gobier­
no y los actos administrativos que atenten contra los
derechos y libertades constitucionales. Por otra parte,
por supuesto, el Poder Judicial tiene previstos me­
dios de protección (apelación, recursos) contra los
propios actos judiciales que menoscaben dichos de­
rechos. El Poder Ejecutivo también, en la vida admi­
nistrativa, ejerce funciones de protección a través de
los recursos gubernativos o administrativos. El estu­
dio de todos estos mecanismos o instrumentos de
protección es el objeto de esta Segunda Parte.

Sin embargo, antes de entrar a analizarlos, es con­
veniente señalar que la necesidad de protección de
los derechos y libertades no sólo surge en relación
al Poder Público, sino que se plantea también, con
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frecuencia, en relación a otros particulares y al "Po­
der privado", especialmente, de carácter económi­
co 1~, En este sentido, por ejemplo, tal como se se~

fialó, la Constitución de Venezuela, al prever la li­
bertad económica, consagró también la exigencia al
Estado de proteger dicha libertad, al establecer que
"la Ley dictará normas para impedir la usura, la inde­
bida elevación de los precios y, en general, las ma­
niobras abusivas encaminadas a obstruir o restringir
la libertad económica" 100 y al prohibir los mo­
nopolios 101,

n. LOS RECURSOS ADMINISTRATIVOS

Dentro de los mecanismos de protección de los
derechos y garantías constitucionales contra los ac­
tos administrativos violatorios de los mismos. se des­
tacan los recursos administrativos; es decir, las vías
jurídicas puestas a disposición de los particulares pa­
ra reclamar ante la propia Administración Pública
la revisión de los actos administrativos. Se trata, aquí,
de medios jurídicos organizados, con plazos, proce­
dimientos e instancias aseguir.

En este sentido, el recurso jerárquico como me­
dio para obtener la revisión de un acto del inferior
por el superior, es la vía jurídica normal de recurso
administrativo aceptado en todos los países de Amé­
rica Latina 100. Por otra parte, también se admiten

105. Cfr. AlIan R. Brewer-Carfes, Un derecho pllfa el desa­
ootto y la protecci6n de WJ parlic#JareJ frenle a 10J 1'0­
de1"el púhlico ,. privado, Cuadernos de trabajo N9 16,
Centro de Estudios de Filosofía del Derecho, Universidad
del Zujia, Maracaibo 1975.

106. An. 96.
107. Afr. 97.
108. V., por ejemplo, Rafael Bíelsa, El Kec#rJo JerJrqu;co,

Buenos Aires 1958; Alfonso Nava Negrete, Derecho
ProceJal AdminiJtralWO, México 1959, p. 103; Y Allan
R. Brewer-Carfas, Lar InrtitNciones fNnd_entales del
Derecho Administrativo y la lutisptNdencia Venezollffla
Caracas 1964, pp. 246 Y ss.
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el recurso de reconsideración, que se ejerce ante la
propia autoridad que dictó el acto administrativo
impugnado, y el recurso de revisión que se intenta
ante el superior jerárquico pero por motivos específi­
cos: hechos sobrevmtentes o desconocidos para el
momento en que el acto se dictó 1119.

En todo caso, la regulación de los recursos admi­
nistrativos y en general del procedimiento adminis­
trativo en América Latina, no ha sido afortunada
en contar con normativas generales, tal como las ~ue
se han venido dictando en muchos países europeos 10.

Quizás una de las excepciones más importantes
es el caso de Argentina, país que ha dictado una
Ley Nacional de Procedimientos Administrativos en
1972 111

, después de múltiples proyectos 112. La ma­
yoría de los países latinoamericanos, en ausencia de
leyes generales de procedimiento administrativo, han
regulado aisladamente los recursos, en leyes espe­
ciales, y han establecido algunos principios genera­
les de procedimiento. Sin embargo, la ausencia de
la ley general ha provocado que muchas Veces no
se garantice en vía administrativa a los particulares
interesados, el derecho a ser oído, el derecho a apor­
tar pruebas, el derecho a la defensa y el derecho a
obtener oportuna respuesta de sus peticiones 1U blo,

109. Cfr. AlIan R. Brewer-Ceríes, Las ImtituúoneJ Pundllmen­
toles, .. cit, pp. 259 y 264; Agustín Gordillo, Procedi­
miento y Receesos Administrativos, Buenos Aires 1971,
pp. 506 y ss.; A. Nava Negrette, op. át., pp- 103.

llO. V., por ejemplo, Céline Wiener, Vers une codification de
la Procédfffe Administrative, Parls 1975; Giorgio Pastcri
(ed.}, La Procedufll AdminiJt1'ativa, Milano 1964.

111, Ley NQ 19549 de 3·4-72 publicada en el Bolelin Oficial
NQ 22411 de 27-4·72.

112. V., las referencias en Agustln Gordillo, op. cit., pp. 9 y ss.
112bis. Sobre el procedimiento administrativo en Venezuela y en

América Latina, V. el libro de Hildegard Rondón de Sansó,
El Procedimiento Administrativo, editado en la Colección
Estudios (NQ 1) de esta misma Editorial, Caracas 1976.
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En particular, debe señalarse que una de las con­
secuencias de la ausencia de normas generales de
procedimiento, y que atenta contra los derechos ciu­
dadanos, es la ausencia de remedios contra el si­
lencio de la Administración Pública, que coloca a
los interesados en una situación de índefencíón. En
algunas ocasiones y en regulaciones aisladas, como es
el caso de Venezuela, el legislador había buscado re­
mediar la situación de silencio, atribuyéndole un va­
lor denegatorio al transcurso de un lapso de tiempo
sin que se obtuviera respuesta de la Administración 113.

Recientemente, en materia contencíoso-admtnlstratí­
va, la Ley ha consagrado con carácter general el
efecto denegatorio del silencio a los efectos de la
apertura del correspondiente recurso m bIs. Sin em­
bargo, no se cuenta, en general, en América Latina,
con medios jurídicos adecuados para obligar a la
Administración a decidir.

En este sentido, es excepcional la situación en la
legislación argentina. La Ley Nacional de Procedi­
mientos Administrativos de 1972, estableció una nor­
ma de enorme importancia, que consagra un amparo
judicial por mota de la administración. En efecto,
frente al vencimiento de los plazos fijados o de pla­
zos que sean razonables, en su defecto, sin que la
Administración Pública haya cumplido con su obli­
gación de dictar la resolución que se le haya reque­
rido, el particular interesado tiene derecho de re-

113. V., por ejemplo, el Art 72 del Decreto N~ 63 de 29-4-74,
reglamentario de la Decisión N~ 24 del Grupo Andino
sobre Régimen Común al Tratamiento de las Inversiones
Extranjeras, en GO., 30412 de 31.'-74.

113his. La Ley Orgánica de la Corre Suprema de Justicia de
30·7.76 (GO, N? 1893 Exrr. de 30·7-16) ha establecido
ron carácter general el silencio administrativo, al admitir
el recurso conrencioso-adminisrrarlvo de anulación, una
vez transcurridos 90 días de la interposición de un recurso
administrativo no decidido por la Administración (are.
134).
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querir la intervención judicial para obtener, sí así
correspondiere, la decisión requerida 114, Debería tra­
tarse de un remedio eficaz, que el interesado podría
utilizar para forzar a la Administración a dictar los
actos que debe producir 115,

Aparte de los medios jurídicos para exigir de la
Administración Pública la revisión de sus actos, en
la mayoría de los países latinoamericanos se prevén
mecanismos no organizados y entre ellos, el dere­
cho de petición, En efecto, conforme al artículo 67
de la Constitución de Venezuela, "todos tienen el
derecho de representar o dirigir peticiones ante cual­
quier entidad o funcionario público, sobre los asun­
tos que sean de la competencia de éstos y a obtener
oportuna respuesta", Sin embargo, la ausencia de
regulación legal y de medios sactonatorlos para ase­
gurar la obtención de la "oportuna respuesta" hace
inoperante en muchos casos, el derecho de petición,

114. El Art. 28 de la Ley N~ 19549 establece lo siguiente: "El
que fuere parte en un expediente administrativo podrá
sclicirer judicialmente se libre orden de pronto despacho.
Dicha orden será procedente cuando la autoridad admi­
nistrativa hubiere dejado vencer los plazos fijados --y
en caso de no existir éstos, si hubiere transcurrido un
plazo que excediere de lo razonable-e- sin emitir el dicta­
men o la resolución de mero trámite o de fondo que
requiera el interesado. Presentado el peruorjo, si la justi­
cia lo estimare procedente en Mención a las circunstancias,
requerirá a la autoridad administrativa interviniente que,
en el plazo que le fije, informe sobre la causa de la
demora aducida. Contestado el requerimiento o vencido
el plazo sin que se lo hubiere evacuado, se' resolverá lo
pertinente acerca de la mora, libtando la orden si corres­
pondiere para que la autoridad administrativa responsa­
ble despache las actuaciones en el plazo prudencial que
se le establezca según la naturaleza y complejidad del
dictámen o trámites pendientes". V. en Héceor Jorge
Esrcla, Tratado General de Procedimiento Administrativo,
Buenos Aires, 1973, pp. 440 y 441.

115. Cfr. Héctcr Jorge Escola, op. cís., p. 441.
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III. LOS RECURSOS JURISDICCIONALES

Tal como se dijo, es sin duda la protección judicial.
la garantía más importante a favor de los derechos
y libertades públicas consagrados constitucionalmen­
te. En este campo, además de los recursos judiciales
y contencioso-administrativos ordinarios, en América
Latina se han venido desarrollando una serie de re­
cursos jurisdiccionales de protección de los derechos
y libertades constitucionales. de gran originalidad en
el derecho comparado. Tales son, los recursos de
control de la constitucionalidad de los actos esta­
tales que existen en diversos países, entre los cuales
se destaca el sistema venezolano; los recursos de
amparo de los derechos y libertades públicas, entre
los cuales se destaca el Juicio de Amparo Mexicano;
y el Mandamiento de Seguridad de Brasil, también
como recurso de protección de los derechos indivi­
duales. Analizaremos someramente estos diversos me­
dios de protección jurisdiccional de los derechos y li­
bertades públicas.

1. El control de la constitucionalidad de los ac­
tos estatales

En toda América Latina rige el principio de la su­
premacía constitucional, por lo que todos los actos
estatales, deben someterse a la Constítuctón. La con­
secuencia fundamental de este principio, es la previ­
sión, en los ordenamientos jurídicos, de recursos ju­
diciales para declarar la inconstitucionalidad de los
actos, estatales y en particular, de las leyes. En este
sentido, el sistema latinoamericano se diferencia radi­
calmente del sistema francés, donde no sólo no exis­
te un control general de la constitucionalidad de las
leyes en vigor, sino que tampoco permite a los tri­
bunales ordinarios apreciar en los casos concretos,
la ínconsütucíonalldad de una Ley ne.

116. V. jean Rivero, op. cit.; pp. 207 Y ss.
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A. El control de la constitucionalidad de las
leyes

a. Los tipos de control

Dentro de los controles de la constitucionalidad
de las leyes en el derecho comparado, Mauro Cap­
pellettí ha distinguido, siguiendo a P. Calamandrei,
enlre los controles difusos y concentrados de la
constitucionalidad de las mismas. Cuando se habla
de control difuso de la constitucionalidad, se quiere
significar que la facultad de control no se concen­
tra en un solo órgano judicial, sino, por el contra­
rio, corresponde, en general, a todos los órganos ju­
diciales de un determinado país, que poseen el po­
der-deber de desaplicar las leyes inconstitucionales
en los casos concretos sometidos a su conocimiento;
en cambio, en el denominado método de control
concentrado, el control de la inconstitucionalidad se
centraliza en un solo órgano judicial, quien tiene el
monopolio de la declaratoria de la nulidad de las
leyes inconstitucionales 111. Confrontados estos dos mé­
todos con los sistemas que muestra el derecho com­
parado, se ha identificado como arquetipo del deno­
minado control difuso de la constitucionalidad de las
leyes, al sistema norteamericano, y, en cambio, co­
mo arquetipo del denominado control concentrado,
al sistema austríaco lIB. En América Latina se han a­
cogido los dos sistemas, con gran variedad de mo­
dalidades.

b. El control difuso

El sistema de control difuso, que permite a todos
los tribunales conocer de la inconstitucionalidad de

117. V. Mauro Cappelleni, "El control jurisdiccional de la
constitucionalidad de las leyes en el Derecho Comparado",
en Revista de la Facultad de Derecho, N9 65, Tomo XVI,
México 1966, pp. 28 a 33.

118. V. ldem, p. 29.
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las leyes, y decidir su ínaplícabtlídad al caso con­
creto existe, por ejemplo, en Guatemala, Uruguay,
México, Argentina y Venezuela 119. Sin embargo, hay
algunas modalidades específicas: en Argentina, a pe­
sar de que todos los tribunales tienen la facultad
de desaplicar una ley al caso concreto, siempre es
posible llevar, en última instancia, el conocimiento
del asunto a la Corte Suprema de Justicia mediante
el ejercicio del recurso extraordinario de ínconstitu­
cíonalidad 120.

En tocios estos casos de control difuso de la cons­
titucionalidad de las leyes, mediante el cual se de­
clara inaplicable la ley al caso concreto, la decisión
tiene efectos ínter partes, y se considera a la ley
como si nunca produjo efectos en el caso concreto.

c. El control concentrado

El sistema de control concentrado de la constitu­
cionalidad de las leyes implica la atribución a un
solo órgano jurisdlcional, el Tribunal Supremo o una
Corte Constitucional, al monopolio de la declaratoria
de ínconstítucionalídad de las leyes. A los efectos de
ejercer este tipo de control, en América Latina se
han previsto diversos sistemas de recurso.

En grimer lugar, en Colombia, El Salvador y Pa­
namá 21 se prevé el recurso de inconstitucionalidad
como acción popular que se ejerce ante la respectiva
Corte Suprema de Justicia, y que corresponde a cual.
quier ciudadano sin una legitimación (interesado)

119.

120.

121.
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Cfr. Hécroe Flx-Zamudio, "Protección procesal de los
Derechos Humanos", Boletin Mexica./O d~ Derecbo Com­
parado, NQ 13.14, México, enero-agosto 1972, p. 78.
V. Alejandro E. Ghigliani, Del Control: lurisdicriol/"l do
14 Constitucionalidad, Buenos Aires, 1952, p. 76; Jorge
ReiMldo Vanossi, AJpectoJ del Recurso Extraorsinerio
de incO'lJtitudonaJidad, Buenos Aires, 1966.
Cfr. Héctor fix 2:lmudio, "Protección Procesal... ", [oc
cit., p. 89.



específica. En Venezuela, el carácter de acción po­
pular del recurso de tnconstltucíonalldad tradicional
desde 1858, y después de interrupciones, a partir de
1893, ha sido modificado en 1976 al exigirse una legi­
timación específica 121 bb. En todos estos casos, la de­
claratoria de inconstitucionalidad por el Tribunal SUw

premo, tiene efectos absolutos, erga omees, y normal­
mente hacia el futuro, por lo que los efectos de la ley,
hasta su declaratoria de Inconstltucíonalídad, quedan
incólumes.

En segundo lugar, está el sistema Brasílero que
prevé el recurso extraordinario de inconstituoionaii­
dad ante el Tribunal Supremo Federal, pero con
modalidades particulares: el recurso se ejerce con
motivo de una controversia ante un Tribunal ordina­
rio y se plantea ante el Tribunal Supremo, quien
tiene el monopolio de la declaratoria de ínconstítu­
clonalidad. El recurso extraordinario, por tanto, exi­
ge una legitimación específica y los efectos de la
decisión de la Corte son de carácter relativo, ínter
partes, en relación al caso concreto.

En tercer lugar, se destaca el sistema establecido
en Guatemala a partir de 1965, cuya Constitución
previó un recurso de inconstitucionalidad directo an­
te un tribunal especial, la Corte de Constitucionali­
dad, pero para cuya interposición se requiere de una
legitimación específica U2, y cuya decisión tiene e­
Iectos erga omnes y pro futuro.

121bis. La reciente Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia
de 30·7·76 ha cambiado el carécrer del recurso de incons­
tieucionalidad al exigir que el recurrente "sea ¡¡fecrado en
SU5 derechos o intereses" por Ji¡ ley impugnada (arr. 112).
No establece la ley, sin embargo, como causal de inadmi­
sibiljdad del recurso la [aira de legitimación (arts. 115
y 84).

122. V. ldem., pp. 89 Y 90.
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B. El sistema venezolano de control de la
comtitucionalidad de las leyes

a. El ámbito del control

En Venezuela, al contrario de los sistemas que
normalmente se aprecian en el derecho comparado,
el control de la constitucionalidad de las leyes no
puede identificarse en particular con alguno de los
<los métodos señalados, sino que realmente, está con­
formado por la mezcla de ambos 123, configurándose
entonces como un sistema híbrido y de una amplitud
no comparable con otro sistema de los fundamen­
tales que muestra el derecho comparado.

En efecto, como es sabido, el Código de Procedi­
miento Civil vigente señala expresamente que "Cuan­
do la ley vigente, cuya aplicación se pida, colidie­
re con alguna disposición constitucional, los Tribu­
nales aplicarán ésta con preferencia" 124, norma re­
cogida por primera vez en nuestro ordenamiento
jurídico en el Código de Procedimiento Civil de
1897 125. En ella, claramente se ve la consagración del
denominado control difuso de la constitucionalidad
de las leyes, que permite a cualquier juez, desaplicar
una ley que estime constitucional, aplicando prefe­
rentemente la Constitución, siempre que ello haya si­
do solicitado, como excepción, por una de las partes,
en un proceso cuyo conocimiento le corresponda 126.

Pero además, la Constitución atribuye expresamente
a la Corte Suprema de Justicia competencia para

123. Cfr. La Doctrina de la Procuraduría General de la Repú­
blica en DoclTina PGR 1%8, Caracas 1969, pp. 20 Y ss.
V. además Sentencias de la eSJ en SPA de 14_6-65 en
GF N? 48, 1967, pp. 192 Y ss.

124. Art. 7.
125. Cfr. José Guillermo Andueza, La !urisdución COnstilp.

úona} en el Derecho Venezolano, Caracas 1955, p. 38.
126. ldem. pp. 37 y 38. e/f. Sentencia de la ere en sr d<:

18·5·45 en M 1946, pp. 226 y ss.
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declarar la nulidad total o parcial de las leyes na­
cionales, de las leyes estatales y de las ordenanzas
municipales, y de los Actos de Gobierno y Regla­
mentos que colindan con la Constitución '", con­
sagrándose un control concentrado reservado a la
Corte Suprema de Justicia en Corte Plena 123 y que
tiene por objeto DO ya ínaplícar la ley en un proceso
concreto, sino declarar la nulidad por ínconstttucío­
nalidad de las leyes con efectos erga O11lnes, cuan­
do ello se ha solicitado por vía de acción.

La propia Corte Suprema de Justicia ha insistido
sobre el ámbito del control de la constitucionalidad
de las leyes en Venezuela al señalar que está en­
comendado "no tan sólo al Supremo Tribunal de la
República, sino a los Jueces en general, cualquiera
sea su grado y por ínfima que fuere su categoría.
Basta que el funcionario forme parte de la rama
judicial para ser custodio de la Constitución y apli­
car en consecuencia, las normas de ésta prevalecien­
temente a las leyes ordinarias. Empero, la aplicación
de la norma fundamental por parte de los Jueces de
grado, sólo surte efecto en el caso concreto debatido
y no alcanza, por lo mismo, sino a las partes inte­
resadas en el conflicto; en tanto que cuando se trata
de la ilegitimidad constitucional de las leyes pronun~

ciadas por el Supremo Tribunal en eier6cio de su
función soberana, como intérprete de la Constitución
y en respuesta a la acción pertinente, los efectos
de la decisión se extienden erga omnes y cobran
fuerza de ley. En el primer caso, el control es incí­
dental y especial; y en el segundo, principal y gene­
ral; y cuando éste ocurre, vale decir, cuando el re­
curso es autónomo, éste es formal o material, según
que la nulidad verse sobre una irregularidad concer­
niente al proceso elaboratívo de la ley, o bien que,

127. Art. 215, Ords. 3~, 4~ Y 6~. V. además, arr, 42, Ords. i­
a 4~ y ens. 112 y ss. de la LoeS}.

128. Are 216. V. además art. 43 de la LOeS}.
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no obstante haberse legislado regularmente en el as­
pecto formalista, el contenido intrínseco de la norma
de vicios sustanciales" 129,

b. La evoluci6n del recurso de
inconstitucionalidad

Ahora bien, dejando aparte el control difuso de
la constitucionalidad de las leyes que corresponde a
todo Tribunal 130, interesa. ahora insistir sobre el con­
trol concentrado de la constitucionalidad que se e-

¡'erce por vía de acción (recurso de tnconstttucíona­
ídad) por ante la Corte Suprema de Justicia.

El recurso de ínconstítucíonalídad hoy consagrado
casi en términos absolutos para ser ejercido contra
los actos estatales de rango legal1. los reglamentos,
no siempre ha tenido tal amplitu , En realidad, en
la Constitución de 1858, donde por primera vez se
consagró la competencia de la Corte Suprema en
esta materia, se la limitó a "declarar la nulidad de
los actos legislativos sancionados por las legislatu­
ras provinciales, a petición de cualquier ciudadano,
cuando sean contrarios a la Constitución" m, Nació
entonces el recurso de tnconstítucionalídad con ca­
rcter de acción popular, otorgada a "cualquier ciu­
dadano", pero limitado a la impugnación de las le­
yes estatales. Este sistema, que perseguía evitar las
invasiones de los Estados a las competencias del
Poder Central, se invierte en la Constitución Federal
de 1864, para proteger a los Estados de las tnva-

129. V. Sentencia de la CF de 19·6.53 en GF N9 1, 1953,
pp. 77 Y 78.

130. Un buen ejemplo de la realización de este conrrcl puede
verse en la Sentencia del Tribunal 29 de Primera Instan.
ele en lo Civil del Distrito Federal y Estado Miranda
de 4·5·72 en DoctTin~ PGR 1971, Caracas 1972, pp. 326
a 334.

131. Art. 113, ord. 8, en Luis Matiñas Otero, Lar Comti/fldo·
nes de Venezm-hJ, Madrid 1965, p. 294.
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síones en sus competencias y derechos por parte
del poder Central t". En esta forma, se eliminó la Po­
pularidad del recurso y se limitó la legitimación ac­
tiva a las legislaturas estatales cuando 10 decidieran
por mayoría. Se consagró, sin embargo, en 1864, la
competencia de la Corte Suprema para "declarar
cual sea la ley vigente cuando se hallen en colisión
las nacionales entre sí o éstas con las de los Esta­
dos o las de los mismos Estados" 133, lo cual si bien
no constituía un control de la constitucionalidad de
las leyes, permitía a la Corte ejercer un control de
la vigencia y legalidad del ordenamiento normativo.

Esta situación se mantuvo invariable hasta que el
texto constitucional de 1893 extendió este control de
la vigencia y legalidad del ordenamiento normativo,
a otros actos estatales y a su conformidad con la
Constitución, al atribuir a la Corte Suorema com­
petencia para "declarar cuál sea la ley, decreto o re­
solución vigente cuando estén en colisión las nacio­
nales entre sí, o éstas con las de los Estados, o las
de los mismos Estados, o cualouíera con esta Cons­
titución" 134. Se consagró así, de nuevo, el recurso
de inconstitucionalidad, extendido a "la ley, decreto
o resolución", manteniéndose además la norma de
protección de los derechos de los Estados frente a
las invasiones de sus competencias por el Poder Na­
cíonal?". Por otra parte, en el mismo texto cons­
titucional de 1893. por primera vez se consagraba
una protección efectiva, al menos teóricamente, a

132. En. tal sentido el artículo 92 de la Constitución de 1864
dispuso que "Todo acto del Congreso o del Ejecutivo
Nacional que viole los derechos garantizados a los Esta_
dor en esta Constitución o ataque su independencia,
deberá ser declarado nulo por la ALta Corte, siempre que
así lo pida 1:1 mayoría de las legislaturas", loe. ciJo,
p. 319.

133. Arr. 89, ord. 9, loe. cit., p. 318.
134. An. 110, ord. 8, loe. cit., p. 415,
135. Arc. 123, loe. cit., p. 417.
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los derechos garantizados en el texto fundamental
al señalar que las leyes que los menoscabaren o da­
ñaren "serán tenidas como inconstitucionales y care­
cerán de toda eficacia" 136, Por último la misma Cons­
titución atribuyó a la Corte Suprema competencia
para declarar la nulidad de todos los actos dictados
con usurpación de autoridad y de las decísones a­
cardadas por requisición directa o indirecta de la
Guerra, o de reunión del pueblo en actitud subver­
siva 18" por 10 que indudablemente que puede si­
tuarse en este texto constitucional de 1893 el punto
de partida efectivo del control concentrado de la
constitucionalidad de los actos estatales, lo cual se
completaría con la consagración del control difuso cua
tro años después, en el Código de Procedimiento
Civil del 14 de Mayo de 1897.

Este sistema de la Constitución de 1893, con la
sola excepción del texto constitucional de 19011

:18

se mantuvo más o menos en los mismos términos
en todos los textos posteriores pero dentro de un pro­
ceso de ampliación del ámbito de control del re­
curso. En efecto, en la Constitución de 1925, se agre­
g6 la competencia de la Corte Suprema para de­
clarar la nulidad de las Ordenanzas Municipales que
menoscabaran o dañaran los derechos garantizados a
los ciudadanos 139 y en 1936 se incluyó en la enu­
meración a los Reglamentos 140. En todo caso, en este
texto de 1936, se consagró la amplitud total del re-

136. Are. 17, loe. cit.. pp. 401 Y 402.
137. Am. 110, ord. 9, 118 y 119, loe. ca., pp. 415 Y 417.
138. La Constitución de 1901 eliminó la acción directa de in­

constitucionalidad y consagró una vía indirecta de carác­
ter judicial: los Tribunales de oficio o a instancia
de paree podían proponer ante la Corte la cuestión de
inconsdtucionalidad de las leyes, An. 106, ord. 8, loe.
cit., p. 445. Sobre la especificidad de esta vía de control
V. J. G. Andueza, op. cit .. p. 33.

139. Art. 34, loe. oít., p. 620.
140. An 34, loe. cit., p. 768.
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curso respecto a cualquier acto del Poder Público
víolatono de la Constitución (y no sólo violatorios de
los derechos garantizados por la misma) 141,

Por último, debe destacarse que paralelamente a
esta ampliación del ámbito del recurso de ínconstí­
tucionalidad, desde 1925 se consagra el recurso de
ilegalidad, inicialmente limitado a los Decretos o Re­
glamentos que dictare el Poder Ejecutivo para la
ejecución de las leyes y a las Resoluciones Minis­
teriales 142 y posteriormente extendido en 1931 a todos
los actos administrativos 143,

En esta forma puede decirse que desde 1893 hasta
1925 se estableció un control de la constitucionali­
dad de ciertos actos estatales 144 y entre 1925 y
1936 se regularon paralelamente los recursos de in­
constitucionalidad y de ilegalidad, que podían ser
intentados contra actos estatales diferentes, coinci­
diendo sólo dichos recursos respecto de los Regla­
mentos. Sin embargo, en el texto constitucional de
1936, al consagrarse el recurso de ínconstttucíona­
lidad contra todos los actos del Poder Público y el
recurso de ilegalidad contra todos los actos adminis­
trativos, se estableció una coincidencia de recursos,
el de inconstitucionalidad y el de ilegalidad contra
los actos administrativos, que habría de originar una
tremenda confusíón entre los recursos de ínconstí­
tucionalidad y el recurso contencioso-administrativo
de anulación, que aún perduraría hasta la década de
los sesenta 145.

141. Art. 123, ord. ll, p. 787.
142. Art. 120, ord. 12, loco cít., p. 637.
143. An. 120, ord. 12, loco cil., p. 746.
144. Entre los cuales se incluían los actos administrativos. J.

G. Adueza considera que también debían incluirse las
decisiones del Poder Judicial, op. cis., p. 33.

145. Y. Alllln R. Brewer-Carfas, Les lnrtáuciones Fundamro_
Idles del Derecho JfdminiJtfa.livo 'Y la. !tlfis(Jrudrocia.
Venezola.na., Caracas 1964, pp. 395 Y ss. V. por ejemplo
la Sentencia de la CF de 8-8-51 en GF N~ 8, 1952,
pp. 213 Y ss.
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En efecto. en la Constitución de 1936 y poste­
ríormente en la de 1945. de efímera vigencia efectiva,
se consagraron ambos recursos. el de fnconstítucío­
nalidad y el de ilegalidad y expresamente se previó
que el recurso de ilegalidad contra los actos admi­
nistrativos estaba sometido a un lapso de caduci­
dad. sólo cuando los motivos de impugnación eran
exclusivamente de ilegalidad; por lo que dicho lapso
no tenía vigencia cuando se impugnaba el acto por
motivos de inconstitucionaJidad (violación de princi­
pios. garantías o derechos consagrados por la Cons­
titución) US. Igual distinción se recogió en la Consti­
tución de 1947141 Y si bien se eliminó del texto
Constitucional de 1953 14!l se recogió en la Ley Orgá­
nica de la Corte Federal vigente hasta 1976 149

• Desde
1936 hasta 1961, por tanto, los actos administrativos
individuales podían ser objeto de dos recursos: uno
por ínconstttuclonahdad, no sometido a lapso de cadu­
cidad alguno, y otro de ilegalidad, sometido a un lapso
de caducidad que desde 1953 se estableció en seis

146.

147.
148.

149.
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Art. 123, crd. 11, de la Constitución de 1936 y are. 128,
crd. 11 de la Constitución de 1945, loco cít., pp. 787 Y 815.
Art. 220, ora. 10, loe. cit., p. 882.
El An. 133, ord. 3 de esta Constitución se limitaba a
atribuir a esta Corte Federal competencia para "declarar
la nulidad de los actos del Poder Público que sean vio.
latorios de esta Constitución", loe. eh., p. 923.
La Ley Orgánica de la Corte Federal de 2-8·53, (GO
N9 24207 de 6-8-53), derogada en 1976, consagraba
la competencia de la Corte Federal para "declarar la
nulidad de todos los actos del Poder Público que sean
violatorios de la Consrhución" cuyo recurso no quedaba
sometido a lapso de caducidad alguno y cuyo procedí­
miento no era de caréceer contencioso (ord. 8, art. 7);
paralelamente a la competencia para conocer en "juicio
contencioso de las acciones y recursos por abusos de po­
der y otras ilegalidades de las Resoluciones Ministeriales
y en general de los actos de la Autoridad Administrativa,
en cualquiera de sus ramas Nacionales, Estatales y Muni­
cipales", cuyo recurso quedaba sometido a un lapso de
caducidad de seis meses (ord, 9, are. 7).



meses. Ello traía como consecuencia que en innu­
merable cantidad de supuestos, al encontrarse ven­
cido dicho lapso, los particulares pretendieran ejercer
el recurso de ínconstítucíonalídad, alegando siempre
violación de la Constitución que la mayoría de las
veces, era una violación indirecta, en virtud de una
ilegalidad ISO,

A partir de la Constitución de 1961, la delimi­
tación entre ambos recursos, el de inconstitucíonali­
dad y el de ilegalidad, se ha precisado: mediante
el primero, como se dijo, pueden ímpugnarse las le­
yes nacionales y estatales, y las Ordenanzas Munici­
pales, así como los demás actos de las Cámaras Le­
gislativas y cuerpos deliberantes de los Estados y
Municipios; y los Reglamentos y actos de Gobierno
del Ejecutivo Nacional, cuando colindan o sean vio­
latoríos de la Constitución 151; mediante el segundo
sólo pueden impugnarse los actos administrativos, por
contrariedad al derecho, es decir, por motivos de
inconstitucionalidad e ilegalidad 152. Sin embargo, la
ausencia de una regulación legal de la jurisdicción
contencioso-administrativa había producido cierta
confusión en la procedencia de dichos recursos, que
fue aclarada parcialmente por la jurisprudencia de la
Corte Suprema.

En 1976, con motivo de haberse dictado la nueva
Ley Orgánica de la Corte Federal, la situación se acla-

150. Frente a los casos de Incompetencia que daban origen a
violaciones legales se alegaba siempre violación dé la
norma constitucional que establecfa el principio de que
"cada una de las ramas del Poder Público tiene sus
funciones propias".

151. Art. 215, ord. 3, 4 Y 6. No procede el recurso de incoas­
{itucionalidad, en ningún caso, contra actos administrativos
individuales. V. Semencta de la CS] en SPA de 14.3.60
en GO 26.222 de 1-4·60, p. 194.255. Cfr. Doctrina
PGR 1966, Caracas 1967, p. 11.

152. Art. 206 Y 215, crd. 7, V. Sentencia de la CS] en SPA
de 2·6·64 en GO. 27.474 de 25·6-64, p. 204.365.
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ró totalmente: el recurso de Inconstítucíonalídad pro­
cede contra las leyes y demás actos generales de los
cuerpos legislativos nacionales; contra las constitu­
ciones o leyes estadales, las ordenanzas municipales
y los demás actos generales de los cuerpos deliberantes
de los Estados o Municipios; y contra los reglamentos
y demás actos generales del Poder Ejecutivo Nacional
(Art. 42, Ords. 1 a 4), y no está sometido a lapso
alguno de caducidad (art. 134); en cambio, el recurso
contencioso-administrativo de anulación procede, por
razones de ilegalidad, contra los actos generales dis­
tintos a los ennumerados anteriormente de los órganos
del Poder Público en cualquiera de sus ramas (art. 42,
ord. 9), en este caso, sin estar sometido a lapso de
caducidad (art. 134); contra los actos administrativos
individuales por razones de ínconstítucionalidad o
ilegalidad (art. 42, Ords. 10 y 11 Y art. 181), pero en
este caso, sometido a un lapso de caducidad de seis
meses (art. 134). En todo caso, en las páginas que
siguen nos limitaremos a analizar el recurso de in­
constitucionalidad en Venezuela,

c. El régimen en la Constitución de 1961

En efecto, conforme a la Constitución de 1961,
como se dijo, el control de la constitucionalidad de
los actos estatales por vía de acción está reservado
a actos de rango legal, es decir, dictados en eje~

cucíón directa de la Constitución, y a los Reglamen­
tos. En el ámbito Nacional, estos actos estatales de
rango legal son las leyes, los actos parlamentarios sin
forma de ley y los actos de Gobierno 153; y en el
ámbito estatal y municipal, las leyes estatales y las

153. De allí que la Corte haya reservado este recurso de incons­
rirucionalidad a Jos aetas de efectos ffga omncs, que in­
teresan a lodos. V. Sentencia de la eS) en SPA de
14·3·60 en CO W 26.222 de 1.4·60, p. 154.255. Cfr.
Arr. 42, Ord. 4? de la LOeS).
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Ordenanzas Municipales así como los actos generales
de los cuerpos deliberantes de esos niveles político­
territoriales. En el ámbito nacional, por tanto, con la
sola excepción de los Reglamentos y demás actos de
efectos generales del Poder Ejecutivo, sólo pueden ser
objeto de un recurso de ínconstítucíonalídad los actos
dictados por el Congreso y las Cámaras Legislativas
y por el Ejecutivo Nacional en ejecución directa de la
Constitución 151,

En este sentido, conforme a la Constitución y a la
Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, po­
drían ser objeto de un recurso de inconstitucionalidad
los siguientes actos estatales: 1) Las Leyes Nacionales;
2) las Leyes Estadales; 3) las Ordenanzas Municipa­
les; 4) los actos generales del Congreso o de las Cáma­
ras Legislativas Nacionales, de las Asambleas Legisla­
tivas o de los Consejos Municipales (es decir, dictados
en ejercicio de la función legislativa que no sean díc­
tados en ejercicio de la función administrativa y que
constituyan actos administrativos); 5) los Actos de
Gobierno del Ejecutivo Nacional; y 6) los Reglamen-

154. Claramente la Corte Suprema de Justicia ha expresado
este criterio en los siguientes términos: "el examen de
una acción por inconstitucionalidad supone la confronta­
ción entre el acto que se considera viciado y las normas
de la Constitución presuntamente infringidas por éste.
Si tales normas condicionan el acto, es decir, determinan,
por ejemplo, la finalidad de éste, la autoridad compe­
tente para realizarlo, o los requisitos intrínsecos o extrin­
secos cuyo incumplimiento puede aferrar su validez, la
acción o recurso dirigido a anularlo, rr colidir con la
Constitución, es de incollslitucionalida . Pero si el acto
no es regulado por una disposición de la Carta Funda­
mental sino por una ley, la contravención a éstes u
otras irregularidades menos aparentes que la doctrina
denomina exceso, abuso o desviación de poder, dan lugar.
a una acción o recurso de ilegalidad". V. Sentencia de
la CS} en SPA de 13-2-68 en GF N~ 59, 1969, p. 83.
el', los Ords. lQ al 4Q del Aer. 42 de la LOCS} con los
Ords. ~ al 129 del mismo artículo.
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tos y demás actos de efectos generales del Poder
Ejecutivo 156.

En esta forma puede decirse que el control juris­
diccional de la constitucionalidad de los actos estata­
les está consagrado en términos absolutos, en el tex­
to fundamental, sea a través de los recursos judiciales
ordinarios, respecto de los actos judiciales; sea a
través de los recursos contencioso-administrativo, res­
pecto de los actos administrativos emanados de cual­
quier autoridad; sea a través del recurso de incons­
títucíonalídad, respecto de los actos estatales ele ran­
go legal y los reglamentos. Sin embargo, a pesar de
lo absoluto de dicho control, la Corte Suprema de
Justicia en una forma incomprensible en un fallo de
1965 se limitó a sí misma sus facultades y señaló
que "el control jurisdiccional de la constitucionalidad
intrínseca de los actos estatales no ha sido consa­
grado en forma absoluta" por lo que "se justifican
situaciones excepcionales en que los actos del Poder
Público en sus tres ramas no están sometidos al con­
trol de la jurisdicción constitucional" 156. Estas decla­
raciones y los ejemplos de actos que a su juicio no
estaban sometidos al control de la constitucionalidad,
en una sentencia dictada en un recurso de inconsti­
tucionalidad de un artículo de la Ley aprobatoria del
Tratado de Extradición suscrito entre Venezuela y
los Estados Unidos de Norte América, no sólo eran
totalmente innecesarias, sino peligrosas para el futuro,
como lo demostró acertadamente el Voto Salvado al

155. Art. 215, Ord.s 3Q, 4Q Y 6Qde la Constiruciónr y Arr. 42,
Ords. F al 4Q de la LOCS}. Cfr. el voto salvado del
Magistrado}. G. Sarmiento Núñez a la Sentencia de la
es) en CP de 29·4.65 publicada por la Impfmta Nnc!01I,u,
Caracas 1965, p. 25.

156. V. Sentencia de 1<1 eS] en CP de 29·4·65 publicada por
la ImprentlJ NlUiontti, Caracas 1965, p. 9.
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fallo 1S7. En este sentido, la Corte no sólo se declaró
incompetente para conocer de los recursos de ín­
constitucionalidad de las leyes aprobatorias de Trata­
dos Internacionales, sino para conocer de recursos
intentados contra actos dictados en ejercicio de atri­
buciones privativas de las Cámaras Legislativas, salvo
los casos de "extralimitación de atribuciones" 15S; y pa­
ra conocer de recursos intentados contra los actos de

157. El Magisrrado J. G. Sarmiento Núñez observó acertada­
mente que "por no ser necesario para arribar a la con­
clusión a que llega el fallo, no ha debido la sentencia
dejar establecido que existan ecos del poder Público que,
en su concepto, no están sometidos a revisión por incons­
rirucicnalidad; pues ello implica comprometer anticipa­
damente el criterio de este Supremo Tribunal sobre ma­
terias no planteadas en el proceso, y ajenas al supuesto
que es objeto del presente juicio; ya que, sobre la posibi­
lidad de control constitucional de estos actos, debe deci­
dirse en la oportunidad en que surja un caso determina.
do", lec. cil., p. 48.

158. Este criterio en cuanto al ámbito del control de la consti­
tucionalidad de los actos privativos de las Cámaras Legis­
lativas, lamentablemente ha sido ratificado por la Corte
en 1968 en los siguientes términos: "De los textos cons­
titucionales antes copiados se desprende claramente que
los acres de los cuerpos legislativos en ejercicio de sus
atribuciones privativas, no están sometidos al veto del
Presidente de la República, que es quien constitucional­
mente puede ejercerlo, ni al examen y control de la
Corte Suprema de Justicia, salvo cuando el cuerpo legisla.
tivo incurra en extralimitación de erribuciones. Es enten­
dido, por lo tamo, que solamente cuando los cuerpos legis­
lativos, en ejercicio de sus atribuciones privativas, se
extralimiten contrariando lo que sobre la materia esea­
blece la misma Consntucién, podrá esta Corte declarar
la nulidad de tales actos". V. Sentencia de la CS) en CP
de 12·6·68 publicada por el Senado de la República, Ca.
racas 1969. p. 193. V. sobre el panicular G. Pérez Lucia­
ni, "El Control Jurisdiccional de la Constitucionalidad
de los Actos de Organización Interna de las Cámaras Le­
gislativas", en RED, UCAB, N9 8, 1968-1969, pp. 141
a 1%.
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Gobierno del Presidente de la República 159. Los ar­
gumentos de la Corte en 1965 indudablemente care­
cieran de toda consistencia lW bIs y un solo ejemplo
basta para comprobarlo: el artículo 61 de la Constitu­
ción establece que "no se permitirán discriminaciones
fundadas en la raza, el sexo, el credo o la condición
social"; por tanto, ¿.Podría afirmarse, como resulta­
ría de los argumentos de la Corte, que no serían
impugnables por ínconstttuclonalídad, un acto del Se­
nado que niegue la autorización a un funcionario a
aceptar recompensas de gobiernos extranjeros en vir­
tud de que el funcionario es de raza negra; el voto
de censura a un Ministro o la improbación de la
Memoria y cuenta de un Ministro por no haber
aplicado durante su gestión, discriminaciones funda­
das en la raza o la condición social; o el acto del
Presidente de la República que al fijar el contíngen­
te de las Fuerzas Armadas excluya a los miembros de
una determinada Iglesia o secta religiosa? Indudable­
mente que esos actos legislativos sin forma de ley
o esos actos de gobierno serían impugnables por In­
constitucionalidad, máxime cuando la Constitución no
da pie para la exclusión de ninguno de ellos del
control de la Corte; lo contrario significaría propí­
ciar la apertura de una brecha a la supremacía cons­
titucional, al reconocer, contrariamente a lo que sus
normas preven, que hay actos no sometidos al con­
trol constitucional y que pueden, impunemente, vio­
lar la Constitución 160.

159. V. Sentencia de la CSJ en CP de 29-4-65, /0(. cit.,
pp. 10 Y 11.

159bis. En la reciente Ley Orgánica de la Corte Suprema de Jus·
ricia aparente y afortunadamente, se abandona la referida
doctrina jurisprudencial de la Corre, al atribuirse a ésta
competencia para declarar la nulidad por inconsrituciona­
Iidad de los actos de los órganos del Poder Público en los
CllSOS no previstos en los Oeds. 3~, 4~ y 6~ del Art. 215
de la COnstitución (Art. 42, Ord. 11).

160. Para un análisis del control de la constitucionalidad de
(os actos estatales en Venezuela. V. Albn R. Brewer-
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C. El control de la constitucionalidad de
otros actos estatales

a. Los actos judiciales y los actos
administrativos

La supremacía constitucional implica que no sólo
las leyes se deben someter a la Constitución, sino
que todos los otros actos estatales también deben
someterse al texto fundamental; y para que aquella
supremacía sea efectiva, se requieren mecanismos de
control para poder impugnar esos otros actos estata­
les cuando sean inconstitucionales.

En cuanto a los actos judiciales, en Venezuela, és­
tos pueden ser cuestionados a través de los recursos
de apelación que el ordenamiento procesal consagra,
y algunos de ellos, los más importantes, pueden ser
impugnados mediante el Recurso de Casación por
ante la Corte Suprema de Justicia 161. Mediante éste,
la Corte ejerce un control de la constitucionalidad y
legalidad de los actos judiciales.

Los actos administrativos generales o individuales,
por otra parte, pueden ser impugnados por ante la
misma Corte Suprema de Justicia o por ante los tri­
bunales especiales contencioso-administrativos, me­
diante el recurso contencioso-administrativo de anu­
lación, en cuyo conocimiento la Corte ejerce un con­
trol de la constitucionalidad y legalidad de los mis­
mos, es decir, controla la conformidad con el dere-

Carlas, "El control de la constitucionalidad de los actos
estatales en Venezuela" en RAP, Ns 76, Madrid 1975,
pp. 419 II 446; y en Allan R. Brewer-Carfas, Derecho
AdminiJtratif)Q, Tomo 1, Careces 1975, pp. 313 a 345.

1(,1. V. Art. 215, ord. 10 de la Constitución. los actos judicia­
les, por tanto, no pueden se! objeto del recurso de incons­
tirucionelided. Cfr. sentencia de la CF de 20·5-55 en
GP Nv 8, 1955, pp. 96 a 99; y sentencias de la eS) en
SPA de 7-11.63 en GF, W 42, 1963, pp. 240 Y ss. Y
de 27-5-64 en GF, Nv 44, 1963, p. 78. V. Ords. 30 a H
del Art. 42 de la LOCS).
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cho de los actos administrativos 162, En ningún caso
se admite en Venezuela el recurso de Jnconstítucío­
nalidad, como acción popular, contra los actos admt­
nistrativos individuales los cuales sólo pueden ser ob­
jeto del recurso contencioso-administrativo de anula­
ción, aun cuando los vicios del mismo sean de in­
constitucionalidad U\'2 bl",

b . Los actos de gobierno

Los actos de gobierno, o actos de carácter políti­
co, son en Venezuela aquellos que emanan del Pre­
sidente de la República en uso de atribuciones que
le confiere directamente la Constitución. No se trata,
por tanto, de actos administrativos ni de actos en cu­
va dictado el Presidente deba someterse a normas
legislativas. Como actos dictados en eíerclcío de atri­
buciones constitucionales por el Presidente de la Re­
pública, el Poder Legislativo no puede regular la for­
roa o manera de su dictado, pues incurriría en una
usurpación de funciones 163. Entre los actos de go­
bierno regulados en la Constitución venezolana se des­
tacan, por ejemplo, el Decreto de suspensión o res­
trícctón de garantías constitucionales o el Decreto que
declare el estado de emergencia 164, a los cuales he­
mos hecho referencia.

Los actos de gobierno, por tanto, si bien no son
actos sometidos a la ley en sentido estricto, pues la
función de gobierno no puede ser regulada por el
Legislador, si son actos sometidos a la Constitución,
en virtud de que son dictados por el Presidente de

162. Art. 206 y Art. 215, Drd. 7Q de la Constitución; y Are. 42,
Ords. 9 y 10 de la LOCS].

162bis. V. Are. 42, Ord. 10 de la LOCS].
163. V. AlIan R. Brewer.Carfas, f..al [nItitucionel FunJd1nen.

teies . .. cit. p. 324; Al1an R. Brewer-Cerfas, Derecho
Administrativo, Tomo 1, Caracas 1975, pp. 377 y ss. y
392 y es.

164. Arls. 190, Ords. 6Q y 240 Y ss. de la Constitución.
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la República en ejercicio de competencias constitu­
cionales. Como actos sometidos a la Constitución, tamo
bién están sometidos al control de la constitucionali­
dad que ejerce la Corte Suprema de Justicia 1M, por
lo que el Tribunal Supremo puede declarar su nu­
lidad, por ínconstícucíonalídad, con carácter absoluto,
erga omnes. En esta forma, y en el campo de la
protección de los derechos y libertades públicas, el
Decreto de suspensión o restricción de garantías cons­
tttucíonales podría ser impugnado, por la vía del re­
curso de inconstitucionalidad, por ante la Corte Su­
prema de Justicia. Tal sería el caso, por ejemplo,
de un Decreto de suspensión o restricción de garan­
tías constitucionales que afectara el derecho a la vi­
da; el derecho a no ser incomunicado o sometido a
tortura; y el derecho a no ser condenado a penas
perpetuas o infamantes, o a penas restrictivas a la
libertad superiores a SO años, en cuyo caso, sería
contrario a lo dispuesto en el artículo 241 de la Cons­
titución.

2. El amparo judicial de las libertades públicas.

Es indudable que la institución procesal que por
excelencia se configura en una garantía constitu­
cional de los derechos y libertades públicas, es el
denominado amparo judicial de dichos derechos y Ji.

165. Dentro de la competencia de la Corte Suprema está la
de "declarar la nulidad de los... actos del Ejecutivo
Nacional cuando sean víojarorlos de esta Constitución"
(Arr. 215, ord. 6q ) ; distinta a la de "Declarar la nulidad
de los actos administrativos del Ejecutivo Nacional. cuando
sea procedente". (Art. 215, Ord. 7~). En la reciente Ley
Orgánica de la Corte Suprema de Justicia se establece la
Competencia de la Corre para declarar la nulidad por in­
constitucionalidad de los "actos de efectos generales del
Poder Ejecutivo Nacional" (DrJ. 4~ del An, 42), distin­
tos de los Reglamentos, y en general de redes los OtC0S
actos del Poder Ejecutivo (Are. 42, Ord. 11) distintos de
los actos adminis{rativos individuales (Art. 42, Ord. 10).
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bertades; es decir, la posibilidad que se abre a
los particulares de recurrir a la autoridad judicial
para que el ejercicio de sus derechos o la conser­
vación de su libertad, sea amparada. El amparo ju­
dicial ha sido regulado en América Latina bajo tres
formas fundamentales: como un mecanismo procesal
para amparar la conservación de una sola librtad pú­
blica, la libertad personal, configurándose entonces la
institución del Habeas Corpus; como un instrumento
procesal tendiente a proteger y amparar a todos los
derechos y libertades consagrados en la Constitución;
como una institución procesal tendiente a proteger y
amparar a todos los derechos y libertades públicas,
con excepción de la libertad personal que se protege
mediante el recurso de Habeas Corpus; o como una
institución multivalente que tutela todo el ordena­
miento jurídico, como es el caso del amparo mexica­
no. Analizaremos separadamente estas diversas solu­
ciones en América Latina.

A. El Juicio de Amparo en México
En el ámbito nacional mexicano, el Juicio de Am­

paro se consagró por primera vez en 1847 en el Acta
de Reformas de la Constitución de 1824, al íntrodu­
oírse un artículo con el siguiente texto:

Artículo 25: "Los Tribunales de la Federación am­
pararán a cualquiera habitante de la República en
el ejercicio y conservación de los derechos que le
concedan esta Constitución y las leyes constituciona­
les. contra todo ataque de los Poderes Legislativo
y Ejecutivo. ya sea de la Federación, ya de Jos Es­
tados; limitándose dichos tribunales a impartir su
protección en el caso particular sobre que verse el
proceso. sin hacer ninguna declaración general res­
pecto de la ley o del acto que la motivare" 166.

166. V. Héctor Fix Zemudio, "Algunos Aspectos comparativos
del Derecho de Amparo en México y Veneweia", en Libro
Homenaje 11 k Memoria de Lorenzo Herrera Mendozl1,
Tomo Ir, Caracas _1970, p. 336.
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En su concepción original, el Juicio de Amparo, por
tanto, fue un mecanismo de protección de las garan­
tías constitucionales frente a los actos del Poder
Público. Sin embargo, a partir de la Constitución de
1857, el Juicio de Amparo va a ser ampliado, in­
corporándose a su esfera de protección, el control de
la constitucionalidad de las leyes, e inclusive poste­
riormente en 1917 el amparo contra las decisiones
judiciales. Esta ampliación sucesiva del Juicio de Am­
paro mexicano, que lo convierte en un instrumento
tutelador de todo el ordenamiento jurídico mexicano
contra cualquier acto ilegal o inconstitucional de
cualquier autoridad 167, ha sido lo que le ha dado a
dicha garantía en el panorama constitucional latino­
americano, una peculiaridad y complejidad, que la he­
ce una institución única en su género 1611.

En la actualidad, el Juicio de Amparo, tal como
lo ha precisado Héctor Fix Zamudto 169, abarca cín­
co aspectos o ámbitos de protección:

a). En primer lugar, el Juicio de Amparo funciona
como "amparo a la libertad" similar al tradicional
habeas corpus, y procede contra actos de autoridad
que ponen en peligro la vida, afectan la libertad per­
sonal fuera del procedimiento judicial, impliquen de­
portación o destierro, o imposición de penas infaman­
tes.

b). En segundo lugar, el amparo mexicano se utí­
liza para impugnar las disposiciones legislativas que

. se consideran contrarias a la Constitución Federal, pe­
ro siempre a través de la afectación personal, es de­
cir mediante una legitimación específica, y cuya deci­
sión sólo tiene efectos estrictamente particulares, in-

167. Ldem, p. 339.
168. V. en general, Ignacio Burgoa, El Juicio de Amplffo.

México 1968.
169. V. Héctor Fix Zamudio, "Alguno, Aspectos C'JflIPPT(Jli·

VQS •• • ", loe. cit., pp. 345 a 346.
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ter partes. Se asemeja, así, a algunos de los mecanís­
mas de control de la constitucionalidad de las leyes,
antes analizados.

e). En tercer lugar, y éste es uno de los aspec­
tos del amparo mexicano que lo distingue de todos
los demás, el Juicio de Amparo es un instrumento de
impugnación de sentencias judiciales, cuando se ale­
ga que en las mismas se han aplicado incorrectamen­
te las disposiciones legales. Como medio de control
de la legalidad de decisiones judiciales, el amparo se
asemeja al recurso de casación de otros sistemas pro­
cesales.

d). En cuarto lugar, el amparo mexicano se uti­
liza también para impugnar los actos de las autorí­
dades administrativas víolatoríos tanto de la Cons­
titución como de las leyes, entre los cuales están,
los actos administrativos violatorios de los derechos
y libertades públicas. En este aspecto, el juicio de
amparo se asemeja a los recursos conrencíoso-admí­
nístratívos de anulación de otros sistemas latinoame­
ricanos.

e). Por último, en quinto lugar, el amparo mexica­
no a partir de las reformas de 1962 y 196,~ se ha
convertido en un instrumento protector de los cam­
pesinos sujetos a la reforma agraria en la protección
y defensa de sus derechos colectivos e individuales
de carácter agrario.

De lo anterior puede deducirse que la gran pecu­
liaridad del Juicio de Amparo mexicano está en que re­
funde, en una sola institución, lo que en otros sistemas,
como el venezolano, son recursos diferentes: el recur­
so de habeas corpus o amparo a la libertad perso­
nal; el control de la constitucionalidad de las leyes;
el recurso de casación; el recurso contencioso-admi­
nistrativo de anulación; y los recursos ante los Tri­
bunales Agrarios.

72



B. El recurso de amparo

a. El recurso de amparo como garantía
de todos los. derechos y libertades
públicas
a', Los casos de Honduras y

Nicaragua

Aún cuando con alguna influencia mexicana, otros
sistemas latinoamericanos concentran fundamental­
mente el recurso de amparo a la protección de to­
dos los derechos y libertades públicas. Tales son los
casos de Honduras y Nicaragua, en los cuales el am­
paro es un mecanismo de protección de todos los
derechos y libertades públicas consagrados constitu­
cionalmente, abarcando la libertad personal. En es­
tos dos países, además, el recurso de amparo se uti­
liza, dentro de la orientación mexicana, para impug­
nar disposiciones legales violatorias de la Constitu­
ción, lo que trae como consecuencia, la desaplicación
de la ley inconstitucional, en el caso concreto, y por
tanto, con efectos inter partes \1Q.

En el Perú, por ejemplo, la Constitución en su ar­
tículo 69, y con el nombre de habeas corpus, consa­
gra un amparo respecto de "todos Jos derechos indi­
viduales y sociales reconocidos por la Constitución",
El Código de Procedimiento Civil, sin embargo, lírní­
taba la protección a la sola libertad individual, lo que
no impidió a la Corte Suprema de Justicia darle una
interpretación amplia. en cuanto a su ámbito de pro·
tección m, Mediante Decreto-Ley N<'> 17083 de 24 de
octubre de 1968 en todo caso, se dictaron "Normas

l70. V. Hét:IOI Fix Zamudic, "La Protección procesal de las
garanttal. , ." loe, cis. p. 98: R. Albornoz Berti, "El
Estado Moderno y los Derechos Fundamentales del Horn­
bre" RFD, VLA, N~ 15, Mérida 1967. pp, 202 y 203.

17]. V. Jorge Tapia Valdés, HennenlÍntu4 Con-stiJJJdon.:d. L¡1
interpretación de 1" COils/itución en Sud"méricll, Santiago
de Chile, 1973, p. 98.
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para la tramitación de la acción de habeas corpus"
para todas las garantías constitucionales In bl ••

Debe señalarse que en Brasil la Constitución de
1891 consagró el recurso de habeas corpus en favor
de todo individuo que sufriere, o se hallare en pe­
ligro inminente de sufrir, violencia o coacción a raíz
de una ilegalidad o de un abuso de poder. Los tér­
minos genéricos de la norma provocaron la ampliación
del habeas corpus, hasta servir de medio de protección
de todas las garantías constitucionales, dando origen
a la denominada "doctrina brasileña del habeas cor­
pus" de Rui Barbosa y Pedro Lessa. Después de la
consagración del mandamiento de seguridad en la
constitución de 1934, la concepción amplia del habeas
corpus se hizo innecesaria 112.

b'. El recurso de amparo en
Venezuela

La Constitución venezolana establece en su artículo
49, como uno de los derechos fundamentales, lo si­
guiente:

"Los Tribunales ampararán a todo habitante de la
República en el goce y ejercicio de los derechos y
garantías que la Constitución establece. en confor­
midad con la Ley".

"El procedimiento será breve y sumario, y el juez
competente tendrá potestad para restablecer inmedia­
tamente la situación jurídica infringida".

Con ello, la Constitución de 1961 dio entrada en
el ordenamiento jurídico venezolano al recurso de am­
paro, no sólo respecto a la libertad personal como lo
había previsto la Constitución de 1947, sino respecto
de todos los derechos y garantías "que la Constitu­
ción establece". La previsión constitucional, sin em­
bargo, supeditó el ejercicio del recurso de amparo

171bis. V. Julio Espino Pérez, Código Penal. Concordancias. 5~

ed. Lima 1974, pp. 619 y 620.
172. V. Jorge Tapia vaídés, op. cit., pp. 72 Y ss.
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a lo que la ley estableciera, por lo que "a fin de
no dejar en suspenso su eficacia hasta la promulga­
ción de la ley respectiva, se consagra en las Dispo­
siciones Transitorias, el derecho de habeas corpus,
reglamentándolo de manera provisional" 173.

En esta forma, la Disposición Transitoria Quinta re­
guló el "amparo a la libertad personal, hasta que se
dicte la ley especial"; norma aún vigente en 1976 por
la ausencia de la prometida -constitucionalmente­
ley reglamentaria del recurso. El resultado de esta
situación ha sido evidentemente que, con la sola ex­
cepción de la libertad personal mediante la transito­
ria regulación del habeas corpus, los demás derechos
y garantías constitucionales han carecido de protec­
ción mediante el recurso de amparo, por lo que por
la ausencia de legislación, un precioso medio de con­
trol judicial de las arbitrariedades de la Administra­
ción, ha resultado inexistente, debido al carácter pro­
gramático de la norma constitucional.

Las precisas disposiciones de la Constitución, en el
sentido de prever directamente sólo el amparo a la
libertad personal m, sin embargo, no fueron obstácu­
lo para que algunos jueces de instancia, por las insu­
ficiencias constitucionales, hacia finales de la década
de Jos sesenta, comenzaran a admitir recursos de am­
paro para proteger otras libertades o garantías dis­
tintas de la libertad individual 115. El problema ínter-

173.

174.

175.

v., Exposición de Motivos del Proyecto de Constitución
en RFD, N? 21, Caracas. 1961, p. 381. V., además,
An. 32 de la Constitución de 1947; An. 49 de la
Constitución de 1961.
En este sentido fue tradicional el criterio de la Procura­
duría General de la República. V., por ejemplo, doctrina
de 14-10.65 en Doctrina PGK 1965, Caracas, 1966,
pp. 20 Y ss.; Y doctrina de 23_2_66 en Doctrina PGR
1966, Caracas, 1967, pp. 267 y ss.
Por sentencia del 13·9-68 del Juez Séptimo de Primera
Instancia en lo Penal del Dimito Federal, confirmada
por fallo de 4-10-68 de la Corte Superior Segunda en
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pretatívo, sin embargo, pronto habría de ser resuelto
por la Corte Suprema de Justicia a finales de 1970 m,
al señalar, en relación a la Disposición Transitoria
Quinta, que "la protección de cualquier otro dere-

176.

76

lo Penal del Distrito Federal, se otorgó amparo a un ciu­
dadano contra un cero adrninistrarivo que ordenó la de­
tención de su automóvil en virtud de que el mismo no
había sido Importado regularmente al país. IV., R. Escala
Zerpa, Recurso de Amparo contra arbilfar>ed4d de Fun·
cion"rio Público, Caracas, 1968). Asimismo, con fecha
14-4-69 orrc Juez de Primera Instancia en lo Civil del
Disrriro Federal, acordó recurso de amparo, confirmado
por decisión de 14-7·69 de la Corte Superior Segunda
en lo Civil y Mercantil de! Distrito Federal, contra un
acto de la Polida Técnica Judicial que detuvo a un par­
ticular y se le obligó a reconocerse como padre de un
menor y a pagar una pensión alimentaria. Estas dccisio­
nes, tomadas de referencias contenidas en la publicación
periódica Sinteúr Jurídica (Escritorio Santana Mujica)
fueron comentadas por dicha publicación en {os siguientes
término: "Como un paso formativo del lento avance de
nuestro país hacia un eficiente estado de derecho, ha de
apuntarse las iniciales sentencias, derivadas de jueces pe­
nales y civiles, donde se derrota la resis restrictiva, que
se SOStuVO inicialmente de que el amparo 00 era ap!icabrc
en el país, pese a su consagración en la Constitución,
porque carecía de reglamentación. Ahora se sostiene que
cualquier juez es competente para conocer y decidir e¡
amparo, que el fallo dictado no tiene consulta, que h
ausencia de procedimiento no impide la procedencia de!
amparo, porque la Constitución dice: "la fal(a de la ley
reglamenlaria en e~¡os derechos no menoscaba el ejercicio
de los mismos" {Arr. 50 CN), y se otorga ante cualquier
acto público o privado, que desconozca, disminuya o
menoscabe las garanctss constitucionales". Este criterio,
sin embargo, era evidentemente erróneo no solo por la
precisión del texto constitucional sobre la procedencia
del amparo sólo sobre la libertad personal hasta que no
se dictara la correspondiente ley, sino porque tal recurso
no procedería nunca contra actos "privados" sino solo
contra actos públicos.
En la sentencia de la CS} en SPA de U·1l-70 en GO
N° 1447, exrracrdtnae¡o de 15-12_70, pp. 27 y 28, ya
se vislumbra la interpretación que posteriormente ~~

adopraria: "A diferencia de otras situaciones en relación



cho -establecido o no en la Constitución- queda
excluido del campa de aplicación de esa norma, por
ser evidente la intención del constituyente de Iímí­
tar su alcance al caso expresamente previsto por ella",
calificando las decisiones adoptadas por jueces de ins­
tancia en lo penal amparando otros derechos distintos
a la libertad personal, corno "extralimitación de atri­
buciones" 117,

Para llegar a esta conclusión, la Corte Suprema de
Justicia calificó a la norma del artículo 49 de la Cons­
titución, como una norma de carácter programático.
La Corte señaló, en efecto, que esa norma "no es
una norma directa e inmediatamente aplicable por
los jueces, sino un precepto programático, sólo par­
cialmente reglamentado para la fecha en que la cons­
titución fue promulgada, y dirigido particularmente
al Congreso, que es el órgano a quien compete la re­
glamentación de las garantías constitucionales, en con­
formidad con los artículos 136, ordinal 24, y 139 de
la Constitución. Tal es la interpretación que da la
Corte al artículo 49 al analizar sus previsiones aisla­
damente con el fin de desentrañar la mente del cons­
tituyente del lenguaje usado por éste para expresar
su voluntad. Pero esta interpretación gramatical se
robustece con la observación adicional de que el
constituyente se habría abstenido de regular el pro-

a las cuales el Congreso, aún no ha determinado por Ley,
cuál es el juez competente y el procedimiento a seguir
a [in de obtener amparo judicial. .. "

177. V. Sentencia de la CS] en SPA de 14.12·70 en GO N9
29434 de 6·2-71, pp. 219.984 Y 219.985, Y en GF N~ 70,
1970, pp. 179 Y ss. Esta decisión fue ratificada por sen­
tencia de la misma Corte de 26-4-71 en GO N9 1478
Extraordinaria, de 16-7-71, p. 31 y en Repertorio Po­
reme NQ 1741 de 12_8·71, pp. 4 y ss.; y por Acuerdo
de 24-4.]2 en GO N9 29788 de 25-4-72, p. 222.865. El
criterio de la Corte había sido también el de la Procu­
raduría General de la República. V. Doctrin« PGR 1970,
Caracas 1971, pp. 37 r ss. y las referencias en Nota NQ 14.
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cedimiento de habeas corpus, si hubiera considerado
que para hacer efectivo el amparo bastaba 10 dí­
cho en el artículo 49 respecto al procedimiento, no
siendo indispensable su reglamentación legal para de­
terminar el fuero competente y el modo de proce­
der" 178, De consiguiente, agregó la Corte, "el cons­
tituyente supone la existencia de una ley anterior al
hecho o acto que afecte el derecho cuya protección
se solicite; que autorice a determinados jueces para
obrar en el sentido que pretenda el actor; y que es­
tablezca un procedimiento adecuado a la finalidad
que se persiga. Dado el número y variedad de las
situaciones jurídicas en que puede estar comprome­
tido un derecho o una garantía constitucional, era
forzoso que el constituyente dejará al legislador or­
dinario la potestad de establecer las reglas conforme
a las cuales los tribunales deben amparar el goce y
ejercicio de los derechos y garantías constitucionales,
teniendo en cuenta no sólo las previsiones ya existentes
que es necesario apreciar para atribuir a un deter­
minado tribunal el conocimiento de un asunto, y
establecer el procedimiento a seguir en cada situa­
ción" l'fll.

En base a esta situación, el recurso de amparo
a la libertad personal o habeas corpus, es el único
ámbito del recurso de amparo que en la actualidad
puede ejercerse en Venezuela.

En todo caso, el recurso de amparo no es el único
medio jurisdiccional de protección y amparo de los
derechos constitucionales contra actos arbitrarios de
la Administración, por lo que aun cuando haya sido
limitada la procedencia del recurso de amparo a la
libertad personal hasta tanto se dicte la ley respec­
tiva, ello no significa que frente a actos administra­
tivos arbitrarios, violatorios de derechos individuales,

178. V. La sentencia de la eS] en SPA de }4.12·70 en CT<
NQ 70, pp. 179 Y ss.

179. ldefn.
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los particulares afectados se encuentren desasistidos.
Al contrario, éstos pueden o utilizar las vías ordína­
das 180 o las vías de control jurisdiccional de la lega­
lidad de los actos administrativos ante la jurisdicción
contencíoso-admínístrativa 18l. Es más, en caso de re­
guiarse legalmente el recurso de amparo, habría que
excluirlo en los supuestos en <;lue están previstas otras
vías de amparo o proteccion jurisdiccional en el
ordenamiento jurídico, como podrían ser el recurso
contencioso-administrativo 182 o las acciones poseso-

180. En los casos en que la "acción esté dirigida a la defensa
de derechos definidos y protegidos por el derecho común",
como los que serían objeto de acciones posesorias, siempre
que no estén expresamente prohibidas. V. Sentencia de
la eS] ea SPA de 11-11-70, en GO N9 1447 de 15_12_70,
p.27.

181. En tal sentido, la Corte Suprema ha señalado frente a
un acre administrativo de expulsión de un extranjero del
país respecco del cual se solicitó amparo, que "calificado
como ha sido de acto administrativo la medida de expui­
sión en referencia, es obvio que el interesado puede
recurrir ante la Corre, si considera que el aCIO es nulo
por inconstinrcionalidad o ilegalidad", por lo que decidió
que la sentencia del Juez de Primera Instancia en lo
Penal que otorgó el amparo "carecía de jurisdicción
para conocer y decidir sobre el mismo, ya que su compe­
tencia se limita a conocer del recurso de habeoH CO'PUJ".
V. Sentencia de la Csj en SPA de 26-4-71 en GO
N9 1478, extraordinario, de 16-7-71. V,! en general,
J. G. Sarmiento Núñea, "EI amparo contra los OCIOS

administtacivos", en Ministerio Público, CMacas, enero·
abril 1971, pp. 127 a 132.

182. Cfr. Hidegard Rondón de Sanso. El Sirtem4 contencioso
adminhl1'4tivo dl/ hr Ca1'1'"4 AdminjJkaljva. Caracas, 1974,
p. 350. Debe señalarse, en todo casa, que el recurso de
amparo no está previsto en el ordenemienro constitucio­
nal venezolano, como una institución comprensiva. o sus­
titutiva del control de la legalidad de los actos adminis­
trativos por la vla contencioso-administrativa, como podría
serlo en orros sistemas jurídicos, como el mexicano (V.
en particular, H. Fix Zamudio, "Algunos aspectos ccmpa­
rativos del derecho de amparo en México y Venezuela",
en Libro Homen4je (1 Lorenzo Herrera Mendoz/!, Facul-
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184.

183.

rias. En todo caso, es evidente que hasta que no se
dicte dicha ley, los particulares están desasistidos fren­
te a las violaciones de sus derechos y garantías cons­
titucionales cometidas por la Administración por vías
de hecho, es decir, mediante actos materiales en los
cuales la actuación arbitraria de la Administración no
está respaldada en un acto administrativo.

Por último, debe señalarse que la institución del
recurso de amparo es concebida en el ordenamiento
constitucional venezolano, al menos por la regulación
parcial que la Disposición Transitoria Quinta de la
Constitución hace del habeas corpus, como un medio
jurídico de protección contra las actuaciones del Es­
tado que lesionen o menoscaben los derechos y ga­
rantías constitucionales, por lo que no procedería
contra actos de particulares que afecten a otros Per­
ticulares 1.83. Las vías judiciales ordinarias están pre­
cisamente abiertas en estos casos. En todo caso, en
la ley reguladora del recurso de amparo, podría ex­
tenderse la protección frente a acciones particula­
res '".

b. El recurso de amparo como garantía
de todos los derechos y libertades
públicas con excepción de la libertad
personal

a'. El régimen general
Puede considerarse que es frecuente en América

Latina, la regulación del recurso de amparo, como

red de Derecho, UC.V., Caracas, 1970, Tomo Il, pp. 333
a 389), por lo que su regulación legal deberá diferenciar
los supuestos en que procedan ambas vías de protección
jurisdiccional.
Cir. Guaicaipuro Marlínez M., "Acción de Amparo. le­
gitimación Pasiva", en Doctrina PGR 1971, Caracas, 1972,
pp. 9 y ss.
V. Ramón Escobar Salom, El ampMO en Venezueh,
Caracas 1971, p. 101.
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una institución separada del recurso de habeas coro
pus, destinándose la primera a la protección de to­
dos los derechos y libertades públicas, con excepción
de la libertad personal que es objeto de protección
mediante el habeas corpus.

Así se estalece, por ejemplo, en Argentina, Guate­
mala, El Salvador, Costa Rica, Panamá, Bolivia,
Ecuador y Paraguay 13~, donde las propias Constitu­
ciones o las leyes reguladoras del amparo lo diferen­
cian del recurso de habeas corpus 188.

b'. La acción de amparo en
Argentina

Entre estos diversos sistemas jurídicos, debe desta­
carse la institución de la acción de amparo en Ar­
gentina.

Regulada por la ley en 1966, la acción de amparo
fue una creación pretoriana de la Corte Suprema de
Argentina a partir de 1957 181

• No obstante la ausen­
cia de normas legislativas que 10 consagrasen, el Su­
premo Tribunal se consideró habilitado para crear

185. V. Héctor Gix Zarnudio, "La protección procesal de I~

garantías ... ", loco cir., pp. 91 a 93.
186. Por ejemplo, la Constitución de Costa Rica, dispone

(Are. 48) lo siguiente: "Para mantener o restablecer el
goce de olrOl derecho! consagrados por esta Constitución,
a toda persona le asiste, además, el recurso de amparo.
del que conocerán los Tribunales que fija la Ley". Por
su parte. la Constitución de Bolivia de 1967, establece
(Art. 19): "Fuera del recurso de habellJ wrpul, a que
se refiere el artículo anterior, se establece el recurso de
amparo contra los actos ilegales o las omisiones indebidas
de los funcionarios o particulares que restrinjan, supri­
man o amenacen restringir o suprimir los derechos y
garanrias de la persona, reconocidos por esta Constitución
y las leyes... " V. Héctor Fix Zamudio. Idem, pp. 96
y 97.

187. V., Jorge Tapia valdez, Hermeneutica conlfilucional. La
interpretación de la Constitución en Sudamérica., Chile,
1973, pp. 59 y ss.
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nn remedio sumarísimo, semejante al habeas corpus,
destinado a proteger en forma expedita las liberta­
des públicas no tuteladas por este último recurso m,

En una decisión de la Corte Suprema de 27 de
diciembre de 1957, resolviendo el caso Angel Síri con
motivo de la clausura arbitraria por tiempo indetermi­
nado del local del diario "Mercedes" en la Provincia
de Buenos Aires, la Corte consagró la siguiente doc­
trina resumida por Segundo V. Linares Quintana: "La
comprobación inmediata de que una libertad consñ­
tuctonal se halla evidentemente restringida, sin orden
de autoridad competente, ni expresión de causa que
la justifique, es suficiente para que la garantía cons­
titucional invocada sea restablecida por el poder ju­
dicial en su integridad; sin que pueda alegarse en
contrario la inexistencia de una ley que reglamente
dicha garantía; por cuanto las garantías individuales
existen y protegen a los individuos por el solo hecho
de estar consagradas por la Constitución, e indepen­
dientemente de las leyes reglamentarias, las cuales
sólo son requeridas para establecer en qué casos y
con qué justificativos podrá procederse a su allana­
miento y ocupación; y porque los preceptos consti­
tucionales, tanto como la experiencia institucional del
país, reclaman el goce y ejercicio pleno de las ga­
rantías individuales para la efectiva vigencia del Es­
tado de Derecho e imponen a los jueces el deber
de asegurarlas" 11111. La doctrina del caso Siri fue am­
pliada en la decisión del caso Samuel Kot SRL, del
5 de septiembre de 1958, por la cual al ampararse
el derecho de una empresa textil frente a la ocupa­
ción del establecimiento por parte de un grupo or­
ganizado de obreros, del cual se apoderaron para me­
jorar su posición en un conflicto colectivo ele traba-

188. V., Genaro R. Carric, AlgUNOS dSpecloJ del Recurso d(
Amparo, Buenos Aires, 1959, p. 10.

189. V. Segundo. V. Linares Quintana, Acción de AmpPTf).
Buenos Aires, 1960, pp. 21 Y 22.
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jo. se reconoció la procedencia de la acción de am­
paro frente a actos de particulares 190.

Mediante la ley N" 16986 del 18 de octubre de
1966 se reguló la acción de amparo, pero se limitó,
mediante la misma, el ámbito de la protección.

Conforme a dicha ley, la acción está sometida a
las siguientes limitaciones: La acción no procede en
los supuestos en que existan recursos o remedios ju­
diciales o administrativos que permiten obtener la
protección del derecho respectivo, o cuando la in­
tervención judicial puede comprometer la regulan­
dad, continuidad o eficacia de la prestación de un
servicio público o el desenvolvimiento de actividades
del Estado. Por otra parte, la acción de amparo no
procede tratándose de la inconstitucíonalídad de
Leyes, Decretos y Ordenanzas. Por último, la Ley Na­
cional de amparo limitó la procedencia de la acción
de amparo a la sola impugnación de los actos del
Poder Público, con lo cual se abandonó la jurispru­
dencia sentada en el mencionado caso Kot 191.

C. El amparo a la libertad personal: el habeas
corpus

El habeas COIl'US, como medio de protección de
la libertad individual, sin duda, es el más tradí­
cional de los remedios procesales a la violación de
los derechos y libertades públicas. Es una institución
adoptada en casi todos los países latinoamericanos 19:,
y constituye una garantía destinada a proteger la [i­
bertad individual, principalmente ante las detencío-

190. Idem., pp. 25 y ss,
191. Cfr. Augusto M. Morello, Protección prousal de los

derechos humanos en Argentina (Ponencia presentada al
V Congreso Internacional de Derecho Procesal, México
1972), cit, por Hécecr Plx Zamudio, "Protección proce­
sal de los derechos humanos", loe. cit., pp. 60 y 61.

192. Cfr. Héctor Fix Zamudio. "La protección procesal de
las garantías ... ", loe. cít., p. 80.
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Des arbitrarias e ilegales efectuadas por autoridades
administrativas. En general, el procedimiento es rápi­
do y puede ser intentado por cualquier persona a
nombre del afectado.

En algunos sistemas, como el de Nicaragua y el de
El Salvador, el habeas corpus, como sucede con la tra­
dicional institución inglesa, procede también contra
privación ilegítima de la libertad realizadas por par­
ticulares 193,

En Venezuela. si bien en la Constitución de 1947,
como se dijo, se reguló la institución del habeas coro
pus destinada a proteger la libertad individual, la
Constitución de 1961 integró dicha institución en el
recurso de amparo, establecido para todos los dere­
chos y libertades públicas. La propia Constitución, pa­
ra establecer la inmediata vigencia del amparo de la
libertad personal y no supeditarla al hecho de que
el Legislador sancionará la Ley a que se refiere el
artículo 49 de la Constitución, previó en la Dispo­
sición Transitoria Quinta de la Constitución, el pro­
cedimiento en el caso de habeas corpus, en la forma
siguiente:

"El amparo de la libertad personal, hasta tanto
se dicte la ley especial que lo regule conforme a lo
previsto en el artículo 49 de la Constitución, procede­
rá de acuerdo con las normas siguientes:

"Toda persona que sea objeto de privación o res­
tricción de su libertad, con violación de las garantías
constitucionales, tiene derecho a que el Juez de Pri­
mera Instancia en 10 Penal que tenga jurisdicción
en el lugar donde se haya ejecutado el acto que mo­
tiva la solicitud o donde se encuentre la persona agra­
viada, expida un mandamiento de habeas corpus".

"Recibida la solicitud, que podrá ser hecha por
cualquier persona, el Juez ordenará inmediatamente
al funcionario bajo cuya custodia esté la persona agre-

193. ldom.
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viada, que informe dentro del plazo de 24 horas so­
bre los motivos de la privación o restricción de la
libertad y abrirá una averiguación sumaria",

"El Juez decidirá, en un término no mayor de 96
horas después de presentada la solicitud, la inme­
diata libertad del agraviado o el cese de las restric­
ciones que se le hayan impuesto, si encontrare que
para la privación o restricción de la libertad no se han
llenado las formalidades legales. El Juez podrá suje­
tar esta decisión al otorgamiento de caución o pro­
hibición de salida del país de la persona agraviada,
por un término que no podrá exceder de so días, si
lo considerare necesario".

"La decisión dictada por el Juez de Primera Ins­
tancia se consultará con el superior, al que deberán
enviarse los recaudos en el mismo día o en el si­
guiente. La consulta no impedirá la ejecución inme­
diata de la decisión. El Tribunal Superior decidirá
dentro de las 72 horas siguientes a la fecha de recibo
de los autos" t~.

Aparte de las críticas procedímentales que puedan
formularse a esta regulación provisional 195, es de des­
tacar que no se precisa nada sobre la responsabilidad
del funcionario público que ordene la detención íle­
galo arbitraria y que, conforme al artículo 46 de la
Constitución quedaría comprometida tal como se se­
ñaló anteriormente.

194. Un comentario sobre esta norma puede leerse en Gustavo
Rodríguez R., Normas que regulan el Haheas CMPUS en
el Derecho Venezolano. Caracas, 1964. Debe destaCarse, en
todo caso, que en la sentencia de la eS} en SPA de 25·8­
76, la Corte se declaró incompetente para conocer de un
recurso de amparo a la libertad personal, pues estimó que
de lo contrario invadiría la esfera de competenda de los
Tribunales penales. V. el texto en El Nacional, Caracas,
27-8·76, p. 0.1.

195. V., R. Albornoz Berti, "El Estado Moderno y los dere­
chos fundamentales del hombre". loco cit., pp. 198 Y ss.
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D. El mandamiento de seguridad del Brasil

La Constitución del Brasil de 1934 en su artículo
113, apartado 33. estableció lo siguiente:

"Daráse mandamiento de seguridad para la defen­
sa de derecho, cierto e incontestable, amenazado
o violado por acto manifiestamente inconstitucional
o ilegal de cualquier autoridad. El procedimiento
será el mismo del habeas corpus, debiendo ser siem­
pre oída la persona de derecho público interesada. El
mandamiento no¡jerjudica las acciones petitorias co­
rrespondientes" 1 •

En esta forma, la ampliación desmedida del habeas
corpus que se había realizado por la aplicación de la
llamada "doctrina brasileña del habeas corpus" y que
como se dijo, permitió la protección de todas las
garantías constitucionales mediante dicha institución;
a partir del establecimiento del mandamiento de se­
guridad en 1934 se hizo innecesaria. Se inició así, el
desarrollo de tina institución característica del Brasil
para el amparo judicial de los derechos y libertades
públicas.

En efecto, en la Constitución de 1946, artículo 141,
arartados 23 y 24, se precisó la diferencia entre
e habeas corpus y el mandamiento de seguridad, en
la siguiente forma, texto que se mantuvo en la Ley
Suprema de 1967, Artículo 150, parágrafo 21:

"El habeas corpus tendrá lugar siempre que al.
guíen sufra o se hallare amenazado de sufrir violen­
cia o coacción en su libertad o movilidad, por ilega­
lidad o abuso del poder. En las trasgresiones disci­
plinarias no corresponde al habeas corpus. Para prote­
ger derecho firme y cierto no amparado por habeas
corpus, se concederá mandamiento de seguridad, sea
cual fuere la autoridad responsable de la ilegalidad
o abuso de poder" 197.

196. V., en Segundo. V.• linares Quintana, op. eít., p. 59.
197. Idem., pp. 59 y 60.
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En esta forma, junto con el habeas corpus, el man­
damiento de seguridad se configura en Brasil como
una garantía de orden constitucional destinada a la
protección de los derechos y libertades públicas, con
exclusión de la libertad personal, y que se traduce en
una orden del Juez dirigida a la autoridad admínís­
trativa para que practique determinado acto o se abs­
tenga de hacerlo, con la posibilidad de que el mismo
Tribunal adopte medidas de carácter cautelares 196.

En particular, este instrumento de protección de
los derechos y libertades públicas procede contra ac­
tos y resoluciones de las autoridades admtntsratívas,
aun cuando excepcionalmente se ha admitido contra
decisiones judiciales 199 e incluso contra actos legis­
lativos 200. No procede, sin embargo, frente a acciones
de particulares.

3. Los recursos contencioso-administrativos.

Aparte del control jurisdiccional de la constituciona­
lidad de las leyes y de los mecanismos de amparo
judicial de los derechos y libertades públicas, estos
últimos también pueden ser objeto de protección fren­
te a Jos actos administrativos inconstitucionales o ile­
gales, a través de la jurisdicción contencioso-admi­
nistrativa.

En efecto, tal como lo señala el artículo 206 de
la Constitución venezolana:

"Los órganos de la jurisdicción contencioso-adminis­
trativa son competentes para anular los actos adminis­
trativos generales o individuales contrarios a derecho,

198.

199.

200.

V. en general, Héctor Eix Zamudio, Alejandro Ríos-Es­
pinces y Nlcerc Alcalá·Zamora, Tres esJudios sobre el
Mandato de Seguridad, México 1963.
V., Hamilton de Moraes e Barros, A proleseJo jurisdic·
cional dos dereiJos humanos no dirrito posiJivo brasiJeiTo.
(Ponencia al V Congreso Internacional de Derecho Pro.
cesal, México 1972), cit., por Hécror Eix Zamudio, "Pro.
reccién procesal... ", loe. cit., p. 59.
V. Jorge Tapia veídee, op. cil., p. 73.
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incluso por desviación de poder; condenar al pago de
sumas de dinero y a la reparación de daños y per­
juicios originados en responsabilidad de la adminis­
tración, y disponer lo necesario para el restableci­
miento de las situaciones jurídicas subjetivas lesiona­
das por la actividad administrativa",

Esta jurisdicción corresponde, en Venezuela, a la
Corte Suprema de Justicia, en Sala Político-Admi­
nistrativa, y a los Tribunales especiales que se han
creado (Tribunal de la Carrera Administrativa; Tri­
bunales del Impuesto sobre la Renta y Corte Primera
de lo Contecíoso-Admínístratíva creada por las dis­
posiciones transitorias de la Ley Orgánica de la Corte
Suprema de Justicia) 201, Mediante las competencias
señaladas, particularmente en la competencia de
anulación y en la competencia de restableci­
miento de las situaciones jurídicas subjetivas le­
sionadas por la actividad administrativa, puede ob­
tenerse la protecci6n de los derechos y libertades pú­
blicas ilegalmente restringidos por las autoridades ad­
ministrativas, mediante la declaratoria de nulidad del
acto administrativo, cuando sea el caso, y mediante
el restablecimiento del goce del derecho o libertad
violado,

En todo caso, no se trataría de un medio de pro­
teccíón rápido y expedido, pues está sometido a un
complicado procedimiento con previsiones determi­
nadas de condiciones de recurribilidad de los actos
administrativos y de requisitos procesales para inten­
tar los recursos,

201, V" en general, AlIan R. Brewer-Carias, Las lnstitluiones
Fundamentales del Derecho Administrativo", cit.,
pp- 293 a 461; e Hildegard Rondón de Sensó, El Sistema
Contencioso Administrativo de /.a Carrera AdministrlSliva.
cit. Caracas 1974; Allan R, Brewer-Carfes, "Aspects gé.
néeauz de la procedure conrentieuse administrative au
Venezuela" en Etudes el DOCUme1JIS 1972, Ccoseü d'Erar,
París 1973, pp, 339 Y ss.
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4. Los medios judiciales del proceso ordinario.
La garantía procesal para proteger los derechos y

libertades públicas contra las decisiones judiciales
que los violen o menoscaben ilegalmente, está en el
ejercicio de los recursos judiciales del proceso ordí­
narío, entre ellos, el recurso de apelación, que se
ejerce para ante el Tribunal de alzada 2G:l y permite
la revisión de la decisión judicial por el Tribunal Su­
perior.

Pero entre los medios juduciales de control de la
legalidad de las decisiones judiciales debe destacarse
al Recurso de Casación. Se trata de un medio de
impugnación de sentencias 2ro, que se intenta ante
la Corte Suprema de Justicia, en Sala de Casación
Civil, Mercantil o del Trabajo o en Sala de Casa­
ción Penal, según los casos, contra las sentencias de­
finitivas de última instancia 204.

En particular, y en cuanto tiene relación con los
derechos constitucionales, por ejemplo, el recurso de
casación procedería:

a) Cuando de parte de los Jueces sentencia­
dores hubiere habido abuso de poder, por in­
competencia en razón de la materia 205 o el fallo
haya sido dictado por un Juez que carecía de juris­
dicción sobre el asunto por razón de la materia 208,

lo que implicaría violación del artículo 69 de la
Constitución que garantiza a todos ser juzgados por
sus jueces naturales;

b) Cuando hubieren los Jueces sentenciadores in­
currido en usurpación de funciones no conferidas por
la ley, o en la decisión hubiere habido infracción de

202. Art. 183 ere.
203. V. Allan R. Brewer-Carfas, "El Proceso de Impugnación

en el Recurso de Casación", ReviJta Rayas, N9 7·8,
Caracas 1962, p. 38.

204. Put, 215, Ord. 10 de la Constitución; Are. 418 CPC y
Art. 42, Ords. 30 a 34 de la LoeS].

205. Art. 420, ord. 19 CPe.
206. Arl. 330, Ord. 79 del CEC.
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ley expresa 207, o cuando el fallo haya sido dictado
por un Juez que conoció de asunto quebrantando
las disposiciones legales pertinentes 2OS.

e) Cuando el fallo atacado hubiere producido in­
defensión, o menoscabado el derecho de defensa de
una de las partes 2W. lo que implicaría violación del
artículo 68 de la Constitución que garantiza la de­
fensa como un derecho inviolable.

d) Cuando se hubiere quebrantado la cosa juzga­
da, probada con otra sentencia que la produzca 210,

lo que implicaría violación del artículo 60, ordinal
89 de la Constitución que garantiza que nadie podrá
ser sometido a juicio por los mismos hechos en virtud
de los cuales hubiere sido juzgado anteriormente;

e) Cuando el fallo se refiera a un hecho distinto
del imputado al procesado en los cargos 2ll, lo cual
implicaría violación del artículo 60, ordinal 5'1 de la
Constitución que exige ser notificado personalmente
de los cargos y oído para poder ser condenado en
causa penal; y

f) Cuando el fallo condene penalmente en base
a hechos que, declarados como probados, no sean de­
litos o faltas '", lo cual implicaría violación de la
garantía establecida en el artículo 60, ordinal 29 de
la Constitución, de no ser privado de la libertad por
obligaciones cuyo incumplimiento no haya sido defí­
nido por la ley como delito o falta,

Por último, también puede considerarse un medio
procesal de defensa de los derechos y libertades pú­
blicas frente a decisiones judiciales, el denominado
juicio de invalidación, que procedería, por ejemplo,
cuando ha habido error o fraude cometidos en la ci-

207. Art. 420, Ord. 29 y 49 cpc.
208, Art. 330, Ord. 79 del CEC.
209. Art. 421, Ord. 39 CPC.
210. Art. 420, Ord. 39 CPC.
211. Art. 330, Ord. 59 CEC.
212. Arr. 331, Ord. 1~ CEe.
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tación para la contestación de la demanda o ésta se
haya hecho en un menor, enredicho o inhabilitado
en concepto de ser mayores o hábiles m, lo cual
ímlícaria violación del derecho constitucional a la
defensa 214; o cuando existe colisión de la sentencia
con otra pasada en autoridad de cosa juzgada, pro­
nunciada entre las mismas partes o sus causantes, y
sobre el mismo objeto?" lo cual implicaría violación
del derecho constitucional a no ser sometido a juicio
por los mismos hechos en virtud de los cuales hu­
biere sido juzgado anteriormente 21G. Por último, debe
destacarse que en el campo judicial ordinario, se han
establecido tribunales especiales para proteger deter­
minados derechos particularmente de carácter social:
los Tribunales de Menores para proteger los derechos
sociales de los menores; y los Tribunales Agrarios pa­
ra proteger los derechos campesinos, estos últimos tri­
bunales creados por la Ley de 14 de abril de 1976tlGbl8.

IV. EL CONTRALOR PUBLICO DE LOS DERECHOS Y
LIBERTADES PUBLICAS

En América Latina aún no ha llegado la ola de
la denominada "Ombudsmanía" m j es decir, la adop­
ción, siguiendo el viejo modelo sueco, de un con­
tralor independiente de la Administración Pública,
particularmente frente a los derechos y libertades
públicas, que desde 1953, ha tocado, en Europa, a Di-

213. Art. 729, Ords. }9 y 29 CPC.
214. Art. 68 de la Constitución.
21~. Arl. 729, Ord. 59 CPC.
216. An. 60, Ord. 89 de la Constitución.
216bis. La Ley Orgánica de Tribunales y Procedimientos Agrarios

en GO N9 31007 de 21 de junio de 1976.
217. v., G. Braibanr, N. Quesrlaux y C. Wiener, Le ConwOlf/

de l' Adminjs/ralion et la protection MS ti/oyeIlS, París
1973, p. 297.

91



namarca, Noruega, Gran Bretaña, Francía y Alema­
nia Federal?".

Sin embargo, la idea de un funcionario indepen­
diente, delegado del Parlamento, para velar por la
protección de los derechos y libertades públicas propia
del Ombudsman, o de una institución como la Proku­
ratuta Soviética, contralora de la legalidad de la
Administración en ausencia de un control jurisdiccio­
nal, puede decirse que, en general, han sido institu­
ciones conocidas en América Latina.

En efecto, algunas instituciones latinoamericanas
pueden semejarse en algo a aquellas. Tal es el
caso del Fiscal General de la República de Vene­
zuela, funcionario designado por las Cámaras Legts­
lativas por todo el período constitucional (5 años)
respectivo, y que tiene a su cargo, además de las
funciones de Ministerio Público, "velar por el res­
peto de los derechos y garantías constitucionales" 219.

Sin duda, esta institución constitucional venezolana,
por sus atribuciones, es la que más se asemeja al
Ombudsman nórdico 220, Sin embargo, la Fiscalía Ge~
neral de la República aún no ha sido, en Venezuela,
un efectivo guardtan "de los derechos y garantías
constitucionales" como 10 plantea la Constitución, y se
ha limitado a ejercer sus funciones de Ministerio Pú­
blico y de "velar por el correcto cumplimiento de
las leyes y la garantía de los derechos humanos en
las cérceles y demás establecimientos de reclusión" m,
lo cual, sin duda, es mucho más limitado que
su competencia general.

218.

219.
220.

221.
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V., en general, Donald C. Rowat (ed), El Ombll,JsmPn,
México, 1973.
An. 220, QId. 19 de la Constitución.
Cfr. Humberto }. La Roche, "El ombudsman en los
países nórdicos y el caso de Venezuela", en RellÍ1fR de
14 FO(lillda de D~'echQ, Ulliveflid.td del Zflli4, N9 19,
Maracaíbc, 1967, pp. 9 y ss.
An. 220, DId. 49 de la Constitución.



En 1969 fue creada una institución en Venezuela, el
Comisionado Presidencial para Quejas y Reclamos 222.

cuyo funcionamiento cesó en 1974, el cual se ha
considerado como equivalente al Ombudsman 223, Una
institución similar se creó en Colombia en el mismo
año. Estas instituciones sin embargo, en primer lugar
fueron creadas por el Presidente de la República, de
manera que no tenían rango legal ni constitucional; en
segundo lugar, no podían actuar verdaderamente en
forma independiente en relación a la Administración
Pública, dada su dependencia del Ejecutivo Nacio­
nal; en tercer lugar, no tenían competencias deciso­
rias propias, sino que actuaron como tramitadoras de
las quejas o reclamos a los diversos órganos legal­
mente competentes; y por último, no tenían por mi­
sión controlar ni vigilar los derechos y libertades pú­
blicas frente a la acción administrativa sino, en ge­
neral, el funcionamiento de la Administración Públi­
ca, Por la naturaleza de StlS funciones y su vincula­
ción al Poder Ejecutivo, en nuestro criterio, difícil­
mente puede considerarse al Comisionado Presiden­
cial de Quejas y Reclamos como una institución si­
milar al Ombudsman:

Por otra parte debe señalarse que la Contraloría
General de la República de Chile, que es una ins­
titución única en América Latina dada sus funcio­
nes de contralor de la legalidad de los actos de la
Administración, presenta cierta similitud en cuanto a
dichas funciones, con la Prokuratura Soviética, En
efecto, la Prokuratura tiene a su cargo vigilar la
subordinación de la Administración Pública a la ley,
para lo cual debe verificar la conformidad de sus

222, Decrete W 95 de 16 de julio de 1969 en GO N~ 28927
de 17·7·69,

223, V. Gumelmo Quintero, "La Experiencia Venezolana del
Ombudsman Presidencial", en RetJiJta lntern.fcionaJ de
Ciencias Adminiskativas, Bruselas 1972, pp. 312 y es.
G. Braibanr, N, Questiaux y C. Wiener, op. cít., p. 297.
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actos con la legalidad, en forma obligatoria y previa nt.

En forma similar, una de las funciones más par­
ticulares de la Contraloría General de la República,
está en el análisis obligatorio y previo de la constitu­
cionalidad y legalidad de los Decretos que dicten el
Presidente de la República como los Ministros, y la
posibilidad que tiene de rechazarlos cuando no se
ajustan a la Constitución 2Z5. En cumplimiento de es·
tas atribuciones de contralor previo de la legalidad
y constitucionalidad de los actos administrativos, no
hay duda. el Contralar General de la República de
Chile tiene indirectamente por función velar por que
los derechos y garantías constitucionales no se violen
por la Administración.

V. OTROS MEDIOS DE PROTECCION

Por último debe mencionarse, dentro de los me­
dios jurídicos de protección de los derechos y liber­
tades públicas frente a los atentados y violaciones
por parte de otros particulares, los medios propios
de la policía administrativa. La policía, tal como lo
estatuye la Ordenanza de Policía Urbana y Rural
del Distrito Federal Venezolano, "tiene por objeto
garantizar la seguridad, tanto de las personas como
de la pro~iedad, la moralidad, salubridad y el orden
público" 6. Por lo tanto, se consideran deberes de
los funcionarios de J)olicía "hacer uso de todos los
medios que les da la ley para prevenir y contener
toda violencia o ataque contra el orden público, o
contra las personas o las propiedades de los particu­
lares", así como "proteger a toda gersona que recla­
me auxilio contra alguna agresión" 7. Con mayor pre-

224.
225.

226.

227.
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cisión este amparo policial típico de la policía de or­
den público, está previsto en otros textos locales co­
mo el Código de Policía del Estado Mérida que es­
tablece en su artículo 205 lo siguiente:

"Cuando una persona natural o de creación jurí­
dica, que estando en manifiesta posesión de una
cosa ocurra al Prefecto del Distrito o del Muni­
cipio, por sí o por representación legal, denun­
ciando que se intenta despojarla de ella o per­
turbarla de hecho, el funcionario policial co­
respondiente hará comparecer a su Despacho a
aquél o aquéllos contra quienes se dirija la que­
ja, y si estos últimos no mostraren mandato de
autoridad judicial competente para que la cosa
les sea entregada, dará eficaz protección al que­
rellante manteniéndolo en su estado actual de
poseedor, hasta tanto el querellado no compruebe
su mejor derecho, mediante el mandato arriba
mencionado ... " 2:6.

Conforme a la orientación de estas normas lo­
cales, en Venezuela, en la situación actual, el amo
paro que puede obtenerse frente a acciones ilegíti­
mas de otros particulares atentatorias de los dere­
chos y libertades públicas, es un amparo policial y
administrativo. No está regulado aún a nivel nacio­
nal, la institución del recurso de amparo judicial
frente a otros particulares, como existe en otros pai­
ses latinoamericanos, tal como se indicó.

228. C;J. Roberto Albornoz Berri, "El Estado Moderno y los
Derechos..." loe. cit., pp. 195 y 196.
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CONCLUSIONES

El derecho y las instituciones jurídicas no pueden
ser realmente comprendidas y estudiadas si no se las
confronta con el ordenamiento social, económico y
político en las que operan. Por otra parte, la efectivi­
dad del derecho y de las normas jurídicas no resulta
de la sola consagración formal, sino de UDa deter­
minada realidad social, económica y política y de la
relación y ajuste de aquellas normas con esta reali­
dad.

Bajo este ángulo, no hay duda, la sola consagra­
ción formal, inclusive en los textos constitucionales,
de los derechos y libertades públicas, así como de
los mecanismos procesales para lograr su protección
y garantía, no es suficiente para asegurar la efecti­
vidad de esos derechos y libertades públicas. Esta
dependerá, sin duda. de la realidad en la cual se
mueven las formas jurídicas. En sistemas políticos
no democráticos. que por si mismos excluyen toda
posibilidad real de control de la actividad estatal.
la vigencia y efectividad de los derechos dependerá
del capricho de gobernantes autocráticos y no de la
vigencia del derecho. La libertad de los particulares.
por más que las formas constitucionales dispongan
otra cosa, en definitiva estará a disposición de los
abusadores o usurpadores. Este problema político. en
América Latina. plantea graves consecuencias e ín­
terrogantes. Nuestros países a lo largo de 150 años
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de independencia, han tenido las más bellas formu­
laciones constitucionales de las libertades públicas
y de los derechos fundamentales; sin embargo, han
tenido una larga historia de usurpaciones, dictaduras

¡; autocracias y de Ieefecñvtdad de esos derechos y
íbertades públicas. En la actualidad, por ejemplo,
sólo dos países sudamericanos, Colombia y Venezuela,
gozan de un régimen democrático y en ellos hay una
mayor efectividad de los derechos y libertades pú­
blicas. Todos los otros países, en mayor o menor
medida, desde la dictadura fascista hasta las funes­
tas consecuencias militaristas de un popultsmo caó­
tico, conocen de sistemas políticos que no otorgan
garantías mínimas para la efectividad de los derechos
y libertades públicas. Esta realidad política no hay
que olvidarla cuando se estudian las garantías cons­
titucionales de las libertades públicas en América
Latina.

Pero no basta la democracia política para que
aquellos derechos y garantías tengan un mínimo de
efectividad, sino que también es necesaria la demo­
cracia económica y la democracia social. De nada
sirve consagrar la libertad económica si todos no
pueden ejercerla, por carencia de empleo o de acceso
a las actividades productivas. La mergtnalídad urbana
que viven la mayoría de los países latinoamericanos
es uno de los aspectos económicos que más conspira
contra la efectividad de aquellos derechos y garantías.
De nada vale, por ejemplo, regular el derecho de peti­
ción y el mismo recurso de amparo, si el acceso a la
justicia está limitado por posibilidades económicas
concretas. Lamentablemente, si la democracia política
en América Latina está ahora en minoría como ré­
gimen político, la democracia económica aun no se
ha logrado en ninguno de nuestros países. Por ello,
la gran mayoría de las veces, los derechos y liberta­
des públicas son Inefeotivos, por imposibilidad real
de ejercerlos y disfrutarlos.
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Una argumentación similar se puede plantear en
relación a la democracia social. Sólo cuando existe
una real y efectiva igualdad social, producto de la
integración étnica y humana de un país, puede de­
cirse que están dadas las bases para que no existan
discriminaciones. Al contrario, las diferencias racia­
les y la desintegración social de muchos de nuestros
países, son el origen de muchas desigualdades; y si
no hay igualdad, no puede haber efectividad de nin­
gUDO de los derechos y libertades públicas.

Bajo este ángulo, la efectividad de los derechos
y libertades públicas, sin duda, está condicionada en
América Latina, no sólo por la consagración consti­
tucional de los mismos y sus garantías, lo que es
tradicional en nuestros países, sino por la vigencia
de una democracia aún no encontrada y que no sea
solamente política sino económica y social. Por eso,
con razón, debemos pensar que la democracia aún es­
tá por alcanzarse en América Latina; y en la me­
dida en que ella sea efectiva, los derechos y liber­
tades públicas también lo serán.
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APENDICE

LOS DERECHOS HUMANOS
EN EL TEXTO

CONSTITUCIONAL
VENEZOLANO

(SISTEMATIZACION)



I. DECLARAOONES GENERALES

1. EL DEREOIO AL usae DESENVOLVIMIENTO DE LA
PERSONALIDAD Y SUS LlMITAQONES

Are. 43. Todos tienen derecho al libre desenvolvimien­
to de su personalidad, sin más limitaciones que las que
derivan del derecho de los demás y del orden público y
social.

2. LA ENUMERACION DE LOS DERECHOS

Art. 50. La enunciación de los derechos y garantías
contenida en esta Constitución no debe entenderse como
negación de otros que, siendo inherentes a la persona hu­
mana, 00 figuren expresamente en ella.

La falta de ley reglamentaria de estos derechos no me­
noscaba el ejercicio de los mismos.

3. LA IRRETROACfIVIDAD DE LA LEY

Acr. 44. Ninguna disposición legislativa tendrá efecto
retroactivo, excepto cuando imponga menor pena. las le­
yes de procedimiento se aplicarán desde el momento mis­
mo de entrar en vigencia, aun en los procesos que se ha­
llaren en curso; pero en los procesos penales las pruebas
ya evacuadas se estimarán, en cuanto beneficien al reo,
conforme a la ley vigente para la fecha en que se promo­
vieron.
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11. LOS DERECHOS INDIVIDUALES

l. EL DERECHO A LA VIDA

A. Principio: Inviolabilidad
Art. 58. El derecho a la vida es inviolable.. ,

B. Prohibición de la pena de rnaerte
Arr. 58. ... ninguna Ley podrá establecer la pena de

muerte ni autoridad alguna aplicarla.

2. EL DERECHO AL RESPETO DE LA PERSONA HUMANA

Arr. 76. (3er. aparte) ... Todos están obligados a
someterse a las medidas sanitarias que establezca la ley,
dentro de los límites impuestos p3t el respeto a la persona
humana.

3. EL DERECHO AL HONOR Y A LA PRIVACIDAD

Art. 59. Toda persona tiene derecho a ser protegida
contra los perjuicios a su honor, reputación o vida privada.

4. EL DERIJOJü A LA IGUALDAD

A. Prohibición de diJcriminadón

a) Principio
Acr. 61. No se permitirán discriminaciones fundadas

en la raza, el sexo, el credo o la condición social.
Los documentos de identificación para actos de la vida

civil no contendrán mención alguna que califique la fi.
Iiación.

b) Protección de los menores
Art. 74. . .. Se dictarán las medidas necesarias para

asegurar a todo niño. sin discriminación alguna. protec­
ción integral, desde su concepción hasta su completo de­
sarrollo. para que éste se realice en condiciones materia­
les y morales favorables.
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c) Protección de la 1JUJjer 'J de lo! menores
trabajado're!

Art. 93. la mujer y el menor trabajador serán objeto
de protección especial.

d) Protección de la! comunidade! indígena!
Art. 77. . .. la ley establecerá el régimen de excep·

ción que requiera la protección de las comunidades de indí­
genas y su incorporación progresiva a la vida de la nación.

B. Igualdad de lo! extranjeros
Art. 45. los extranjeros tienen los mismos deberes y

derechos que los venezolanos, con las limitaciones o ex­
cepciones establecidas por esta Constitución y las leyes.

e. Igualdad entre ocnezolonos por nacimiento y los
venezolano! por 1Ult-'fralización
a) Igualdad ab!oluta

Art. 45. . .. Gozarán de los mismos derechos que los
venezolanos por nacimiento los venezolanos por natura­
lización que hubieren ingresado al país antes de cumplir
los siete años de edad y residido en él permanentemente
hasta alcanzar la mayoridad.

b) Excepcione!
Lo! cargo! de Senador (Art. 149), Diputa­
do (Arr. 152), Ministro (Art. 195), M4­
giJtrado de la Corte Suprema de Justicia
(Art. 213), Procurador General de la Re­
pública (Att. 201), FiJcal General. de Id
República (Art. 219), y Ctmtral.or Gene­
ral de la República (Art. 237) están re­
seroeios a lo! venezolano! por nacimiento.

D. La prohibición de trato! di!ttntivO!
Art. 61. ...No se dará erro tratamiento oficial sino

el de ciudadano y USted, salvo las formalidades diplomá­
ticas.

No se reconocerán títulos nobiliarios ni distinciones he­
redirarlas.
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5. EL DERECHO A LA LmERTAD PERSONAL

Art. 60.
lables .

A. Principio

a) Inviolabilidad de la libertad ji seguridad
per.fOnnJes

La libertad Y seguridad personales son invio-

b) Definición legal de las causas de pérdida
de libertad

An. 60. ... 29 Nadie podrá ser privado de su liber­
tad por obligaciones cuyo incumplimiento no haya sido
definido por la ley como delito o falta.

c) Excepción en los trastornos del Orden
Péhíico

Are. 244. Si existieren fundados indicios para temer
inminentes trastornos del orden público, que no justifi­
quen la restricción o suspensión de las garantías constitu­
cionales, el Presidente de la República, en Consejo de Mi­
nistros, podrá adoptar las medidas indispensables para
evitar que tales hechos se produzcan.

Estas medidas se limitarán a la detención o confinamien­
to de los indiciados, y deberán ser sometidos a la conside­
ración del Congreso o de la Comisión Delegada dentro de
los diez días siguientes a su adopción. Si éstos las decla­
taren no justificadas, cesarán de inmediato; en caso con­
trario, se las podrá mantener hasta por un limite no ma­
yor de noventa días. La ley reglamentará el ejercicio de
esta facultad.

B. LlJ garantía! frente a la detención

a) Detención in fraganti

Art. 60. 1Q Nadie podrá ser preso o detenido, a
menos que sea sorprendido in jraganti, sino en virtud de
orden escrita del funcionario autorizado para decretar la
detención, en los casos y con las formalidades previstos
por la ley...
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b) Detención prOf);siIJnaJ
An. 60. " . 10. .. En caso de haberse cometido un

hecho punible, las autoridades de policía podrán adoptar
las medidas provisionales, de necesidad o urgencia, indis­
pensables para asegurar la investigación del hecho y el
enjuiciamiento de los culpables. La ley fijará el término
breve y perentorio en que tales medidas deberán ser co­
municadas a la autoridad judicial, y establecerá además el
plazo para que ésta provea, entendiéndose que han sido
revocadas y privadas de todo efecto, si ella no las confirma
en el referido plazo.

Disposición Transitoria Sexta. En tanto la legislación
ordinaria fija los términos y plazos a que se refiere el úl­
timo aparte del ordinal 10 del articulo 60 de la Constitu­
ción, las autoridades de policía que hayan practicado me­
didas de detención preventiva deberán poner al indiciado
a la orden del correspondiente Tribunal en un término no
mayor de ocho días, junto con las actuaciones que hubie­
ren cumplido, a los fines de la prosecución de las diligen­
cias sumariales. El Tribunal instructor deberá decidir, acer­
ca de la detención, dentro del término de noventa y seis
horas, salvo los casos graves y complejos que requieran un
término mayor, el cual en ningún caso excederá de ocho
días. Sólo están facultadas para tomar las medidas previa­
ras en el artículo 60 de la Constitución las autoridades de
policía, que de acuerdo con la ley, tengan carácter de auxi­
liares de la Administración de Justicia.

c) Identificación de la autoridad
An. 48. Todo agente de autoridad que ejecute medi­

das restrictivas de la libertad deberá identificarse como tal
cuando así lo exijan las personas afectadas.

d) P.rohibici6n de procedimientos infanurntes
Art. 60. ... 30 Nadie podrá ser incomunicado ni so­

metido a tortura o a otros procedimientos que causen su­
frimiento físico o moral. Es punible roda atropello físico
o moral inferido a persona sometida a restricciones de su
libertad.
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C. Gardntías frente al reclutntnJento forzoso

Art. 53. El servicio militar es obligatorio y se prestará
sin disrirldón de clase o condición social, en los términos }'
oportundades que fije la ley.

Art. 60. . .. 90 Nadie podrá ser objeto de recluta­
miento forzoso ni sometido al servicio militar sino en los
términos pautados por la ley.

D. El derecho a juicio
a) Derecho a SN juzgado por ses jueces

tNJturales
Arr. 69. Nadie podrá ser juzgado sino por sus jueces

naturales, ni condenado a sufrir pena que no esté estable­
cida por ley preexistente.

b) La cosa juzgada jurisdiccio1UÚ
Art. 60. . .. 89 Nadie podrá ser sometido a juicio por

los rnisJjlos hechos en virtud de los cuales hubiere sido
juzgado anteriormente.

e) Las ga1'antías contra el jurrlmento
Art. 60. . .. 40 Nadie podrá ser obligado a prestar

).....umw.\Q. '.'\\ (.~~'<.;;;';.-.!R, ... ~'<.';'r.!h; m"'I....~;.&o. ~ '? ~~';}-.

nacer ct11pabilidad en causa penal conrra sí mismo, ni
contra su cónyuge o la persona con quien haga vida rnari­
tal, ni contra sus parientes dentro del cuarto grado de con­
sanguinidad o segundo de afinidad.

d ) El derecho a ser notificado de cargos
a') Principio

Art. 60. ... 50 Nadie podrá ser condenado en causa
penal sin antes haber sido notificado personalmente de los
cargos y oído en la forma que indique la ley.

b") El derecho a no ser juzgado en
aUJencia: excepci611

Art. 60. . .. 59. .. los reos de deliro contra la cosa
pública podrán ser juzgados en ausencia, con las garantías
y en la forma que determine la ley.
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e) La dtlracjón del sumario

Art. 60. . .. 1Q. •• El sumario no podrá prolongarse
más allá del límite máximo legalmente fijado.

f) El derecho a la defensa

a') El derecho a tener acceso al
expediente

Art. 60. . .. 1Q. .. El indiciado tendrá acceso a los
recaudos sumariales y a todos los medios de defensa que
provea Ja Jey tan pronto corno se ejecute el correspondiente
auto de detención.

b') El derecho a la defensa

Art. 68. . .. la defensa es derecho inviolable en todo
estado y grado del proceso.

g) La! penas

a') La previsión legal

Art. 69. "Nadie podrá ser .' . condenado a sufrir pena
que no esté establecida por la ley preexistente".

b") Prohibición de penas perpetuas
Art. 60. . .. 7Q Nadie podrá ser condenado a penas

perpetuas o infamantes. las penas restrictivas de la libero
tad no podrán exceder de treinta años.

¿) Medidas de interés social

Art. 60. ooo 10. las medidas de interés social sobre
sujetos en estado de peligrosidad sólo podrán ser tomadas
mediante el cumplimiento de las condiciones y formalida­
des que establezcan la ley. Dichas medidas se orientarán
en todo caso a la readaptación del sujeto para los fines de
la convivencia social.

h) El derecho a la excarcelación
Arto 60. ooo 6Q Nadie continuará en detención des­

pués de dietada orden de excarcelación por la autoridad
competente o una vez cumplida la pena impuesta. la cons-
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rirución de fianza exigida por la ley para conceder la Ii­
bertad provisional del detenido no causará impuesto al­
guno.

6. EL DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DEL HOGAR
DOMESTICO

A. El PTinápw
At[. 62. El hogar doméstico es inviolable...

B. El allanamiento del hogar doméstico
Art. 62. . ..No podrá ser allanado sino para impedir

la perpetración de un delito o para cumplir, de acuerdo
con la ley, las decisiones que dicten los Tribunales ...

C. LAs visitas Janitarias
Art. 62. . .. Las visitas sanitarias que hayan de prac­

ticarse de conformidad con la ley sólo podrán hacerse pre­
vio aviso de los funcionarios que las ordenen o hayan de
practicarlas.

7. EL DE~EOIO A LA INVIOLABILIDAD DE LA
CORRESPONDENCIA

A. Principio
Art. 63. La correspondencia en todas sus formas es

inviolable...

B. LA OCllpaci6n judicial de la correspondencia
Art. 63. . .. las cartas, telegramas, papeles privados

y cualquier otro medio de correspondencia no podrán ser
ocupados sino por la autoridad judicial. con el cumplí­
miento de las formalidades legales y guardándose siem­
pre el secreto respecto de 10 doméstico y privado que no
tenga relación con el correspondiente proceso.

C. Las inspecciones fiscales
Art. 63. . .. los libros, comprobantes y documentos

de comebilidad sólo estarán sujetos a la inspección o fis­
calización de las autoridades competentes, de conformidad
con la ley.
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8. EL DERECHO AL LIBRE TRANSITO

A. La libertad de circulación personal
Art. 63. Todos pueden transitar libremente por el

territorio nacional, ...

B. La libertad de ertablecimiento: domicilio y
residencia

Art. 64. Todos pueden ... cambiar de domicilio o
residencia, ...

C. La libertad de IttlSentarse y entrar al país
Art. 64. Todos pueden ... ausentarse de la República

y volver a ella,. .. . .. los venezolanos podrán ingresar al
país sin necesidad de autorización algune..

D. La libertad de circulación de bienes
Arr. 64. Todos pueden ... traer sus bienes al país, o

sacarlos de él, sin más limitaciones que las establecidas por
la ley, ...

E. El extrañamiento
Art. 64. Ningún acre del Poder Público podré esta­

blecer la pena de extrañamiento del territorio nacional
contra venezolanos, salvo como conmutación de otra pena
y a solicitud del mismo reo.

9. LA LIBERTAD RELIGIOSA

A. La libel'tad de conciencia
Art. 65. Todos tienen el derecho de profesar su fe re­

ligiosa ...

B. El derecho al ejercicio del culto
Art. 65. Todos tienen derecho ... de ejercitar su cul­

to, privada o públicamente, siempre que no sea contrario
al orden público o a las buenas costumbres.

C. Ambito de la libertad: limtaciones
Arr. 65. . ..El culto estará sometido a la suprema

inspección del Ejecutivo Nacional, de conformidad con la
''Y.
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Nadie podrá invocar creencias o disciplinas religiosas
para eludir el cumplimiento de las leyes ni para impedir
a otro el ejercido de sus derechos.

10. EL DERECHO A LA LIBRE EXPRESION DEL
PENSAMIENTO

A. Principio: ausencia de censura pre1'ia
Art. 66. Todos tienen el derecho de expresar su pen­

samiento de viva voz o por escrito y de hacer uso pam
ello de cualquier medio de difusión, sin que pueda es­
tablecerse censura previa; pero quedan sujetas a pena, de
conformidad con la ley, las expresiones que constituyan
delito.

B. Limitaciones
Art. 66. . ..No se permite el anonimato. Tampoco

se permitirá la propaganda de guerra, la que ofenda la
moral pública ni la que tenga por objeto provocar la de­
sobediencia de las leyes, sin que por esto pueda coartarse
el análisis o la crítica de los preceptos legales.

11 . EL DERECHO DE PETrCION

A. Principio
Art. 67. Todos tienen el derecho de representar o di­

rigir peticiones ante cualquier autoridad o Funcionario pú­
blico, sobre los asuntos que sean de la competencia de
éstos...

B. El derecho a obtener oportuna respuesta
Arr. 67. Todos tienen el derecho ... a obtener opor­

tuna respuesta.

12. EL DERECHO A UTiLIZAR LOS ORGANOS DE LA
ADMINISTRACION DE JUSTICIA

A. Principio
Art. 68. Todos pueden utilizar los órganos de la ad­

rninisttación de justicia...
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B. El derecho a la defenJa

Art. 68. . .. para la defensa de sus derechos e intere­
ses, en los términos y condiciones establecidos por la ley,
Ia cual fijará normas que aseguren el ejercicio de este
derecho a quienes no dispongan de medios suficientes.

C. El derecho a ser juzgado por los [ueces naturales
An. 69. Nadie podrá ser juzgado sino por sus jueces

naturales ...

13. EL DERECHO DE ASOCIAClON

Arr. 70. Todos tienen derecho de asociarse con fines
lícitos, en conformidad con la ley.

14. EL DERECHO DE REUNION

Arr. 71. Todos tienen el derecho de reunirse, públi­
ca o privadamente, sin permiso previo, con fines lícitos y
sin armas. Las reuniones en lugares públicos se regirán
por la ley.

1II. LOS DERECHOS SOCIALES

1. LOS DERECHOS SOCIALES DIRECTAMENTE EFECTIVOS

A. El derecho a la salud

a) Principio
Art. 76. Todos tienen derecho a la protección de la

salud.

b) Las obligaciones estatales

Art. 76. . ..Las autoridades velarán por el manreni,
miento de la salud pública y proveerán los medios de
prevención y asistencia a quienes carezcan de ellos.

e) Las /imitaciones cOnJecuenciales
Art. 76. . .. Todos están obligados a someterse a las

medidas sanitarias que establezca la ley, dentro de los lí­
mites impuestos por el respeto a la persona humana.
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B. El derecho a la educación

a) Principio
Art. 78. Todos tienen derecho a la educación.
Art. 55. la educación es obligatoria en el grado y

condiciones que fije la ley...
b) ÚH obligacionn estatales

Art. 78. . .. El Estado creará y sostendrá escuelas, ins­
tituciones y servicios suficientemente dotados para asegu­
rar el acceso a la educación y a la cultura, sin más limi­
raciones que las derivadas de la vocación y de las apti­
tudes.

c) Gratuidad
Art. 78. ... la educación impartida por los institutos

oficiales será gratuita en todos sus ciclos. Sin embargo,
la ley podré esrablecer excepciones respecto de la ense­
ñanza superior y especial, cuando se trate de personas pro­
vistas de medios de fortuna.

d) Finalidad
An. 80. la educación tendrá como finalidad el ple­

no desarrollo de la personalidad, la formación de ciuda­
danos aptos pata la vida y para el ejercicio de la demo­
cracia, el fomento de la cultura y el desarrollo del espíritu
de solidaridad humana.

C. La libertitd de enseñanza

a) Principio
Art. 79. Toda persona natural o jurídica podrá dedi­

carse libremente a las ciencias o a las artes, y, previa de­
mostración de su capacidad, fundar cátedras y estableci­
mientos educativos bajo la suprema inspección y vigilan­
cia del Estado.

b) Estímulo a la educación privada
Art. 79. . .. El Estado estimulará y protegerá la edu­

cación privada que se imparta de acuerdo con los princi­
pios contenidos en esta Constitución y en las leyes.
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c) Educadore!
Are, 81. la educación estará a cargo de personas de

reconocida moralidad y de idoneidad docente comprobada,
de acuerdo con la ley.

La ley garantizará a los profesionales de la enseñanza
su estabilidad profesional y un régimen de trabajo y un
nivel de vida acordes con su elevada misión.

d) Orien/aci6n
Art. 80. . .. El Estado orientará y organizará el sisre­

ma educativo para lograr el cumplimiento de los fines
aquí señalados.

D. El derecho al trabajo

a) Principio

Art. 84. Todos tienen derecho al trabaje ...
Art. 54. El trabajo es un deber de toda persona apta

para prestarlo ...
b) Obligacione! estatales

Art. 84. . .. El Estado procurará que toda persona
apta pueda obtener colocación que le proporcione una
subsistencia digna y decorosa.

la libertad de trabajo no estará sujeta a otras restric­
ciones que las que establezca la ley.

2. LOS DERECHOS SOCIALES ESTABLECiDOS
PROGRAMATICAMENTE

A. Derecho! a protección !ocial

a) Derechos de la! comemdades y asociaciones
Art. 72. El Estado protegerá las asociaciones, corpo­

raciones, sociedades y comunidades que tengan por objeto
el mejor cumplimiento de los fines de la persona humana
y de la convivencia social, y fomentará la organización de
cooperativas y demás instituciones destinadas a mejorar
la economía popular.
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b) Derechos de la familia

a') Protección

Art. 73. El Estado protegerá la familia como célula
fundamental de la sociedad y velará pnr el mejoramiento
de su situación moral y económica...

b') El matrimonio

Art. 73. . .. la ley protegerá el matrimonio, favore­
cerá la organización del patrimonio familiar inembargable
y proveerá lo conducente a facilitar a cada familia la ad­
quisición de vivienda cómoda e higiénica.

e') La maternidad

Arr. 74. la maternidad será protegida, sea cual fuere
el estado civil de la madre...

d') Los menores

Art. 74. . ..Se dictarán las medidas necesarias para
asegurar a eodo niño, sin discriminación alguna, protec­
ción integral, desde su concepción hasta su completo de­
sarrollo, para que éste se realice en condiciones materia­
les y morales favorables.

Art. 75. . .. El amparo y protección de los menores
serán objeto de legislación especial y de organismos y
tribunales especiales.

e') La filiación

Art. 75. la ley proveerá lo conducente para que to­
do niño, sea cual sea su filiación, pueda conocer a sus
padres; para que ésos cumplan el deseo de asistir, ali­
mentar y educar a sus hijos y para que a infancia y la
juventud estén protegidas cenera el abandono, la explota­
ción o el abuso.

r, La adopción
Art. 75..•.La filiación adoptiva será amparada por la

ley. El Estado compartirá con los padres de modo subsi­
diario y atendiendo a las posibilidades de aquellos, la res­
ponsabilidad que les incumbe en la formación de los hijos.
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e) Derecbos de 10J cd1nPeJinoJ
Art. 77. El Estado propendrá a mejorar las condicio­

nes de vida de la población campesina...
d) Derechos de 10J indí-genaJ

Art. 77. . .. La ley establecerá el régimen de excep­
ción que requiera la protección de las comunidades de in­
dígenas y su incorporación progresiva a la vida de la Na­
ción.

e) La colegiación profeJional
Art. 82. La ley determinará las profesiones que re­

quieren título y las condiciones que deben cumplirse para
ejercerlas.

Es obligatoria la colegiación para el ejercicio de aque­
llas profesiones universitarias que señale la ley.

E. Derecho a la cultura
Arr. 83. El Estado fomentad la cultura en sus diver­

sas manifestaciones y velará por la protección y conserva­
ción de las obras, objetos y monumentos de valor histó­
rico o artístico que se encuentren en el país, y procurará
que ellos sirvan al fomento de la educación.

C. Derecho a la protección del trMajo
a) Principio

Art. 85. El trabajo será objeto de protección especial.
la ley dispondrá lo necesario para mejorar las condicio­
nes materiales, morales e intelectuales de los trabajadores.
Son irrenunciables por el trabajador las disposiciones que
la ley establezca para favorecerlo o protegerlo.

b) Limite a la jorn.uia de trabajo 'J derecho al
descamo

Art. 86. la ley limitará la duración máxima de la
jornada de trabajo. Salvo las excepciones que se prevean,
la duración normal del trabajo no excederá de ocho horas
diarias ni de cuarenta y ocho semanales, y la del trabajo
nocturno, en los casos en que se permita, no excederá de
siete horas diarias ni de cuarenta y dos semanales.
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Todos los trabajadores disfrutarán de descanso semanal
remunerado y de vacaciones pagadas en conformidad con
la ley.

Se propenderá a la progresiva disminución de la jor­
nada, dentro del interés social y en el ámbito que se de­
termine, y se dispondrá lo conveniente para la mejor uti­
lización del tiempo libre.

c) Derecho al salario
Art. 87. la ley proveerá los medios conducentes a la

obtención de un salario justo; establecerá normas para
asegurar a todo trabajador por lo menos un salario mí­
nimo; garantizará igual salario para igual trabajo, sin dls.
criminación alguna; fijará la participación que debe co­
rresponder a los trabajadores en los beneficios de las ern­
presas, y protegerá el salario y las prestaciones sociales
con la inembargabilidad en la proporción y casos que se
fijen y con los demás privilegios y garantías que ella mis­
ma establezca.

d) Derecho a la estabilidad
Art. 88. la ley adoptará medidas tendientes a garan­

tizar la estabilidad en el trabajo y establecerá las presta­
ciones que recompensen la antigüedad del trabajador en
el servicio y lo amparen en caso de cesantía.

e) Responsabüidad patronal

Art. 89. La ley determinará la responsabilidad que
incumba a la persona natural o jurídica en euyo provecho
se preste el servicio mediante intermediario o contratista,
sin perjuicio de la responsabilidad solidaria de éstos.

f) Derecho a la contrl1taci6n colectiva
Arr. 90. la ley favorecerá el desarrollo de las rela­

dones colectivas de trabajo y establecerá el ordenamiento
adecuado para las negociaciones colectivas y para la so­
lución pacífica de los conflictos. la convención colectiva
será amparada, y en ella se podrá establecer la cláusula
sindical, demro de las condiciones que legalmente se pau·
ten.
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g) Derecho a la Jindicalización
An. 91. Los sindicatos de trabajadores y los de pa­

tronos no estarán sometidos a Otros requisitos, para su
existencia y funcionamiento, que los que establezca la
ley con el objeto de asegurar la mejor realización de sus
funciones propias y garantizar los derechos de sus miem­
bros. La ley protegerá en su empleo, de manera especí­
fica, a los promotores y miembros directivos de síndica­
toS de trabajadores durante el tiempo y en las condiciones
que se requieran para asegurar la libertad sindical.

h ) Derecho a la huelga
Art. 92. Los trabajadores tienen el derecho de huelga,

dentro de las condiciones que fije la ley. En los servicios
públicos este derecho se ejercerá en los casos que aquella
determine.

i) Protección npecial a la mujer y a los menores
An. 93. La mujer y el menor trabajador serán objeto

de protección especial.
j) Derecho a la seguridad social

Art. 94. En forma progresiva se desarrollaré un sis­
tema de seguridad social tendiente a proteger a todos los
habitantes de la República contra infortunios del trabajo,
enfermedad, invalidez, vejez, muerte, desempleo y cua­
lesquiera otros riesgos que puedan ser objeto de previsión
social, así como contra las cargas derivadas de la vida fa­
miliar.

Quienes carezcan de medios económicos y no estén en
condiciones de procurárselos tendrán derecho a la asis­
tencia social mientras sean incorporados al sistema de
seguridad social.

IV. LOS DERECHOS ECONOMICOS

l. LA LIBERTAD ECONOMlCA

A. Principio
Art. 96. Todos pueden dedicarse libremente a la acti­

vidad lucrativa de su preferencia, sin más limitaciones que
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las previstas en esta Constitución y las que establezcan
las leyes por razones de seguridad, de sanidad u otras de
interés social.

B. Protección d la libertad económica
a) Proscripción de la usura

Acr. 96. . ..La ley dictará normas para impedir la
usura, la indebida elevación de los precios, y, en general,
las maniobras abusivas encaminadas a obstruir o restrin­
gir la libertad económica.

b) Prohibición de monopolios
Art. 97. No se permitirán monopolios. Sólo podrán

otorgarse, en conformidad con la ley, concesiones con ca.
rácrer de exclusividad, y por tiempo limitado, para el
establecimiento y la explotación de obras y servidos de
interés público.

e) Los Cuerpos Consultivos
Art. 109. La ley regulará la integración, organización

y atribuciones de los cuerpos consultivos que se juzguen
necesarios para oír la opinión de los sectores económicos
privados, la población consumidora, las organizaciones
sindicales de trabajadores, los colegios de profesionales y
las universidades en los asuntos que interesan a la vida
económica.

C. El régimen de economía mixta
a) El régimen económico

Arc. 95. El régimen económico de la República se
fundamentará en principios de justicia social que asegu­
ren a todos una existencia digna y provechosa para la co­
lectividad.

b) La promoción del desarrollo
Art. 95. . .. EI Estado promoverá el desarrollo econó­

mico y la diversificación de la producción, con el fin de
crear nuevas fuentes de riqueza, aumentar el nivel de ingre­
sos de la población y fortalecer la soberanía económica del
país.
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Art. 108. La República favorecerá la integración eco"
nómica- latinoamericana. A este fin se procurará ccordi­
nar recursos y esfuerzos para fomentar el desarrollo eco­
nómico y aumentar el bienestar y seguridad comunes.

c) El control de las industrins básicas
Art. 97. . .. El Estado ... propenderá a la creación y

desarrollo de una industria básica pesada bajo su control.
... La ley determinará lo concerniente a las industrias

promovidas y dirigidas por el Estado.

D. Las limitaciones

a) La reserva estatal de activUladeI
Art. 97. . .. El Estado podrá reservarse determinadas

industrias, exploraciones o servicios de interés público
por razones de conveniencia nacional y propenderá a la
creación y desarrollo de una industria básica pesada bajo
su control.

b) Las inversiones extranjeras
Art. 107. La ley establecerá las normas relativas a la

participación de los capitales extranjeros en el desarrollo
económico nacional.

e) Los poderes del Estado
Art. 98. El Estado protegerá la iniciativa privada, sin

perjuicio de la facultad de dictar medidas para planificar,
racionalizar y fomentar la producción, y regular la circu­
lación, distribución y consumo de la riqueza, a fin de
impulsar el desarrollo económico del país.

d) Armas
Art. 133. . .. La fabricación, comercio, posesión y uso

de Otras armas serán reglamentadas por la ley.

2. EL DERECHO DE PROPIEDAD

A. Principio
a) La gdfdntia

Art. 99. Se garantiza el derecho de propiedad...
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b) El derecho de autor y la propiedad industrial
Art. 100. los derechos sobre obras científicas, lite­

rarias y artfsticas, invenciones, denominaciones, marcas
y lemas gozarán de protección por el tiempo y en las con­
diciones que la ley señale.

B. La función socia! de la propiedad

a) Prindpi-Q
Art. 99 ... En virtud de su función social la propiedad

estará sometida a las contribuciones, restricciones y obli­
gaciones que establezca la ley con fines de utilidad pú­
blica o de inrerés general.

b) Proscripción del latifuttdio
Art. 105. El régimen latifundista es contrario al in­

terés social. la ley dispondrá o conducente a su elimina­
ción y establecerá normas encaminadas a dotar de tierra
a los campesinos y trabajadores rurales que carezcan de
ella, así como a proveerlos de los medios necesarios para
hacerla producir.

c) Afect,uión a los servicios públicos
Art. 104. Los ferrocarriles, carreteras, oleoductos y

erras vías de comunicaciones o de transporte construidos
por empresas explotadoras de recursos naturales estarán
al servicio del público, en las condiciones y con las Iimi­
raciones que establezca la ley.

d) COnJervación de los recursos tl4turales
Art. 106. El Estado atenderá a la defensa y conserva­

ción de los recursos naturales de su territorio, y la explo­
tación de los mismos estará dirigida primordialmente al
beneficio colectivo de los venezolanos.

C. Extinción de la propiedad
a) La expropiación

Arr. 101. 8610 por causa de utilidad pública o de
interés social, mediante sentencia firme y pago de justa
indemnización, podrá ser declarada la expropiación de
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cualquier clase de bienes. En la exproplaClOn de inmue­
bles, con fines de reforma agraria o de ensanche y mejo­
ramiento de poblaciones, y en los casos que por graves
razones de interés nacional determine la ley, podrá esta­
blecerse el diferimiento del pago por tiempo determinado
o su cancelación parcial mediante la emisión de bonos de
aceptación obligatoria, con garantía suficiente.

b) La confiscaci6n
a') Prohibición

Are. 102. No se decretarán ni ejecutarán confiscacio­
nes sino en los casos permitidos por el artículo 250.

b') Excepción
An. 250. Esta Constitución no perderá su vigencia si

dejare de observarse por acto de fuerza o fuere derogada
por cualquier otro medio distinto del que ella misma dis­
pone. En tal eventualidad, todo ciudadano, investido o no
de autoridad, tendrá el deber de colaborar en el restable­
cimiento de su efectiva vigencia.

Serán juzgados según esta misma Constitución y las
leyes expedidas en conformidad con ella, los que apare­
cieren responsables de los hechos señalados en la primera
parte del inciso anterior y asimismo los principales fun­
cionarios de los gobiernos que se organicen subsecuente­
menee, si no han contribuido a restablecer el imperio de
esta Constitución. El Congreso podrá decretar, mediante
acuerdo aprobado por la mayoría absoluta de sus miem­
bros, la incautación de todo o parte de los bienes de esas
mismas personas y de quienes se hayan enriquecido ilíci­
tamente al amparo de la usurpación, para resarcir a la
República de los perjuicios que se le hayan causado.

e") ExtranjeroJ
An, 102. .. .Quedan a salvo, respecto de extranjeros,

las medidas aceptadas por el derecho internacional.
c) LA reoersión

Arr. 103. Las tierras adquiridas con destino a la ex­
ploración o explotación de concesiones mineras, como
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prendidas las de hidrocarburos y demás minerales com­
bustibles, pasarán en plena propiedad a la Nación, sin
indemnización alguna, al extinguirse por cualquier causa
la concesión respectiva.

D. La reserva (dominio público)
Art. 133. Sólo el Estado puede poseer y usar armas de

guerra. Todas las que existan, se fabriquen o se introduz­
can en el país pasarán a ser propiedad de la República,
sin indemnización ni proceso.

V.105 DERECHOS POLITICOS

1 . RESERVA A LOS VENEWLANOS

Art. 45. . .. los derechos políticos son privativos de
los venezolanos, salvo lo que dispone el artículo 111.

2. LA NACIONALIDAD

A. Adquisici6n
a) Nacionalidad originaria

Arr. 35. Son venezolanos por nacimiento:
19 Los nacidos en el territorio de la República.
29 Los nacidos en territorio extranjero de padre y

madre venezolanos por nacimiento.
39 Los nacidos en territorio extranjero de padre vene­

zolano por nacimiento o madre venezolana por nacimien­
ro, siempre que establezcan su residencia en el territorio
de la República o declaren su voluntad de acogerse a la
nacionalidad venezolana, y

4<> Los nacidos en territorio extranjero de padre ve­
nezolano por naturalización o madre venezolana por na­
turalización, siempre que antes de complir dieciocho años
de edad establezcan su residencia en el territorio de la
República y antes de cumplir veinticinco años de edad
declaren su voluntad de acogerse a la nacionalidad vene­
zolana.
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b) La 1UUiond1idad derivada
a') Carta de nateraleza

Arr. 36. Son venezolanos por naturalización los ex.
trenjercs que obtengan cana de naturaleza.

Los extranjeros que tengan por nacimiento la naciona­
lidad de España o de un Estado latinoamericano gozarán
de facilidades especiales para la obtención de carta de
naturaleza,

Disposición Transitoria Tercera. Mientras la ley esta­
blece las facilidades especiales a que se refiere el artículo
36 de la Constitución, la adquisición de la nacionalidad
venezolana por quienes tengan por nacimiento la nacio­
nalidad de España o de un Estado latinoamericano conti­
nuará rigiéndose por las disposiciones legales vigentes.

b") Declaración de voluntad
Art. 37. Son venezolanos por naturalización desde que

declaren su voluntad de serlo:
19 La extranjera casada con venezolano.
29 Los extranjeros menores de edad en la fecha de

naturalización de quien ejerza sobre ellos la patria potes­
tad si residen en el rerritorio de la República y hacen la
declaración antes de cumplir veinticinco años de edad. y

39 los extranjeros menores de edad adoptados por
venezolanos. si residen en el territorio de la República y
hacen la declaración antes de cumplir veinticinco años de
edad.

Art. 41. las declaraciones de voluntad contempladas
en los arrfculos 35, 37 y 40 se harán en forma auténtica
por el interesado, cuando sea mayor de dieciocho años, o
por su representante legal, si no ha cumplido esa edad.

B. Pérdida
a) Principio

Art. 39. la nacionalidad venezolana se pierde:
19 Por opción o adquisición voluntaria de otra na­

cionalidad.

125



2Q Por revocación de la namralización mediante sen­
tencia judicial de acuerdo con la ley.

Disposición Transitoria Cuarta. Mientras la ley esta­
blece las normas sustantivas y procesales correspondientes,
la pérdida de nacionalidad por revocatoria de la narurali­
zación se ajustará a las disposiciones de la legislación vi·
gente, pero el interesado podrá apelar de la decisión admi­
nistrativa ante la Corte Suprema de Justicia en el plazo
de seis meses a partir de la fecha de publicación de la revo­
catoria en la Gaceta Oficial.

b) La venez.olana casada con exmmjero

Arr. 38. la venezolana que casare con extranjero con.
serva su nacionalidad, a menos que declare su voluntad
contraria y adquiera, según la ley nadonal del marido,
la nacionalidad de éste.

C. Recuperación

Arr. 40. La nacionalidad venezolana por nacnmenrc
se recupera cuando el que la hubiere perdido se domicilia
en el territorio de la República y declara su voluntad de
cecupecacla, o cuando permanece en el país por un pe"
dado no menor de dos años.

3. EL DERECHO AL SUFRAGIO

A. El suf,agio activo

a) Principio
Act. 110. El voro es un derecho y una función pú­

blica. Su ejercicio será obligatorio, dentro de los límites
y condiciones que establezca la ley.

b) Los electores
Act. 111. Son elecrores todos 10$ venezolanos que ha­

yan cumplido dieciocho años de edad y no estén sujetos
a interdicción civil ni a inhabilitación política.
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El voto para elecciones municipales podrá hacerse ex­
rensivo a los extranjeros, en las condiciones de residencia
y otras que la ley establezca.

c) Libertad del voto
Att. 113. la legislación electoral asegurará la liber­

tad y el secreto del voto, y consagrará el derecho de re­
presentación proporcional de las minorías.

los organismos electorales estarán integrados de ma­
nera que no predomine en ellos ningún partido o agru­
pación política, y sus componentes gozarán de los privi­
legios que la ley establezca para asegurar su indepen­
dencia en el ejercicio de sus funciones.

los partidos políticos concurrentes tendrán derecho de
vigilancia sobre el proceso electoral.

B. El sufragio pasivo
a) Principio

Att. 112. Son elegibles y aptos para el desempeño
de funciones públicas los electores que sepan leer y escri­
bir, mayores de veintiún años, sin más restricciones que
las establecidas en esta Constitución y las derivadas de
'las condiciones de aptitud que, para el ejercicio de deter­
minados cargos, exijan las leyes.

b) Excepción
Art. 1 de la Enmienda NQ 1 de la Conscieución: No po­

drán ser elegidos Presidente de la República, Senador o
Diputado al Congreso, ni Magistrado de la Corte Suprema
de Justicia, quienes hayan sido condenados mediante sen­
tencia definitivamente firme, dictada por Tribunales Or­
dinarios, a pena de presidido o prisión superior a tres
años, por delitos cometidos en el desempeño 'de funciones
públicas, o con ocasión de éstas.

De lo acordado por los organismos competentes no ha­
brá otro recurso que el de apelación ante la Corte Suprema
de Justicia, en pleno, ejercido por cualquier elector. la
Corte deberá decidir dentro de los diez días siguientes al
recibo de la solicitud, Esta apelación se oirá en un solo
efecto.
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4. EL DERECHO A EJERCER FUNCIONES PUBLICAS

A. Principio

An. 112. Son ... aptos para el desempeño de funcio­
nes públicas los electores que sepan leer y escribir, mayo­
res de veintiún años, sin más restricciones que las estable­
cidas en esta Constitución y las derivadas de las condicio­
nes de aptitud que, para el ejercicio de determinados car­
gos, exijan las leyes.

B. Excepcrones

Ver Arr. 1 de la Enmienda Nc 1 a la Constitución.
Sólo 10J lI61Wzokmos por nacimiento pueden ejercer las

funcioneJ de Senador (Art. 149) Y Diputado (Art. 152)
al Congreso, de Presidente de la República (Art. 182),
de Ministro (Art. 195), de Magistrado de la Corte Supre­
ma de Justicia (An. 213), de Procurador General de la
República (Arr. 201), de Fiscal General de la República
(Arr. 219) 'J de Contralor General de la República (Art.
237).

5. EL DERECHO A ASOCIARSE EN PARTIDOS POUTICOS

A. Principios

Arr. 114. Todos los venezolanos aptos para el voto
tienen el derecho de asociarse en partidos políticos para
participar, por métodos democráticos, en la crienración
de la política nacional.

B. Régimen democrático

Art. 114. . ..Ellegislador reglamentará la constitución
y actividad de los partidos políticos con el fin de esegu­
rar su carácter democrático y garantizar su igualdad ante
la ley.
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6. EL DERECHO A MANIFESTAR

Art. 115. los ciudadanos tienen el derecho de mani­
testar pacíficamente y sin armas, sin otro requisitos que
los que establezca la ley.

7. EL DERECHO DE ASILO

Arr. 116. la República reconoce el asilo a favor de
cualquier persona que sea objeto de persecución o se
halle en peligro, por motivos políticos, en las condicio­
nes y con los requisitos establecidos por las leyes y las
normas del derecho internacional.

VI. LA EFECTIVIDAD Y PROTEcaON
DE LOS DERECHOS

1 . LA SUSPENSION y RESTRICCION DE LOS DERECHOS
Y GARANTIAS

A. El principio

a) El estado de emergencia
Art. 240. El Presidente de la República podrá decla­

rar el estado de emergencia en caso de conflicto interior
o exterior, o cuando existan fundados motivos de que
uno ti otro ocurran.

b) La suspensión o restricción de giWanfias

Art. 241. En caso de emergencia, de conmoción que
pueda perturbar la paz de la República o de graves cir­
cunstancias que afecten la vida económica o social, el
Presidente de la República podrá restringir o suspender
las garantías constitucionales, o algunas de ellas, con ex­
cepción de las consagradas en el artículo 58 y en los or­
dinales 39 y 79 del artículo 60.

El Decreto expresará los motivos en que se tunda, las
garantlas que se restringen o suspenden, y si rige para
todo o parte del territorio nacional.
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La restricción o suspensión de garantías no interrumpe
el funcionamiento ni afecta las prerrogativas de los órga­
nos del Poder Nacional.

B. Formalidades

Art, 242. El Decreto que declare el estado de cmer.
gencla u ordene la restricción o suspensión de garantías
será dictado en Consejo de Ministros y sometido a la
consideración de las Cámaras en sesión conjunta o de la
Comisión Delegada, dentro de los diez días siguientes a
su publicación.

C Dnroción

Art. 243. El Decrero de rescnccron o suspensión de
garantfas será revocado por el Ejecutivo Nacional, o por
las Cámaras en sesión conjunta, al cesar las causas que
lo motivaron. la cesación del estado de emergencia será
decretada por el Presidente de la República en Consejo
de Ministros y con la autorización de las Cámaras en se­
sión conjunta o de la Comisión Delegada.

2 . I:I'ECI'OS DE LA VIOtACION DE LOS DERECHOS

A. La nulidad de los actos del poder púbUco

Art. 46. Todo acto del Poder Público que viole o
menoscabe los derechos garantizados por esta Constitu­
ción es nulo, y los funcionarios y empleados públicos que
lo ordenen o ejecuten incurran en responsabilidad penal,
civil y administrativa, según los casos, sin que les sirvan
de excusa órdenes superiores manifiestamente contrarias
a la Constitución y a las leyes.

B. Responsabilidad de 10J funcionarios

Art. 47. En ningún caso podrán pretender los vene­
zolanos ni los extranjeros que la República, los Estados
o los Municipios les indemnicen por daños, perjuicios o
expropiaciones que no hayan sido causados por autorida­
des legítimas en el ejercicio de su función pública.
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3. LOS RECURSOS

A. El recurso de amparo

Are. 49. los Tribunales ampararán a todo habitante
de la República en el goce y ejercicio de los derechos y
garantías que la Consckucíón establece, en conformidad
con la ley.

El procedimiento será breve y sumario, y el juez com­
petente tendrá potestad para restablecer inmediatamente
la situación jurídica infringida.

Disposición Transitoria Quinta. El amparo a la liber­
tad personal, hasta tanto se dicte la ley especial que 10
regule conforme a lo previsto en el artículo 49 de la Cons­
titución, procederá de acuerdo con las normas siguientes:

Toda persona que sea objeto de privación o restricción
de su libertad, con violación de las garantías constitucio­
nales, tiene derecho a que el Juez de Primera Instancia en
lo Penal que tenga jurisdicción en el lugar donde se haya
ejecutado el acto que motiva la solicitud o donde se en­
cuentre la persona agraviada, expida un mandamiento de
habeas corpus.

Recibida la solicitud, que podrá ser hecha por cual­
quier persona, el Juez ordenará inmediatamente al funcio­
nario bajo cuya custodia esté la persona agraviada, que in­
forme dentro del plazo de veinticuatro horas sobre los mo­
tivos de la privación o restricción de la libertad y abrirá
una averiguación sumaria.

El Juez decidirá, en un término no mayor de noventa y
seis horas después de presentada la solicitud, la inmediata
libertad del agraviado o el cese de las restricciones que se
le hayan impuesto, si encontrare que para la privación o
restricción de la libertad no se han llenado las formalida­
des legales. El Juez podrá sujetar esta decisión al otorga­
miento de caución o prohibición de salida del país de la
persona agraviada, por un término que no podrá exceder
de treinta días, si lo considera necesario.
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La decisión dictada por el Juez de Primera Instancia se
consultará con el Superior, al que deberán enviarse los re­
recaudos en el mismo día o en el siguiente. La consulta no
impedirá la ejecución inmediata de la decisión. El Tribu­
nal Superior decidirá dentro de las setenta y dos horas si­
guientes a la fecha de recibo de los autos.

B. El rece-so de inconJlifucionalidad

Art. 215. Son eníbucíones de la Corre Suprema de
Justicia: ...

39 Declarar la nulidad total o pardal de las leyes
nacionales y demás actos de los cuerpos legislativos que
colidan con esra Constitución.

49 Declarar la nulidad total o pardal de las leyes es­
tatales. de las ordenanzas municipales y demás actos de
los cuerpos deliberantes de los Estados o Municipios que
colidan con esta Constitución ...

69 Declarar la nulidad de los reglamentos y demás
actos del Ejecutivo Nacional cuando sean vioIatorios de
esta Constitución.

C. El reClH'JO contencioJo-adminiJtrativo

Art. 206. La jorjsdiccíón rontencioso-adminisrranva
corresponde a la Corte Suprema de Justicia y a los demás
Tribunales que determine la ley.

Los órganos de la jurisdicción contencioso-administra­
tiva son competentes para anular los actos administrativos
generales o individuales contrarios a derecho, incluso por
desviación de poder; condenar al pago de sumas de dinero
y a la reparación de daños y perjuicios originados en res­
ponsabilidad de la administración, y disponer lo necesario
para el restablecimiento de las situaciones subjetivas le­
sionadas por la actividad administrativa.

Art. 215. Son atribuciones de la Corte Suprema de
Justicia: ...

79 Declarar la nulidad de los acros administrativos
del Ejecutivo Nacional, cuando sea procedente.
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4. EL CONTRALOR DE LOS DERECHOS Y GARANTIAS:
EL FISCAL GENERAL DE LA REPUBLJCA

Art. 220. Son atribuciones del Ministerio Público:
19 Velar por el respeto de los derechos y garantías

conseirucionales...
49 Velar por el correcto cumplimiento de las leyes

y la garantía de los derechos humanos en la cárceles y
demás establecimientos de reclusión.
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